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Jueves 3 de noviembre
9,30 Recepción y entrega de documentación.
10,00 Acto inaugural.
Ilmo. Sr. D. Ángel Luis Monge Gil
Director General de Consumo del Gobierno de Aragón.
Sra. D.ª Ana Cristina Vera Lainez
Alcaldesa del Excmo. Ayuntamiento de Tarazona.
Sr. D. Salvador Plana Marsal
Presidente de la Federación Aragonesa de Municipios, Comarcas y Provincias.
10,30 Mesa Redonda: 
«DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE CONSUMO 
Y COMARCALIZACIÓN»
Sr. D. José Ramón Sanjulián Calvo
Jefe del Servicio de Política Territorial del Gobierno de Aragón.
Sr. D. Javier Guillén Caramés
Profesor titular de Derecho Administrativo de la Universidad Rey Juan Carlos
de Madrid.
Modera:
Sr. D. Carlos Peñasco Gil
Jefe del Servicio del Consumidor del Gobierno de Aragón.
12,00 Pausa.Café. 
12,30 «RECLAMACIONES TRANSFRONTERIZAS: CENTROS EUROPEOS
DEL CONSUMIDOR»
Sr. D.ª María Luz Peñacoba Quintana
Directora del Centro Europeo del Consumidor.
14,00 Almuerzo de trabajo. 
16,30 Visita guiada por la ciudad. 
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Sr. D. Luis Manuel Cuaresma Gallardo
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13,30 Clausura.
Ilmo. Sr. D. Ángel Luis Monge Gil
Director General de Consumo del Gobierno de Aragón.
Sra. D.ª Ana Cristina Vera Lainez
Alcaldesa del Excmo. Ayuntamiento de Tarazona.
Sr. D. Cecilio Cavero Lucea
Vicepresidente de la Federación Aragonesa de Municipios, Comarcas y
Provincias.
Sr. D. Honorio Jesús Fernández Cornago
Presidente de la Comarca de Tarazona y el Moncayo.
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Ángel Luis Monge Gil
Director General de Consumo del Gobierno de Aragón
ACTO INAUGURAL
Buenos días…
La defensa de los derechos de los consumidores y usuarios aragoneses exige
la máxima colaboración institucional de las diferentes administraciones. Por este
motivo es necesario profundizar en aspectos tan importantes como la informa-
ción, el arbitraje, y la aplicación de las nuevas tecnologías en distintos niveles
como por ejemplo a través de centros europeos del consumidor, a través de las
OMICS, etc.
Durante estos días vamos a tener una visión completa de determinados
aspectos que hemos seleccionado para esta ocasión. Empezaremos comprendien-
do la distribución competencial en materia de consumo y la comarcalización,
para llegar a las reclamaciones transfronterizas a través de centros europeos del
consumidor.
Hemos de constatar que en las Oficinas Municipales y Comarcales de
Información al Consumidor de Aragón se han atendido durante el primer semes-
tre de 2005 más de 21.000 ciudadanos, lo que supone un incremento del 53,8%
con respecto al mismo periodo del ejercicio anterior. Principalmente han sido
consultas por vía telefónica (más de 7.500), seguida muy cerca por la atención
presencial (7.129). Los servicios de telecomunicaciones (incluido Internet) ocu-
paron durante el primer semestre de este año el 19,93% de las consultas plantea-
das y vivienda el 17,14% del total de reclamaciones.
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Es por este motivo por lo que hemos querido dedicar estas jornadas a la adqui-
sición de vivienda e intermediación inmobiliaria y, a los servicios de telefonía y
ADSL.
También quiero destacar el papel fundamental que está desarrollando el
arbitraje como vía de resolución de conflictos porque, aunque la gran mayoría de
demandas atendidas encuentra su resolución en el mismo momento, en la Junta
Arbitral se resolvieron durante el año 2004: 906 reclamaciones, lo que supone un
incremento de 15,85% respecto del año anterior.
Estoy seguro que nos darán datos más interesantes nuestros presidentes de
la Junta Arbitral de Consumo y de Transporte de Aragón, y de la Junta Arbitral de
Consumo del Ayuntamiento de Zaragoza.
Solo me queda agradecer, desde el Departamento de Salud y Consumo, la
colaboración del Excmo. Ayuntamiento de Tarazona y de la Federación
Aragonesa de Municipios, Comarcas y  Provincias que han hecho posible la cele-
bración de la IV Jornada de Información sobre Consumo en los Municipios. 
Espero sinceramente que estas Jornadas sean aprovechadas al máximo por
todos vosotros y como dice el refranero popular: vamos todos a “atender y enten-










EN MATERIA DE CONSUMO 
Y COMARCALIZACIÓN
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Profesor titular de Derecho Administrativo 
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PROCESO DE COMARCALIZACIÓN Y 
LA COMPETENCIA PROPIA DE LAS COMARCAS
EN LA MATERIA DE PROTECCIÓN 
DE CONSUMIDORES Y USUARIOS
I. EL PROCESO DE COMARCALIZACIÓN 
EN ARAGÓN
1. PROCESO DE COMARCALIZACIÓN: Marco jurídico. Bases normativas.
• Ley Orgánica 8/1982, de 2 de agosto, del Estatuto de Autonomía de
Aragón.
• Ley 6/1987, de 15 de abril, sobre Mancomunidades de municipios.
• Ley 10/1993, de 4 de noviembre, de Comarcalización de Aragón.
• Ley 8/1996, de 2 de diciembre, de Delimitación Comarcal de Aragón.
• Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.
• Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Comarcalización.
• Leyes de Creación de Comarcas.
02. J.R. Sanjulián  23/1/06  11:49  Página 15
2. RASGOS CARACTERÍSTICOS DEL PROCESO
La nueva organización territorial en Aragón está basada en un nuevo nivel
intermedio, un nivel supramunicipal, la Comarca, ya prevista como entidad
local en el Estatuto de Autonomía de Aragón, con personalidad jurídica, titu-
lar de competencias propias con capacidad y autonomía para el cumplimiento
de sus fines. 
Esta nueva organización se enmarca además dentro de la Constitución
Española, dado que permite que cada Comunidad Autónoma determine en su
territorio la organización general de las entidades locales. 
Las comarcas se proyectaron como entidades administrativas y políticas,
como modelo de futuro y ordenación territorial con las que se pretenden solucio-
nar los problemas característicos de Aragón: 730 municipios, residiendo en el
municipio de Zaragoza la mitad de la población, y 422 de estos municipios en fase
terminal. Otras características son el envejecimiento de la población por la baja
natalidad y la alta tasa de emigración en la población joven, la menor accesibili-
dad a los servicios y posibilidades en el medio rural, utilización de recursos desde
una óptica únicamente local o sectorial. En definitiva, la Comarcalización apues-
ta por la fijación de la población en el territorio.
Y así, sin perder la óptica de lo pretendido con la Comarcalización podemos
establecer que los rasgos característicos de este modelo de Comarcalización ara-
gonés son:
• Modelo integral: Contempla lo público y lo privado, es compatible y com-
plementario entre lo local, lo comarcal y regional.
• Modelo reequilibrador: Modelo que debe dar respuesta a la realidad de
nuestro territorio que es la de desequilibrio existente.
• Modelo simétrico y asimétrico: Simétrico en cuanto a la atribución com-
petencial (igual para todas las comarcas) y asimétrico en cuanto a la distri-
bución de los recursos en función de las peculiaridades de cada comarca.
• Desarrollo económico como requisito ineludible: Toda acción sobre el
territorio debe ir encaminada al desarrollo económico, lo que a su vez
propiciará el desarrollo social en el mismo.
• Proceso fundamentalmente humano: Debe servir para mejorar las condi-
ciones de vida de las personas que viven en el territorio.
DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE CONSUMO Y COMARCALIZACIÓN
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• Coste cero: Lo que antes era gestionado por la Comunidad Autónoma
ahora lo gestiona la Comarca, por tanto no debe suponer un incremento
desproporcionado del gasto público.
3. PUESTA EN MARCHA DEL PROCESO
El proceso se inicia en el tercer trimestre de 1999, una etapa de amplio diá-
logo y consenso.
Comienza con las reuniones mantenidas por el, entonces, Consejero de
Presidencia y Relaciones Institucionales con cada uno de los 33 Consejos llamados
“Consultivos”.
A partir de ahí se crean grupos de trabajo en cada delimitación comarcal y
paralelamente se pone en marcha el Programa de Política Territorial, programa
inversor para actuaciones de carácter supramunicipal que incluye transferencias
corrientes para colaborar en gastos de funcionamiento de entidades supramuni-
cipales y de transferencias de capital para apoyar la realización de inversiones. El
Programa de Política Territorial supuso el
referente futuro de la dinámica comarcal,
una fase de entrenamiento.
La iniciativa para la creación de las
comarcas ha partido de los municipios o
de una mancomunidad de interés comar-
cal, basándose en un Estudio documen-
tado en el que se justificaba la creación
de la Comarca. Tras el informe de viabi-
lidad de la Comarca que era emitido por
el Departamento de Presidencia y
Relaciones Institucionales, el Gobierno de
Aragón resolvía sobre la procedencia y via-
bilidad de la Comarca. Si era favorable el
informe, el Departamento de Presidencia y
Relaciones Institucionales redactaba el
anteproyecto de Ley de la Comarca y se
sometía a información pública por el plazo
de cuatro meses. El Consejo de Gobierno,
a la vista de la información pública, apro-
JOSÉ RAMÓN SANJULIÁN CALVO
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baba el correspondiente anteproyecto de ley y se remitía a las Cortes de Aragón
para su aprobación como Ley de creación de la Comarca.
Así pues en un tiempo récord desde la primera Ley de la Comarca del
Aranda (Ley 9/2000, de 27 de diciembre, de creación de la Comarca del
Aranda) hasta la última (Ley 13/2003, de 24 de marzo, de creación de la
Comarca del Jiloca) se aprobaron 32 leyes de creación de comarcas. 
II. DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS. 
TRANFERENCIAS DEL PRIMER BLOQUE. 
PERSPECTIVAS DEL SEGUNDO BLOQUE 
DE COMPETENCIAS
1. DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
Una organización sin funciones, sin cometidos que realizar, carece de justificación.
Una nueva entidad local –la comarca– sin que se le dote de la capacidad sufi-
ciente de autonomía política, administrativa y económica no tiene sentido si que-
remos que pueda cumplir sus fines.
La esfera competencial de un ente es un claro exponente de su autonomía y
funcionalidad.
La tarea de delimitación de competencias de las comarcas ha constituido una
operación de primer orden para asegurar la posición de las mismas como entes
locales. La comarca se beneficia de un doble proceso ascendente y descendente
de redistribución espacial de tareas públicas: desde la Administración Local y
desde la de la Comunidad Autónoma.
La Comarca es, ante todo, un ámbito supramunicipal de prestación de servi-
cios, un nuevo espacio de reubicación competencial, beneficiaria de un proceso
descentralizador de las competencias autonómicas, pero sin excluir un proceso
ascendente de Comarcalización de tareas públicas de competencia municipal.
Extraordinaria importancia tiene el cómo se determinen las competencias a
las comarcas: si el legislador usa una técnica de sistema de cláusula general o enu-
merativa y, por otra, el modo cómo atribuye estas competencias.
DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE CONSUMO Y COMARCALIZACIÓN
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Con respecto al modo, la descentralización en la gestión de funciones y ser-
vicios que competen a la administración a favor de las comarcas, para dotarles de
mayor autonomía, fue voluntad política que se ejecutase por la vía de transferen-
cia de competencias de la Comunidad Autónoma a las comarcas.
En cuanto a la técnica, el artículo 8 de la Ley 10/1993 de Comarcalización de
Aragón, enumeraba genéricamente las competencias transferibles a las comarcas.
Con posterioridad, la Ley 23/2001, de Medidas de Comarcalización, da un
paso adelante concretando y desarrollando las competencias propias a asumir por
las comarcas, que pasamos a enumerar:
1) Ordenación del territorio y urbanismo.
2) Transportes.
3) Protección del medio ambiente.
4) Servicios de recogida y tratamiento de residuos urbanos.
5) Sanidad y salubridad pública.
6) Acción social.
7) Agricultura, ganadería y montes.
8) Cultura.
9) Patrimonio Cultural y tradiciones populares.
10) Deporte.
11) Juventud.
12) Promoción del turismo.
13) Artesanía.
14) Protección de los consumidores y usuarios.
15) Energía, promoción y gestión industrial.
16) Ferias y mercados comarcales.
17) Protección civil y prevención y extinción de incendios.
18) Enseñanza.
19) Aquellas otras que, con posterioridad a la presente Ley, pudieran ser ejer-
cidas en el futuro por las comarcas, conforme a la legislación sectorial
correspondiente.
Sin financiación es imposible el ejercicio de estas competencias. Es la Ley de
Medidas de Comarcalización la que también regula esa financiación.
JOSÉ RAMÓN SANJULIÁN CALVO
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Como principio básico de financiación de las transferencias a las comarcas
se estableció que el coste del proceso debía ser cero. Es decir, las cuantías que se
traspasaran a las comarcas se dieran de baja en los correspondientes programas
de gasto de los Departamentos u organismos autónomos del Gobierno de Aragón.
La instrumentalización de la financiación de las transferencias se realiza a
través de la sección 26, sección diferenciada en los presupuestos de la Comunidad
Autónoma. 
La fórmula de reparto comarcal que se pactó políticamente es una fórmula
similar a la establecida en la Ley de Administración Local de Aragón para el
Fondo de Cooperación Municipal. Las cuantías destinadas al coste de las funcio-
nes y servicios asociados al ejercicio de las competencias, a excepción de las dota-
ciones de personal y una vez deducido lo consignado en el Fondo de Cohesión
Comarcal, se repartirá de la siguiente manera:
— Una cantidad fija para todas las comarcas: 40%
— En proporción a los municipios y núcleos de población, 25% del 60%
restante.
— En proporción a los habitantes, 75% del 60% restante.
Dadas las particularidades del Capítulo I, se establecieron dos módulos liga-
dos a la población de cada comarca. La dotación del Fondo para gastos de perso-
nal se traspasa a las comarcas de acuerdo con los ritmos de transferencia de las
competencias. Así, asociado al primer bloque de competencias se traspasa el 50%
de la cuantía total prevista con el primer bloque de transferencias, estableciéndo-
se el 30% con el segundo bloque y el 20% con el tercero, que actuará además,
como fondo de cohesión en materia de personal.
Las comarcas, además del traspaso estricto de los costes asociados a las compe-
tencias transferidas, ven incrementadas las transferencias con el Programa de Política
Territorial, destinado a financiar inversiones de carácter supramunicipal en su terri-
torio y las cuantías presupuestadas que vayan dirigidas al mantenimiento y funciona-
miento de inversiones supramunicipales realizadas en ejercicios anteriores.
Todos estos traspasos son incondicionales. El único Fondo que las comarcas
reciben de forma condicional es el Fondo de Cohesión Comarcal, regulado en el
artículo 40 de la Ley de Medidas, destinado a corregir los desequilibrios o desajus-
tes que se pudieran producir en el proceso y ordenado conforme al Plan propues-
to por la Comisión Delegada del Gobierno para la Política Territorial.
Resumiendo, la financiación comarcal por parte del Gobierno de Aragón, deriva-
da de la Ley de Medidas, se puede concretar en:
DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE CONSUMO Y COMARCALIZACIÓN
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Juventud Ferias y mercados comarcales Otras
2. TRANSFERENCIAS DEL PRIMER BLOQUE
De la relación de competencias que pueden ejercer las comarcas, que se
recogen en el artículo 4 señalado de la Ley de Medidas y tras la reunión manteni-
da en el Monasterio de Piedra el 18 de enero de 2001 por representantes de los
distintos grupos parlamentarios, se decide agrupar en tres bloques las competen-
cias a transferir a las comarcas por la Comunidad Autónoma, atendiendo a la pre-
visible dificultad en su desarrollo y en la posible experiencia adquirida en su ejer-
cicio, a través de las mancomunidades.
Así se plasma en el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 4 de diciembre de
2001…“se negociará en una primera fase temporal la entrega de funciones y servicios rela-
tivos a las siguientes competencias: Acción social, Cultura, Patrimonio Cultural y tradicio-
nes populares, Deporte y Juventud, Promoción del turismo, Servicios de recogida y trata-
miento de residuos urbanos, Protección civil y Prevención y extinción de incendios…
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Hasta la fecha, el proceso de transferencias de competencias ha sido un pro-
ceso simétrico, es decir se han traspasado funciones y servicios de las mismas
materias a todas las comarcas. No se sabe si en el futuro ocurrirá lo mismo. Para
el segundo bloque, probablemente se transferirán las competencias en las mate-
rias señaladas, entre las que está la de Protección de consumidores y usurarios y a
la que luego me referiré.
3. PERSPECTIVA DE TRANSFERIR EL SEGUNDO BLOQUE 
DE COMPETENCIAS
Ha sido en el seno del Consejo de Cooperación Comarcal, órgano creado
mediante Decreto 345/2002, de 5 de noviembre, e integrado por los presidentes
de todas las comarcas y representantes del Gobierno de Aragón pertenecientes a
los Departamentos de Presidencia y Relaciones Institucionales y del de Economía
Hacienda y Empleo, con funciones consultivas, deliberantes y de cooperación en
donde se ha tratado en sucesivas sesiones el tema de la posible transferencia del
segundo bloque de competencias, en un doble sentido: por una parte, se conside-
ra oportuno que no se efectúe en la presente legislatura y, además, en esta sesión
se entiende que el traspaso de competencias no necesariamente tiene que ser completo,
pudiéndose realizar progresivamente conforme todas las partes estén preparadas.
En el Pleno del Consejo de 17 de mayo y en el de 28 de septiembre de 2005 se
retoma la cuestión y se considera por todos algo favorable el dejar para la próxima
legislatura la transferencia del segundo bloque de competencias dado que ello per-
mite consolidar el proceso y garantiza la financiación de las comarcas puesto que el
Programa de Política Territorial y el de puesta en marcha facilita el margen necesa-
rio para mejorar los servicios relacionados con el primer bloque de transferencias.
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III. LA COMPETENCIA DE PROTECCIÓN 
DE CONSUMIDORES Y USUARIOS
La materia competencial de defensa de consumidores y usuarios se concre-
taría en la protección de cualquier persona que interviene en relaciones jurídicas
situado en la posición de demanda, en un hipotético y convencional vínculo ofe-
rente. Analicemos esta competencia en las distintas administraciones públicas. 
1. TITULARIDAD DE LAS COMPETENCIAS
1.1. COMPETENCIAS DEL ESTADO
El artículo.149.1 de la Constitución no ha recogido una mención explícita a
la materia “Defensa de consumidores y usuarios” para otorgar al Estado una com-
petencia determinada y tampoco lo hace el artículo 148 para las Comunidades
Autónomas. De esta manera, el juego de ambos artículos, no nos permite concre-
tar una distribución de funciones en esta materia entre el Estado y Comunidades
Autónomas.
A esto habrá que añadir la extraordinaria complejidad en la identificación
jurídica de la protección o defensa del consumidor, pues se trata de una materia
amplia y generosamente utilizada en el ordenamiento jurídico y que no permite
una fácil homogeneización de su contenido.
Ante esto, el Tribunal Constitucional ha elaborado una relativa amplia juris-
prudencia que trata de poner cierto orden en este aparente caos. (Véase STC
71/1982, STC 87/1985, STC de 26 de enero de 1989, STC 62/1991).
1.2. COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN
El Estatuto de Autonomía de Aragón, establece en su artículo 35.1.19 que
corresponde a la Comunidad Autónoma de Aragón la competencia exclusiva
sobre “Comercio interior y defensa del consumidor y del usuario…”.
Lo que debe entenderse, sin perjuicio de las competencias del Estado en esta
materia.
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En desarrollo de esta competencia, la Comunidad Autónoma de Aragón ha
aprobado:
• La Ley 8/1997, de 30 de octubre, del Estatuto del Consumidor y Usuario.
• Decreto 213/1994, de 25 de octubre, sobre condiciones de acreditación
de laboratorios de consumo.
• Decreto 105/1995, de 9 de mayo, de protección de los derechos de con-
sumidores y usuarios en los servicios de suministro de combustibles y car-
burantes de automoción.
• Decreto 38/1997, de 8 de abril, por el que se crea el Registro de
Asociaciones de Consumidores y Usuarios de la Comunidad Autónoma
de Aragón.
• Decreto 26/1999, de 23 de marzo, de prestación de servicios a domicilio.
• Decreto 53/1998, de 24 de febrero, por el que se establecen las bases
reguladoras para la concesión de subvenciones en materia de consumo.
1.3. COMPETENCIAS DE LOS MUNICIPIOS
La Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, establece en su art.
25.2 que el municipio ejercerá en todo caso, competencias, en los términos de la legislación del
Estado y de las Comunidades Autónomas en : g) … y defensa de usuarios y consumidores”.
El art.42 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de la Administración Local de Aragón
reitera como competencia municipal…g) Defensa de usuarios y consumidores.
1.4. COMPETENCIAS DE LAS COMARCAS
Ya el artículo 8.1 j) de la Ley 10/1993, de 4 de noviembre, de Comarcalización
de Aragón, recoge como competencia propia de las comarcas la de Protección de los
consumidores y usuarios.
El Título I de la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de
Comarcalización, en el artículo 19, referido a la competencia de Protección de con-
sumidores y usuarios, la desarrolla y establece qué corresponderá a las comarcas:
a) La realización de campañas de inspección y análisis de los bienes y servicios en coor-
dinación con la Administración de la Comunidad autónoma y los entes locales.
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b) La coordinación de la actividad de las oficinas de titularidad pública de informa-
ción al consumo, y, en su caso, la organización de una oficina comarcal.
c) La tramitación de las reclamaciones en materia de consumo que puedan presentar-
se en sus oficinas.
d) La tramitación de las solicitudes de las asociaciones de consumidores para su ins-
cripción en el Registro General de Asociaciones de Consumidores y Usuarios, y sin
perjuicio de la organización de un registro de asociaciones de consumidores propio
de la comarca.
e) La realización de campañas informativas y actuaciones programadas de control de
calidad en colaboración con las entidades locales y las asociaciones de
Consumidores y Usuarios.
f) La formación en programas de educación del consumo por sí o en colaboración con
otras Administraciones Públicas y las asociaciones de consumidores y usuarios.
g) La regulación de la participación de los consumidores y usuarios en los servicios
públicos vinculados a la actividad de la comarca en el marco del ordenamiento
jurídico aplicable.
h) Velar por la legislación vigente en materia de consumo, comunicando al órgano
autonómico competente las irregularidades que se detecten.
IV. MECANISMO PARA HACER EFECTIVA 
LA TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS
Es en la Ley 23/2001 y, en particular, en su Título II dedicado a las reglas
para las transferencias de las funciones y servicios, donde se recoge una regula-
ción más completa y detallada que la prevista en la LALA y en las leyes de crea-
ción de las comarcas.
El procedimiento para realizar el traspaso es el siguiente:
1. Se debe constituir una Comisión Mixta de Transferencias entre la comar-
ca correspondiente y la Comunidad Autónoma de Aragón, en el plazo de
un mes tras la constitución del Consejo Comarcal.
2. Conforme los acuerdos alcanzados en las Comisiones Mixtas, se aprueban por
el Gobierno de Aragón, los correspondientes Decretos de Transferencias y
funciones y servicios en las materias de competencia de las comarcas.
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1. COMISIONES MIXTAS DE TRANSFERENCIAS
Es el artículo 26 de la Ley 23/2001, donde se prevé su constitución.
La composición de esta Comisión se regula en el artículo 27 y su funciona-
miento en el artículo 28 de la Ley de Medidas.
La Comisión Mixta de Transferencias es un órgano de colaboración entre la
administración autonómica y la comarcal que tiene por finalidad preparar las trans-
ferencias de funciones y servicios correspondientes, que son atribuidas a cada
comarca por la Ley 23/2001, y en su caso por la propia ley de creación; incluyendo
los traspasos de medios personales y materiales en el supuesto de que deban acom-
pañar a la transferencia. También se alcanzarán en ellas acuerdos con relación a
posibles delegaciones de competencias o encomiendas de gestión que se instrumen-
talizarán mediante la suscripción del correspondiente convenio interadministrativo.
Están compuestas por el Presidente, que es el Consejero de Presidencia y
Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, el Vicepresidente, que es el
Presidente de la Comarca respectiva y por seis vocales, tres designados por el
Gobierno de Aragón y el resto por el Consejo Comarcal respectivo.
2. DECRETOS DE TRANSFERENCIA DE FUNCIONES Y SERVICIOS
Una vez adoptado el correspondiente acuerdo en el seno de la Comisión
Mixta y según lo preceptuado en el artículo 29 de la Ley 23/2001, se aprobará por
el Gobierno de Aragón el Decreto de transferencia de funciones y servicios en las
materias de competencia de las comarcas.
Los Decretos de Transferencias se limitan a hacer operativo el traspaso de
competencias que ya ha sido decidido por Ley. En consecuencia, el Decreto no
puede modificar el alcance de dichas competencias o las condiciones a las que
están sometidas. Los Decretos de Transferencia no son normas de atribución de
competencias, son un simple instrumento jurídico que sirva para articular transi-
toriamente el proceso comarcalizador.
El contenido mínimo de los Decretos de Transferencia de funciones y servicios
se establece en el artículo 29 de la Ley 23/2001, de Medidas de Comarcalización.
En los Decretos de Transferencia de funciones y servicios a las comarcas se
produjeron algunas variaciones entre los publicados inicialmente y los que corres-
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ponden a las comarcas que recibieron las transferencias más tarde. Lo diverso
radicaba con respecto al apartado referido a “funciones que se transfieren y ser-
vicios que se traspasan”. Los Decretos entre febrero de 2002 y septiembre de
2003, hacían una remisión directa a los artículos de la Ley de Medidas, correspon-
dientes a cada materia. El segundo bloque de decretos desarrollaba este apartado
únicamente respecto a las materias de Acción Social y Promoción del Turismo.
Con la idea de unificar todos los Decretos de Transferencias, durante el mes de
diciembre de 2005 se celebraron Comisiones Mixtas, adoptando en todas ellas un
Acuerdo común consistente en proponer al Gobierno de Aragón la modificación de
los anteriores Decretos en los términos que se reproducían en los propios acuerdos.
El resultado final de este proceso fue el Decreto 4/2005, de 11 de enero, del
Gobierno de Aragón, por el que se modifican los Decretos del Gobierno de
Aragón de traspaso de funciones y traspaso de servicios de la Administración de
la Comunidad Autónoma de Aragón a las comarcas.
Este Decreto, aporta las siguientes ventajas:
• Se desarrolla el apartado “funciones que se transfieren y servicios que se
traspasan” en todas las materias transferidas.
• Todas las administraciones, Comunidad Autónoma y comarcas, disponen
de un texto único en el que se concretan las actuaciones que correspon-
den a cada una de ellas en las materias transferidas.
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LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
EN MATERIA DE PROTECCIÓN
DE LOS CONSUMIDORES1
I. CONSIDERACIONES PREVIAS. JUSTIFICACIÓN
DEL MÉTODO DE ESTUDIO
Uno de los aspectos más problemáticos y polémicos que surgen a la hora de
estudiar, desde una perspectiva jurídica, el fenómeno de la protección de los con-
sumidores es el relativo a la distribución de competencias entre las diversas
Administraciones Públicas que puedan tener algún tipo de competencia sobre la
materia consumo. Ello se debe principalmente a la imposibilidad de determinar,
en términos absolutos, qué se entiende por el concepto «defensa del consumi-
dor», así como, cuáles son las actuaciones que pueden caer bajo el ámbito de la
protección de los consumidores, frente a aquéllas otras que si bien guardan una
relación indirecta con el consumo, no pueden agruparse en torno a esta materia.
Abundante ha sido la cosecha literaria, tanto por parte de la doctrina cientí-
fica como por la doctrina constitucional de nuestro Alto Tribunal, en un intento
de delimitar las competencias que corresponden al Estado y a las Comunidades
Autónomas en la protección de los consumidores, lo que ha conducido a resulta-
dos desiguales, e incluso en algunas ocasiones dispares, creando un clima de con-
fusión para los distintos poderes públicos implicados en el desarrollo de políticas
1 El presente trabajo constituye una versión reducida y actualizada del Capítulo IV de mi Libro El Estatuto Jurídico
del Consumidor, Civitas, Madrid 2002.
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de consumo, que en numerosas ocasiones actúan dando palos de ciego y confian-
do en que sus actuaciones no vayan a ser objeto de un posible recurso ante el
Tribunal Constitucional, en el caso de que puedan suscitarse problemas de consti-
tucionalidad respecto a las normas de rango legal que regulan la protección de los
consumidores, pues en numerosas ocasiones los poderes públicos no sabrán hasta
dónde llegan sus competencias. Debido a esta circunstancia y fundamentalmente
a la asunción de competencias cuasi-exclusivas por parte de las Comunidades
Autónomas del artículo 143 en materia de «defensa del consumidor y usuario»,
que ha conducido a la promulgación de distintas normas, de rango legal, en algu-
nos casos denominadas Estatutos, y en otros más correctamente, Leyes de protec-
ción del consumidor, opinamos que resulta de una gran importancia y de la mayor
actualidad la determinación del grado de competencias que han asumido las
Comunidades Autónomas, para comprobar la constitucionalidad del articulado de
sus Leyes respectivas. De igual manera, no resulta cuestión baladí el examen de la
nueva doctrina del Tribunal Constitucional acerca del concepto de la supletorie-
dad (art. 149.3 CE). Esta jurisprudencia nos obliga a plantearnos algunas cuestio-
nes fundamentales, en torno a la correcta interpretación de la distribución de com-
petencias marcada por nuestro bloque de constitucionalidad y, de manera especial,
habrá que abordar el grado de aplicabilidad en que queda situada la LGDCU.
La metodología que vamos a emplear en nuestro estudio viene estructurada
en torno a cuatro puntos fundamentales. En primer lugar examinaremos, desde
una perspectiva histórica, cómo se trataba en nuestro bloque de constitucionali-
dad la materia «defensa del consumidor y usuario» y cómo atribuye distintas com-
petencias al Estado y a las Comunidades Autónomas. A continuación, y debido a
los numerosos conflictos que fueron apareciendo debido a la complejidad que
encierra la materia consumo, es menester enfocar nuestra investigación sobre los
diversos criterios empleados por el TC en un intento de clarificar el oscuro pano-
rama que ofrecía el régimen de distribución competencial. Una vez concluida esta
primera aproximación, que será fundamentalmente descriptiva y que constituye
una visión general del problema, será necesario afrontar el nuevo régimen com-
petencial que tienen las Comunidades Autónomas, surgido en virtud de la asun-
ción de nuevas competencias por parte de las Comunidades Autónomas del artí-
culo 143 CE, fruto de los Pactos Autonómicos de 1992 celebrados entre el
Gobierno de la Nación y el PP, que van a marcar el desarrollo de una nueva etapa
en la creación de una política de consumo en España. Esta nueva orientación de
la protección de los consumidores, se verá afectada, igualmente, por la doctrina
de nuestro Alto Tribunal acerca de la supletoriedad del Derecho del Estado sobre
el de las Comunidades Autónomas, previsto en el art. 149.3 CE, a la que dedicare-
mos una especial atención en el presente trabajo.
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II. EL INCIERTO PANORAMA CREADO POR 
LA CONSTITUCIÓN DERIVADO DE LA OMISIÓN
DEL TÍTULO COMPETENCIAL «DEFENSA 
DEL CONSUMIDOR» EN SUS ARTÍCULOS 148 Y 149
Como bien es sabido, la distribución de competencias diseñada por el legis-
lador constitucional obedece a un sistema basado en un doble listado de compe-
tencias (arts. 148 y 149 CE), a los que se añade una cláusula residual de cierre del
sistema, en el que se prevén los supuestos de prevalencia y supletoriedad del dere-
cho estatal sobre aquél que derive de las Comunidades Autónomas.
Si nos detenemos a examinar ambos artículos, comprobaremos que ni el
art. 148.1 ni el 149.1 de la Constitución mencionan en ninguno de sus aparta-
dos la protección de los consumidores. Ello nos conduce a afirmar que, desde
un plano estrictamente constitucional, la protección de los consumidores no
está considerada como una materia sobre la que poder operar una distribución
de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, como ocurre
con otros títulos competenciales como, por ejemplo, la sanidad, la pesca, la agri-
cultura, etc. La configuración constitucional de los consumidores, tal y como la
prevé el art. 51 CE, se encuentra construida desde una perspectiva eminente-
mente finalista, que abarca una pluralidad de aspectos, lo que conlleva el ejerci-
cio de actividades múltiples y diversas encaminadas a la protección de los diver-
sos intereses de los consumidores: seguridad, salud, legítimos intereses econó-
micos, información, educación y fomento de sus organizaciones; que a su vez,
generarán otras muchas.
En este conjunto de actuaciones públicas encontraremos implicados diversos
títulos competenciales que podrán haber sido atribuidos por los artículos 148.1 y
149.1 de la Constitución a las Comunidades Autónomas o al Estado respectivamen-
te. Así, por ejemplo, una actuación que tenga como uno de sus fines la protección
de los consumidores pero, que a su vez, pueda tener otra finalidad, como, por
ejemplo, las ferias interiores (materia de competencia exclusiva de las
Comunidades Autónomas en virtud de la cláusula 18ª del art. 148.1 CE) podría
considerarse como competencia autonómica, lo que nos podría llevar a pensar que
la materia «protección de los consumidores» se subsume dentro de la de «ferias
interiores», lo que como veremos más adelante no es del todo correcto. Del mismo
modo, podría interpretarse que una determinada actuación legislativa por parte
del Estado dirigida a la protección de los consumidores adquirentes de productos
farmacéuticos, conllevaría una competencia estatal sobre la materia consumo deri-
vada del art. 149.1.16 CE –«el Estado tiene competencia exclusiva sobre: 16.
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Legislación sobre productos farmacéuticos»– al integrarse la protección de los con-
sumidores en este título competencial, lo cual tampoco es del todo exacto.
Estos dos ejemplos reflejan gráficamente la dificultad de delimitar de una
forma precisa el alcance que, desde la perspectiva de distribución de competen-
cias que fija el Texto constitucional, pueda tener la materia «protección de los
consumidores». Este problema se acrecienta cuando los Estatutos de Autonomía
de las diversas Comunidades Autónomas atribuyeron desde un primer momento
competencias a éstas sobre la protección de los consumidores, si bien el alcance
de dicha atribución tuvo un carácter divergente entre las Comunidades
Autónomas que habían accedido a su autonomía a través de la vía del art. 151 CE,
de aquellas otras que accedieron por la vía del art. 143 CE. No es éste el momen-
to de detenernos en este punto, que será tratado con posterioridad, simplemente
queremos resaltar el complejo comienzo que encierra la distribución de compe-
tencias en materia de consumo.
1. LA INVIABILIDAD DE CALIFICAR AL ARTÍCULO 51 
DE LA CONSTITUCIÓN COMO TÍTULO COMPETENCIAL
La única mención a la protección de los consumidores en nuestro Texto
Fundamental, viene recogida por el art. 51 CE, que como es sobradamente cono-
cido, dirige un mandato a los poderes públicos, entendidos éstos de forma global
(poder ejecutivo, legislativo y judicial), en relación con la protección y defensa de
aquéllos, pero no confiere a tales poderes competencias específicas en relación
con la materia consumo, por lo que no parece que pueda atribuirse a dicho pre-
cepto el carácter de establecer ningún tipo de competencia a una Administración
territorial determinada. Otra cuestión es que determinados preceptos constitucio-
nales ubicados fuera de las listas competenciales puedan establecer límites, condi-
ciones, directrices, etc., relativos al ejercicio de las competencias establecidas en
esas listas. Como indica VIVER «son una concreción de estas competencias, actú-
an como cauce de las mismas y, a su vez, se expresan a través de ellas. Pero no pue-
den utilizarse como títulos competenciales capaces de alterar la distribución compe-
tencial llevada a cabo en las mencionadas listas del bloque de constitucionalidad:
no atribuyen ninguna titularidad competencial»
En este sentido se pronunció el TC en su sentencia 15/1989, de 26 de enero,
que al examinar la posible inconstitucionalidad de la LGDCU en su conjunto, afir-
mó con carácter taxativo que «frente al criterio que parece desprenderse de la lec-
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tura de la Ley y de su propio enuncia-
do como «Ley General», lo cierto es
que en el artículo 51 de la CE, no
puede hallarse la cobertura competen-
cial de la misma...».
De esta manera el TC negó la
argumentación mantenida por el
Abogado del Estado que aunque
admitía que el art. 51 CE no atribuía
ninguna competencia per se al Estado
que legitimara la promulgación de
una Ley General, sostenía que se
daba una íntima conexión entre el
art. 51 CE con algunos de los títulos
competenciales recogidos en el apar-
tado primero del art. 149.1, como,
por ejemplo, la cláusula primera refe-
rida a «la regulación de las condicio-
nes básicas que garanticen la igual-
dad de todos los españoles en el ejer-
cicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales», o, por
ejemplo, las contenidas en los números (6, 7, 8, 10, 11, 13, 15, 16, 18, 23, 29 y 31)
de tal manera que el principal destinatario del contenido del art. 51 CE era el
Estado, por lo que en su opinión ningún vicio de inconstitucionalidad se podía
achacar a la aprobación de una Ley General de protección de los consumidores
por parte de las Cortes Generales.
La opinión doctrinal se decantó a favor de la solución adoptada por el TC,
posición que comparto, pues me parece un poco forzada la interpretación esgri-
mida por el Abogado del Estado, pues difícilmente en un Estado fuertemente des-
centralizado, como ocurre en el caso de España, el Estado va a ser el principal y
único destinatario y, por tanto, ejecutor de la política de protección de los consu-
midores. Cuestión bien distinta, es la relativa a la conveniencia o no sobre si el
Estado debe regular las condiciones básicas de los consumidores y cuáles deban
ser éstas. Además, conviene recordar que el orden competencial o régimen de dis-
tribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas queda
establecido por la Constitución y los Estatutos de Autonomía, de manera que «el
legislador estatal no puede incidir con carácter general en ese régimen a no ser
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2. LA CONCURRENCIA DE TÍTULOS COMPETENCIALES 
EN LA CONSTITUCIÓN QUE INCIDEN SOBRE LA MATERIA 
«DEFENSA DEL CONSUMIDOR»
Como paso previo al estudio de las competencias asumidas por los diversos
Estatutos de Autonomía respecto a la protección de los consumidores, es necesa-
rio examinar los distintos títulos competenciales recogidos en el doble listado de
los artículos 148.1 y 149.1 CE que puedan tener una conexión más o menos inten-
sa con esta materia, con el objeto de poder determinar a posteriori cuáles eran las
competencias que en un momento inicial podían asumir las Comunidades
Autónomas.
Ello revestía una gran importancia en la primera etapa de formación del
Estado autonómico, pues sólo las Comunidades Autónomas que accedieron a la
autonomía por la vía del art. 151.1 CE, también llamadas de la vía rápida, podían
asumir cualquier competencia material, con el único techo competencial de lo dis-
puesto en el art. 149.1 CE. Esta posibilidad se materializó en la incorporación a sus
Estatutos de Autonomía de la competencia exclusiva sobre la «defensa del consu-
midor y usuario» con las salvedades y los límites que se derivan del apartado prime-
ro del art. 149 CE. El problema no se plantea, sin embargo, en los límites que tie-
nen las Comunidades Autónomas a la hora de legislar en materia de consumo, sino
más bien la cuestión gira en torno a la posibilidad de que alguna de las cláusulas
del art. 149.1 pueda servir de título competencial suficiente al Estado para poder
desarrollar directamente mediante una norma de rango legal el art. 51 CE; o, si
por el contrario, el Estado no puede implementar una norma de protección del
consumidor por no estar provisto expresamente de dicho título competencial.
Del mismo modo, es necesario prestar atención a las diversas cláusulas com-
petenciales previstas por el art. 148.1 CE, para ver su incidencia o proyección
sobre la materia defensa del consumidor y usuario, con el objetivo de poder con-
figurar o descartar a priori si alguna de las Comunidades que accedieron a su auto-
nomía en virtud del art. 143 CE, pueden asumir estatutariamente la materia cita-
da y qué funciones van a poder desarrollar sobre la misma.
2.1. TÍTULOS COMPETENCIALES DEL ARTÍCULO 149.1 QUE SE INTEGRAN DENTRO
DEL CONTENIDO ESPECÍFICO DE LA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES
Si nos detenemos a examinar este tema varios son los títulos competenciales
recogidos en el apartado primero del art. 149 CE, que inciden de una forma direc-
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ta sobre la materia consumo, y es que como ha recalcado el TC en su sentencia
71/1982, de 30 de noviembre:
«la defensa del consumidor es un concepto de tal amplitud y de contornos
imprecisos que, con ser dificultosa en ocasiones la operación calificadora de una
norma cuyo designio pudiera entenderse que es la protección del consumidor, la
operación no resolvería el problema, pues la norma pudiera estar comprendida en
más de una de las reglas definidoras de competencias. Y esto podrá ocurrir cuando
una regla que tiene por fin la protección del consumidor pertenece también a con-
juntos normativos configurados según un criterio de clasificación de disciplinas jurí-
dicas presente, de algún modo, en el artículo 149.1 de la Constitución. A esto se une
que la Constitución (...) define competencias atendiendo a lo que es el objeto de la
norma (la sanidad, por ejemplo). Concurren así varias reglas competenciales, respec-
to de las cuales (...) deberá examinarse cuál de ellas es la prevalente».
Sin entrar a examinar en este momento los criterios empleados por el TC en
su intento de delimitar cuál es la regla competencial que prevalece en caso de con-
currencia de títulos competenciales, debemos analizar en primer lugar cuáles son
los títulos competenciales del art. 149.1 que pueden proyectarse sobre la protec-
ción de los consumidores, para acto seguido ver sí pueden ser esgrimidos como
títulos autónomos que permitan el desarrollo de normas dirigidas a la protección
de los consumidores.
Dentro del art. 149.1 CE pueden destacarse las siguientes reglas competen-
ciales que pueden influir, específicamente, sobre la materia consumo: 1ª. «la regu-
lación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españo-
les en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitu-
cionales», 6ª. «legislación mercantil, penal y procesal», 8ª. «legislación civil», 13ª.
«bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica», 16ª.
«bases y coordinación general de la sanidad» y «legislación sobre productos far-
macéuticos». Exceptuando la primera regla, que como señalábamos en páginas
precedentes no constituye un título autónomo sobre el que el Estado pueda dic-
tar normas de protección del consumidor, cabe señalar que el resto de estos títu-
los competenciales pueden servir de base jurídica al Estado para promulgar nor-
mas que directamente protejan al consumidor.
Resulta incuestionable que numerosas normas de protección del consumi-
dor, no se van a enfocar desde la perspectiva de la intervención de los poderes
públicos en aras de proteger los intereses consumeristas, sino desde el plano de la
autoprotección por los propios consumidores de sus derechos, abriéndose paso
un importante conjunto de normas de derecho privado (civil, mercantil, etc.) que
sirven para corregir los desequilibrios en los que se encuentran los consumidores
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frente a los comerciantes. En este sentido, los títulos competenciales basados en
un criterio de clasificación por disciplinas jurídicas (art. 149.1.6ª o, por ejemplo,
art. 149.1.8ª) constituyen títulos competenciales autónomos y suficientes para
desarrollar el mandato del art. 51 CE. Así, por ejemplo, podemos citar entre otras,
las Leyes 7/1998, de 13 de abril, sobre condiciones generales de la contratación y
42/1998, de 15 de diciembre, sobre derechos de aprovechamiento por turno de
bienes inmuebles de uso turístico y normas tributarias, que se dictan en virtud de
la competencia exclusiva que la Constitución atribuye al Estado en base a las cláu-
sulas sexta y octava del art. 149.1 CE.
Igualmente, pueden constituir la base jurídica adecuada para que el Estado
promulgue normas directas de protección al consumidor el resto de las reglas
competenciales que hemos enunciado, por lo que en un principio y con un mar-
cado carácter sectorial las Cortes Generales pueden aprobar normas que desarro-
llen el mandato del art. 51 CE. Más complicado será la competencia del Estado
para dictar una Ley General en materia de consumo, debido al complejo sistema
de articulación de competencias que se desprende del bloque de constitucionali-
dad, tema que analizaremos más adelante.
2.2. ¿CONFIGURA ALGÚN TÍTULO COMPETENCIAL EL ARTÍCULO 148.1 
DE LA CONSTITUCIÓN SUBSUMIBLE EN LA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES?
Respecto a las Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por
la vía del art. 143 CE, las denominadas de la vía lenta, al tener su ámbito competen-
cial limitado a la lista de materias establecidas en el art. 148.1 CE, no podían asumir
la competencia exclusiva en materia de consumidores, salvo que se entendiera que
la protección de los consumidores se puede subsumir en alguno de los títulos com-
petenciales del art. 148.1 CE; o bien mediante el empleo del art. 150.2 CE que regu-
la la posibilidad de que el Estado transfiera, mediante Ley Orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal. Esta última posibilidad fue ejerci-
tada por el Estado promulgándose por las Cortes Generales la Ley Orgánica
12/1982, de 10 de agosto, sobre transferencia a la Comunidad Autónoma de
Valencia de competencias en materia de titularidad estatal y la Ley Orgánica
11/1982, de 10 de agosto, de transferencias complementarias para Canarias, en
cuya virtud han asumido competencias legislativas en materia de consumo.
Como indicábamos, las Comunidades Autónomas de la vía lenta, tenían limi-
tada su esfera competencial a las cláusulas del artículo 148.1 CE, por lo que en un
principio sólo podrían asumir la competencia legislativa respecto a la protección
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de los consumidores, en virtud de la interpenetración de la misma en alguno de
los títulos competenciales del citado precepto constitucional. En este sentido,
algunos de estos títulos que podrían tener una especial incidencia en el campo de
la protección de los consumidores podrían ser: 148.1.3 en lo relativo a «la vivien-
da», 148.1.12 «ferias interiores», 148.1.18 «promoción y ordenación del turismo»
y 148.1.21 «sanidad e higiene». No me parece factible una interpretación a favor
de la posible subsunción de la materia «protección de los consumidores» en algu-
na de estas materias, pues si bien es cierto que el campo de actuaciones públicas
que deriven de alguno de estos títulos puede tener repercusiones sobre la protec-
ción del consumidor, no resulta posible una interpretación integradora que per-
mita de esta manera la asunción a las Comunidades Autónomas de la vía lenta de
competencias plenas sobre la protección del consumidor haciendo uso de esta
fórmula. Del mismo modo, parece que en el caso de que alguna Comunidad
Autónoma hubiera recurrido a esta hipotética posibilidad y hubiera dictado en
base a ella un Estatuto de protección del consumidor de rango legal, el Tribunal
Constitucional habría declarado inconstitucional dicha norma, por un doble
motivo: en primer lugar, por vulneración de las reglas de distribución de compe-
tencias fijadas en la Constitución y, en segundo lugar, por no servir la norma a la
finalidad establecida por el art. 51 CE de manera concreta y, por lo tanto vulnerar
el mandato constitucional de garantizar la protección de los consumidores
mediante «procedimientos eficaces».
No comparte esta opinión, CARRASCO PERERA, afirmando que «la no
mención en el art. 148.1 del título competencial «defensa del consumidor y usua-
rio» carece de toda importancia. Para el citado autor, hay verdaderas atribuciones
competenciales en el art. 148.1 CE en cuya normativa se puede producir una nor-
mativa defensora de los consumidores, por lo que las Comunidades Autónomas
pueden producir normas protectoras de los consumidores y usuarios en virtud de
diversos títulos competenciales previstos en dicho precepto. Sin embargo, pienso
que, sin perjuicio, de la posibilidad que tienen las Comunidades Autónomas de
asumir competencias sobre determinados ámbitos materiales previstos en el art.
148.1 CE, siempre y cuando hayan sido recogidos en sus Estatutos de Autonomía,
de tal modo que puedan aprobar normas que regulen las materias asumidas esta-
tutariamente, éstas no versarán directamente sobre la protección de los consumi-
dores, sino que tendrán un carácter meramente incidental sobre los mismos. En
conclusión, no resultaría posible que alguna Comunidad Autónoma esgrimiera
algún título competencial del art. 148.1 CE con el propósito de adquirir un mayor
nivel competencial en sus Estatutos, del que realmente pueden, en virtud de su vía
de acceso a la autonomía (art. 143 CE).
JAVIER GUILLÉN CARAMÉS
37
03. J. guillen carames  23/1/06  11:50  Página 37
3. LA RECEPCIÓN DE LA MATERIA «DEFENSA DEL CONSUMIDOR 
Y USUARIO» EN LOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA
La totalidad de los Estatutos de Autonomía atribuyeron a cada una de las
Comunidades Autónomas la competencia sobre la materia «defensa del consumi-
dor y usuario», si bien, con distinto alcance. Las previsiones estatutarias obedecen,
con carácter general, a un modelo dual que, con las precisiones que formulare-
mos, pueden denominarse parafraseando a SANTAMARÍA PASTOR «de compe-
tencia exclusiva con limitaciones y de competencia meramente ejecutiva».
En un principio, debe entenderse que cuando una determinada Comunidad
Autónoma asume una materia, en este caso la defensa del consumidor y usuario,
como exclusiva, esto quiere decir que el titular de dicha competencia posee toda
la materia y todas las funciones, tanto las legislativas como las ejecutivas. De esta
manera, como ha precisado TORNOS MAS, quien ostenta la competencia exclu-
siva, al detentar toda la función, esto es, el poder de dictar leyes, puede definir su
opción política a través de la emanación de una Ley, como el Estatuto de protec-
ción del consumidor, con el único límite de lo establecido por la Constitución.
Por otra parte, cuando nos referimos, de forma impropia, a que una
Comunidad Autónoma ha asumido la competencia ejecutiva sobre una mate-
ria, en realidad estamos aludiendo a que dicha Comunidad tiene competencia
sobre una materia, pero que ésta se ve limitada a la posibilidad de desarrollar
meramente la función ejecutiva, es decir, se trata de una competencia de ges-
tión –inspección, control, aplicación, etc.– de la legislación que pueda aprobar
el Estado, pudiendo, no obstante, aprobar reglamentos de organización de sus
propios servicios.
Pues bien, hechas estas precisiones iniciales, abordaremos en las líneas
siguientes el estudio de cómo asumieron originariamente la competencia sobre
«defensa del consumidor y usuario» las diferentes Comunidades Autónomas, lo
que servirá de aproximación inicial al examen del complejo mundo de la distri-
bución competencial en materia de consumo que se desprende de lo establecido
por el bloque de constitucionalidad.
3.1. COMUNIDADES AUTÓNOMAS CON COMPETENCIA PLENA-LIMITADA
En primer lugar, tenemos aquellas Comunidades Autónomas que por haber
accedido a la autonomía mediante la previsión efectuada por el art. 151 CE, podí-
an asumir todo tipo de competencias, a excepción de las formuladas en el art. 149.1
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CE que son competencia exclusiva del Estado. En este sentido, dichas Comunidades
autónomas asumieron como competencia exclusiva, es decir, ostentando la plenitud
de las funciones sobre la materia, tanto normativas (legislativa y reglamentaria)
como ejecutivas, la materia defensa del consumidor y usuario. Veamos, pues, qué
fórmulas han empleado las Comunidades Autónomas que asumieron como exclu-
siva, en sus respectivos Estatutos, la competencia sobre la defensa del consumidor:
• País Vasco (art. 10.27): «La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene
competencia exclusiva en las siguientes materias: Defensa del consumi-
dor y usuario, sin perjuicio de la política general de precios, la libre cir-
culación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre
defensa de la competencia».
• Cataluña (art. 9.5): «La Generalidad de Cataluña tiene competencia
exclusiva en las siguientes materias: Defensa del consumidor y del usua-
rio, sin perjuicio de la política general de precios y de la legislación sobre
la defensa de la competencia».
• Galicia (art. 30.4): «De acuerdo con las bases y la ordenación de la actua-
ción económica general y la política monetaria del Estado corresponde a
la Comunidad Autónoma gallega, en los términos de lo dispuesto en los
artículos 38, 131 y 149.1.11ª y 13ª de la Constitución la competencia
exclusiva de las siguientes materias: defensa del consumidor y usuario, sin
perjuicio de la política general de precios y de la legislación sobre la
defensa de la competencia»
• Andalucía (art. 18.1.6ª): «Corresponde a la Comunidad Autónoma de
Andalucía, de acuerdo con las bases y la ordenación de la actuación eco-
nómica general y la política monetaria del Estado y en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131, 149.1.11ª y 13ª de la Constitución la
competencia exclusiva sobre las siguientes materias: defensa del consumi-
dor y usuario, sin perjuicio de la política general de precios y de la legis-
lación sobre la defensa de la competencia»
• Navarra (art. 56.1.d)): «De acuerdo con las bases y la ordenación de la
actividad económica general y de la política monetaria, crediticia, banca-
ria y de seguros del Estado, corresponde a la Comunidad Foral Navarra
en los términos de los pertinentes preceptos constitucionales la compe-
tencia exclusiva en las siguientes materias: Defensa del consumidor y
usuario, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circula-
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Por lo que se refiere a las Comunidades Autónomas de Valencia y Canarias,
que en un principio no podían acceder al máximo techo competencial, a diferen-
cia de lo que ocurría con las Comunidades Autónomas que hemos enumerado, lo
que significaba la imposibilidad de poder asumir como competencia exclusiva la
materia defensa del consumidor y usuario, en sus respectivos Estatutos. Sin embar-
go, esta situación cambió sustancialmente mediante la aprobación de las Leyes
Orgánicas 11 y 12/1982, de 10 de agosto, de transferencias complementarias para
Canarias y sobre transferencia a la Comunidad de Valencia de competencias en
materia de titularidad estatal, equiparándose en la práctica a las Comunidades
Autónomas del art. 151 CE. En virtud de dicha transferencia, la Comunidad
Valenciana asumió la competencia exclusiva sobre la defensa de los consumidores
y usuarios en su art. 34.1.5) de la siguiente manera: «De acuerdo con las bases y la
ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado,
corresponde a la Generalidad Valenciana, en los términos de lo dispuesto en los
artículos 38, 131 y en los números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, la competencia exclusiva de las siguientes materias: Defensa del
consumidor y usuario, sin perjuicio de la política general de precios y de la legis-
lación sobre la defensa de la competencia». Critica SALAS HERNÁNDEZ, la pos-
tura adoptada por la Comunidad Autónoma de Valencia al haber asumido la com-
petencia sobre la defensa del consumidor y usuario estatutariamente, debido a
que la misma sólo es constitucionalmente posible a través de los procedimientos
establecidos en los artículos 148.2 ó 150.2 CE, precepto éste último en el que se
ha basado la LOTRAVA, por lo que en realidad, es ésta y no el Estatuto el que
habilita constitucionalmente a la Comunidad Valenciana a ejercer en materia de
defensa del consumidor y usuario las mismas funciones que están atribuidas a las
demás Comunidades por sus propios Estatutos. Por otro lado, y no sin cierta sor-
presa por nuestra parte, la Comunidad canaria no asumió con carácter de exclu-
siva la competencia sobre consumo, manteniendo simplemente la competencia
ejecutiva.
Las fórmulas empleadas por los Estatutos son similares, pero no idénticas, lo
que puede conducir a una cierta ambigüedad acerca de si estas Comunidades
Autónomas han asumido en régimen de homogeneidad la protección de los con-
sumidores. Así, por ejemplo, en el caso de Cataluña su Estatuto le atribuye com-
petencia exclusiva sobre la defensa del consumidor y usuario, señalándose dos
limitaciones que tiene que observar en el desarrollo de su política de consumo:
por un lado, la política general de precios, y, por otro lado, la legislación sobre
defensa de la competencia, las que obviamente son de competencia estatal. Sin
embargo, si nos fijamos en el Estatuto del País Vasco, se añade como límite al ejer-
cicio de la competencia exclusiva, «la libre circulación de bienes». Y, finalmente,
DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE CONSUMO Y COMARCALIZACIÓN
40
03. J. guillen carames  23/1/06  11:50  Página 40
la lectura de lo dispuesto en los Estatutos gallego, andaluz y navarro, nos depara
una redacción distinta, al circunscribir el desarrollo de la competencia sobre con-
sumo, al marco de las bases de la ordenación general de la economía política
monetaria del Estado, en los términos previstos en los artículos 38, 131 y 149.1.11ª
y 13ª. ¿Qué quiere decirse con todo ello?, ¿significa que la competencia asumida
en materia de defensa del consumidor y usuario por dichas Comunidades
Autónomas ha sido desigual?
La respuesta a dichos interrogantes, hay que formularla en sentido negati-
vo. Toda esta serie de límites y matizaciones que hacen los Estatutos a las com-
petencias de las Comunidades Autónomas sobre la materia «defensa del consu-
midor y usuario» han sido calificadas de «superfluas» e «innecesarias», pues se
refieren a los propios límites que vienen impuestos por la Constitución, que es
nuestra Norma Fundamental y, por lo tanto, desde un punto de vista jerárquico
cualquier norma que la contradiga estará viciada de inconstitucionalidad y será
nula. Ello significa que todas las Comunidades Autónomas que, desde un primer
momento, han asumido la competencia en materia de defensa del consumidor
y usuario lo han hecho en un plano de igualdad competencial, con independen-
cia de que las fórmulas empleadas difieran en mínimos detalles, lo que no supo-
ne la existencia de ninguna diferencia entre estas Comunidades en lo que se
refiere a sus posibilidades de desarrollar en la forma que estimen pertinente su
política de consumo. De hecho, algunas de ellas aprobaron sus propias normas
de consumo, lo que constituyeron los primeros Estatutos de consumo autonómi-
cos, así lo hicieron el País Vasco –Ley 10/1981, de 18 de noviembre, del Estatuto
del Consumidor para el País Vasco–, Galicia –Ley 12/1984, de 28 de diciembre,
del Estatuto gallego del Consumidor y Usuario–, Andalucía –Ley 5/1985, de 8
de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía–, Valencia –Ley 2/1987,
de 9 de abril, del Estatuto de Consumidores y Usuarios de la Comunidad
Valenciana– y Cataluña –Ley 1/1990, de 8 de enero, sobre Disciplina de
Mercado y Defensa de los Consumidores y Usuarios y Ley 3/1993, de 5 de
marzo, del Estatuto del Consumidor–.
Eso sí, deberán ajustarse en sus actuaciones a los límites señalados, que traen
su razón de ser de las competencias exclusivas que tiene el Estado sobre diversos
ámbitos materiales previstos en el art. 149.1 CE, y no sólo de lo dispuesto en las
cláusulas estatutarias (por ejemplo, en ninguno de los preceptos enunciados apa-
rece como límite en el ejercicio de la competencia sobre protección de los consu-
midores, la competencia que tiene el Estado en materia de las bases y coordina-
ción de la sanidad, ex art. 149.1.16ª CE). De ahí, que debamos referirnos, si que-
remos hablar con propiedad, que las competencias asumidas por estas
Comunidades son competencias plenas-limitadas y no exclusivas en sentido estricto.
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3.3. COMUNIDAD AUTÓNOMA CON COMPETENCIA DE DESARROLLO LEGISLATIVO: 
EL CASO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN
En un segundo peldaño en cuanto al nivel competencial asumido por las
Comunidades Autónomas nos encontramos con el peculiar caso de la Comunidad
de Aragón. Establece su Estatuto de Autonomía en su art. 36.1.c) lo siguiente:
«en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos
que la misma establezca, corresponde a la Comunidad Autónoma de Aragón, para el
ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 148 de la Constitución, el
desarrollo legislativo y la ejecución en las siguientes materias: defensa del consumi-
dor y usuario».
La Comunidad aragonesa tenía su marco competencial circunscrito al listado
tasado de competencias contenido en el art. 148.1 CE, de manera que, como acerta-
damente señala FERNÁNDEZ FARRERES «cualquier competencia estatutariamente
asumida que no tenga expresa cobertura en ese listado de competencias no tendrá vir-
tualidad alguna». Por lo tanto cabe formularse la pregunta acerca de la posible
inconstitucionalidad de dicho artículo por haberse extralimitado de lo dispuesto en
el art. 148.1 CE, a no ser que se pudiera configurar la protección de los consumido-
res como parte integrante de alguna de las reglas competenciales del art. 148.1.
Algún sector doctrinal, como CARRASCO PERERA, partiendo de que la
«defensa del consumidor y usuario» no es un título competencial, sino una mate-
ria regulable en virtud de diversos títulos, ha considerado posible que las
Comunidades Autónomas del art. 143.1 CE puedan desarrollar normas protecto-
ras de los consumidores y usuarios en virtud de diversos títulos competenciales del
art. 148.1 CE: vivienda (148.1.3), protección del medio ambiente (148.1.9) y sani-
dad e higiene (148.1.21). En su opinión, conforme a los citados preceptos se
puede orientar «primariamente a esta política». Igualmente, podría acudirse de
«forma secundaria» a otros títulos del art. 148.1 CE como «la protección de los
montes» (148.1.8), o «el fomento del desarrollo económico de la Comunidad
Autónoma» (148.1.13), para poder desarrollar la protección de los consumidores.
En este sentido, el contenido del art. 36.1 c) del Estatuto de Autonomía de Aragón
sería perfectamente válido y permitiría a la Comunidad Autónoma de Aragón
desarrollar la legislación básica del Estado en la materia de protección de los con-
sumidores y usuarios. En mi opinión, como destacaba en páginas precedentes,
esta posibilidad no es posible por dos motivos:
• En primer lugar, el Estado no tiene la competencia exclusiva para apro-
bar normas de carácter básico en materia de «defensa del consumidor y
usuario» pues ningún título del art. 149.1 permite deducir tal conclusión,
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por lo que no entendemos bien qué legislación va a desarrollar la
Comunidad Autónoma de Aragón sobre esta materia; en todo caso podrá
desarrollar aquellas materias compartidas con el Estado, en base al bino-
mio legislación básica-legislación de desarrollo, que haya asumido estatu-
tariamente Aragón, como por ejemplo, la sanidad, que sin ninguna duda
tendrá incidencia sobre la protección de los consumidores, pero no cons-
tituirá un título suficiente para que a raíz del mismo, Aragón pueda apro-
bar un Estatuto de protección del consumidor, como han hecho algunas
Comunidades Autónomas de la denominada vía rápida.
• En segundo lugar, si pudiera subsumirse la materia protección de los con-
sumidores en alguno de los títulos del art. 148.1 CE, como por ejemplo,
la vivienda, la Comunidad de Aragón tendría la competencia exclusiva
sobre dicha materia como se deduce del art. 35.1.tercero del Estatuto de
Autonomía de Aragón y no la de desarrollo legislativo.
Por su parte, otro argumento en defensa de la constitucionalidad y, por lo
tanto, validez del art. 36.1.c) del Estatuto de autonomía aragonés, ha sido expues-
to por QUINTANA CARLO, para quien conforme a la técnica de los poderes
implícitos o inherentes se puede deducir como «válidamente asumidas todas las
potestades necesarias para llevar a la práctica las competencias expresamente
garantizadas a las Comunidades Autónomas en el art. 148.1 CE», añadiendo que
el art. 36 del Estatuto de Autonomía de Aragón «realiza un llamamiento genera-
lizado a esta técnica, al decir que las competencias allí atribuidas a la Comunidad
le corresponden para el ejercicio de las competencias establecidas en el art. 148
de la Constitución». Del mismo modo que rechazábamos la tesis anterior, nos
parece un tanto forzada el recurso a la doctrina de los poderes implícitos para jus-
tificar una posible base competencial que legitime a la Comunidad aragonesa a
aprobar un Estatuto de protección del consumidor; todo ello en base a los argu-
mentos establecidos en el párrafo anterior.
No obstante, dicho artículo (36.1.c)) no fue objeto de impugnación, por lo
que puede asumirse su validez constitucional, y en su virtud, Aragón ostenta la
función de desarrollo legislativo de la legislación básica del Estado. Conviene
advertir, sin embargo, que no ha sido hasta la reforma del EAAr, mediante la Ley
Orgánica 5/1996, de 30 de diciembre, que Aragón ha legislado sobre la materia
defensa del consumidor, por lo que la previsión inicialmente establecida por el
Estatuto de Autonomía de Aragón, puede calificarse como hace MUÑOZ
MACHADO de «simplemente programática».
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3.3. COMUNIDADES AUTÓNOMAS CON COMPETENCIA EJECUTIVA
Finalmente, en un tercer nivel, se sitúan aquellas Comunidades Autónomas
del art. 143 CE que, de acuerdo con sus respectivos Estatutos de Autonomía, han
asumido la función ejecutiva sobre la defensa del consumidor en términos pareci-
dos. De este modo el EACM lo establece en su art. 28.4: «Corresponde a la
Comunidad de Madrid, en los términos que establezcan las leyes y normas regla-
mentarias que en desarrollo de su legislación dicte el Estado, la función ejecutiva de
las siguientes materias: defensa del consumidor», y de igual modo lo recogen Asturias
(art. 12.e)), Castilla y León (art. 28.4), Islas Baleares (art. 12.6), Castilla-La mancha
(art. 33.2), Extremadura (art. 9.4), Cantabria (art. 24.d)), Murcia (art. 12.1.c)), La
Rioja (art. 10.1.4).
De acuerdo, por lo tanto, con lo recogido en dichos Estatutos de Autonomía
en cuanto al nivel competencial asumido en materia de defensa del consumidor y
usuario por las Comunidades Autónomas de la denominada vía lenta, resulta
necesario conocer qué competencias ejecutivas pueden desarrollar en torno a la
legislación del Estado en materia de consumo. De acuerdo con la opinión mayo-
ritaria de la doctrina científica, que al estudiar la distribución de competencias
según los parámetros resultantes del binomio legislación/ejecución, se traduce en
que el titular de la competencia ejecutiva no puede dictar normas jurídicas, enten-
didas éstas como reglas de Derecho que prescriben conductas. De ello se deduce
que no pueden aprobar normas con rango de Ley, ni tampoco reglamentos que
ejecuten lo dispuesto en las normas legales, es decir, nos estamos refiriendo a los
reglamentos ejecutivos. Sí quedaría englobada dentro de la función ejecutiva la
posibilidad de dictar reglamentos de organización de aquellas estructuras admi-
nistrativas llamadas a implementar la legislación aprobada por el Estado.
A la hora de precisar las competencias de ejecución que tienen estas
Comunidades Autónomas, en virtud de lo dispuesto en sus respectivos Estatutos,
debemos examinar lo previsto en los Reales Decretos de traspaso de servicios y
funciones que, como señala COSCULLUELA, pueden servir como instrumento
interpretativo, siempre y cuando se les dé su auténtico valor, pues éstos son cauce
pero no expresión de la autonomía. En líneas generales la totalidad de los Reales
Decretos de traspasos se refieren a la denominada tradicionalmente materia de
«disciplina de mercado», que constituía una de las manifestaciones de la actividad de
las Administraciones Públicas, dirigidas a defender el orden del mercado, funda-
mentalmente a través del ejercicio de las potestades inspectoras y sancionadoras.
En concreto, los traspasos se referían a dos aspectos concretos: de una parte, las
funciones atribuidas a la Administración del Estado respecto de las infracciones
administrativas en materia de disciplina de mercado, cometidas en el ámbito de
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su territorio; y, de otra parte, la propuesta de sanciones cuando éstas correspon-
da imponerlas al Consejo de Ministros. En definitiva, ejercían la potestad sancio-
nadora, aplicando como normas de cobertura legal de la misma la LGDCU y el
RD 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria, que en
virtud de la Disposición Final 2ª de la LGDCU desarrollaba el Capítulo IX dedica-
do a las infracciones y sanciones.
De todo lo expuesto conviene realizar dos precisiones, en lo que respecta al
ejercicio de funciones ejecutivas, por parte de estas Comunidades Autónomas. Por
un lado, el art. 40 LGDCU que preveía la atribución de competencias a las
Comunidades Autónomas de la siguiente forma: «Corresponderá a las
Comunidades Autónomas promover y desarrollar la protección y defensa de los
consumidores y usuarios, de acuerdo con lo establecido en sus respectivos
Estatutos y, en su caso, en las correspondientes Leyes Orgánicas complementarias
de transferencia de competencias», fue declarado inconstitucional por la STC
15/1989, de 26 de enero, señalando el TC que dicho precepto «transgrede la
regla constitucional en virtud de la cual la distribución de competencias entre el
Estado y las Comunidades Autónomas se concreta por el juego combinado de la
Constitución, los Estatutos de Autonomía y, residualmente, por las Leyes
Orgánicas a que se refiere el artículo 150.2 CE». Por otro lado, los RRDD de tras-
pasos de funciones y servicios en materia de disciplina de mercado transferían la
posibilidad de que fueran los órganos autonómicos de consumo los que pudieran
elevar la propuesta de resolución de un expediente sancionador cuando éste
debiera ser resuelto por el Consejo de Ministros. En este sentido, el art. 36.2
LGDCU atribuye al Consejo de Ministros la potestad de proceder al cierre tempo-
ral de establecimientos, instalaciones o servicios. De nuevo el TC, en la sentencia
citada anteriormente, vuelve a limitar la pretensión de eficacia incondicional de
esta norma. El TC sostuvo que «en aquellas Comunidades Autónomas que hayan
asumido competencias ejecutivas en la materia (defensa del consumidor y usua-
rio), la competencia sancionadora que se atribuye al Consejo de Ministros corres-
ponde ejercitarla a los órganos pertinentes de estas Comunidades».
Hay que añadir a estas competencias propias de la materia de disciplina de
mercado dirigida a la protección de los intereses de los consumidores, la posibili-
dad que tenían estas Comunidades Autónomas de desarrollar otras funciones eje-
cutivas, fundamentalmente de carácter organizativo, como establecer oficinas de
información en materia de consumo, disponer de un Registro propio de asocia-
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4. EL CONFLICTIVO DESARROLLO POR EL ESTADO DE LA LEY 
GENERAL PARA LA DEFENSA DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS.
EL EMPLEO DE LA CLÁUSULA DE SUPLETORIEDAD DEL ARTÍCULO
149.3 CE COMO TÍTULO COMPETENCIAL
Como hemos observado, existía una diversidad competencial en materia de
consumo entre las Comunidades Autónomas, debido al distinto grado de asun-
ción de la competencia defensa del consumidor, lo que conducía a una realidad
fáctica esencial: la posible distorsión del artículo 51 CE, debido a que existen
Comunidades Autónomas que tienen atribuida la competencia exclusiva en mate-
ria de consumo, y que la han ejercitado aprobando sus propios Estatutos de pro-
tección de los consumidores dando así eficacia al mandato constitucional.
Mientras que el resto de las Comunidades Autónomas, debido a su falta de com-
petencia, se ven imposibilitadas en gran parte a desarrollar una adecuada y correc-
ta protección del consumidor. Como consecuencia de dicha heterogeneidad en el
campo de la protección de los consumidores y debido a la necesidad de empren-
der acciones normativas, por parte del Estado, que pusieran remedio a la situa-
ción de desprotección en que se encontraban los consumidores españoles, funda-
mentalmente ante hechos tan deplorables como el del aceite de la colza, se pro-
mulgó la Ley 20/1984, de 19 de julio, General para la defensa de los consumido-
res y usuarios, que prontamente fue recurrida por las Comunidades Autónomas
de Cataluña, País Vasco y Galicia, por vulneración del denominado bloque de
constitucionalidad, es decir, del sistema de distribución de competencias operado
por la Constitución y los Estatutos de Autonomía.
No vamos a entrar en el análisis específico de los diversos preceptos de la
LGDCU que fueron objeto de impugnación por dichas Comunidades Autónomas,
puesto que a lo largo del presente trabajo iremos haciendo las oportunas referen-
cias, en función del ámbito de la actuación administrativa de protección de los
consumidores que estemos examinando, de su constitucionalidad o no. En este
epígrafe nos limitaremos a estudiar cuáles son las causas y títulos competenciales
alegados, tanto por las Comunidades Autónomas impugnantes, como por el
Estado, que han permitido al Tribunal Constitucional confirmar la adecuación de
la LGDCU, en su conjunto, a nuestra Norma Fundamental.
Los primeros puntos conflictivos, respecto a la constitucionalidad o no de la
LGDCU, surgieron del propio enunciado de dicha norma. En efecto, las repre-
sentaciones letradas de las Comunidades Autónomas de Cataluña y Galicia, criti-
caron la calificación de la Ley como «General», pues parece deducirse, por tanto,
que el Estado cuenta con una competencia específica sobre la materia «defensa
de los consumidores y usuarios» que le habilitaría para producir desarrollos nor-
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mativos muy precisos y acabados, tanto desde una perspectiva legal como regla-
mentaria, y limitándose, en la misma medida, las competencias de las
Comunidades Autónomas. En este sentido, recalcaban que el Estado no dispone
de ningún título competencial que justifique la adopción para todo el territorio
de una Ley tan completa como la impugnada, precluyendo así el ejercicio de las
potestades normativas de las Comunidades Autónomas, que son las que habían
asumido la competencia exclusiva sobre la materia «defensa del consumidor y
usuario»; si bien, se encuentran limitadas por determinadas facultades estatales,
principalmente de carácter económico, como son las bases y la ordenación de la
actividad económica general y la política de precios –ex arts. 149.1.11ª y 13ª CE–,
así como por determinados principios como los de libre circulación de bienes en
el territorio español –ex art. 139.2 CE–, libertad de empresa –ex art. 38 CE– y uni-
dad de mercado. Además, debido a los contornos imprecisos que depara la mate-
ria examinada, puede dar lugar a que concurran otros títulos competenciales
que justifiquen la intervención del Estado (art. 149.1.6ª, 8ª, 16ª CE).
Precisamente, estos títulos competenciales fueron esgrimidos como uno de
los fundamentos alegados por el Abogado del Estado, para salvaguardar la consti-
tucionalidad de la LGDCU. Además, se tomó como precedente jurisprudencial la
STC 71/1982, de 30 de noviembre, sobre el Estatuto del Consumidor del País
Vasco, ya que se habían sentado las bases para poder afirmar que el Estado osten-
taba determinadas competencias sobre la defensa del consumidor y usuario, en su
opinión los supuestos planteados en este recurso y en la STC 71/1982 «constitu-
yen las dos caras de una misma moneda, pues en ambas resoluciones se aborda la
regulación de una materia por dos entes territoriales, el Estado, en este caso, y la
Comunidad Autónoma vasca, en aquel supuesto, y es, por ello, sintomático que
sea precisamente el Gobierno vasco el que se muestre más conforme con la Ley
recurrida». Por último, el Abogado del Estado trajo a colación la cláusula de suple-
toriedad establecida en el art. 149.3 CE, como título de atribución de competen-
cias a favor del Estado, la vía argumental seguía la siguiente senda: «la materia que
da nombre a la Ley 26/1984 al no estar comprendida ni en el artículo 148.1 ni en
el artículo 149.1 de la Constitución, es de las que, conforme al apartado 3 del
mismo artículo 149, pueden corresponder a las Comunidades Autónomas en vir-
tud de sus respectivos Estatutos. Pero no a todas, sino sólo a las que acceden a su
autogobierno por la vía del artículo 151 de la Norma fundamental, debiéndose
estar, en cuanto a los demás, a lo dispuesto por los artículos 148.2 y 150.1 y 2 de
la Constitución. Teniendo esto en cuenta, adquiere pleno significado y justificación la pro-
mulgación por el Estado de la Ley recurrida, que ha de ser de directa aplicación en el terri-
torio de todas las Comunidades Autónomas que no hayan asumido competencias en las
materias por ella reguladas».
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De esta forma quedaban expuestos los principales argumentos jurídicos, a
favor y en contra, de la calificación de la LGDCU como «General». Antes de
entrar en el examen de la resolución del presente recurso dada por el TC, con-
viene hacer unas valoraciones previas acerca de las diferentes posturas mante-
nidas ante la Ley objeto del recurso de inconstitucionalidad. En primer lugar,
existía una situación de asimetría competencial en España en el ámbito del
consumo, lo que producía una situación de desigualdad entre los consumido-
res de las diferentes Comunidades Autónomas en lo que se refiere a su régimen
jurídico de protección. Como hemos examinado en páginas precedentes, mien-
tras existían Comunidades Autónomas que habían asumido la competencia
exclusiva respecto a la defensa del consumidor, otras, por el contrario, sólo
habían asumido la competencia de ejecución de la legislación del Estado. Este
hecho implicaba la necesidad de que el Estado aprobara normas de protección
de los consumidores, que obviamente sólo serían de aplicación directa en aque-
llos territorios que no tuvieran asumida plenamente la competencia sobre con-
sumo. Además, del examen de los diversos Estatutos de Autonomía que habían
asumido la competencia exclusiva sobre la defensa del consumidor, se estable-
cía expresamente que el ejercicio de dicha competencia no era ilimitado sino
que se encontraba afecta a diversos títulos del art. 149.1 CE que, por tanto, eran
de competencia exclusiva del Estado. Y, finalmente, había una previsión de
suma importancia en la Constitución, concretamente en su art. 149.3 que seña-
la que «El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las
Comunidades Autónomas». La virtualidad de dicha cláusula, como afirma
GARCIA DE ENTERRIA, «era la de asegurar la composición unitaria de un ver-
dadero sistema jurídico nacional, no obstante su fraccionamiento en ordena-
mientos territoriales autonómicos de cierta intensidad. Por encima, pues, de la
presencia de una pluralidad de ordenamientos, la función básica y sistemática
que dentro de dicha pluralidad corresponde al ordenamiento del Estado ase-
gura al conjunto una unidad de sentido y de funcionamiento, que constituye
por sí solo un importante valor social de integración». En este sentido la cláu-
sula de supletoriedad se convierte en un título competencial que permite al
Estado aprobar normas con carácter supletorio en aquellas Comunidades
Autónomas que tuvieran asumida la competencia exclusiva en materia de con-
sumo, y, directamente aplicables en aquellas otras que no hubieran asumido el
máximo nivel competencial.
Por lo tanto, la cuestión giraba en torno a qué título o títulos competencia-
les podían servir de fundamento a la LGDCU para poder superar el recurso de
inconstitucionalidad planteado por las Comunidades Autónomas gallega, vasca y
catalana. El TC comenzó examinando la regla contenida en el art. 149.3 CE con
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el fin de ver si se trataba de un título competencial suficiente que pudiera ser uti-
lizado por el Estado para aprobar la LGDCU:
«el artículo 149.3 CE, establece la regla de que «el Derecho estatal será, en todo
caso, supletorio del Derecho de las Comunidades Autónomas», lo que, en términos
generales, según determinada interpretación, daría por sí mismo cobertura suficien-
te a la Ley impugnada, de manera que ésta, siempre y en todo caso, sería válida, aun-
que quedaría desprovista de eficacia directa en aquellos ámbitos territoriales en los
que las correspondientes Comunidades Autónomas hubieran ejercitado las compe-
tencias legislativas que, sobre la materia «defensa de los consumidores y usuarios»,
constitucional y estatutariamente hubieran asumido».
Esta primera precisión realizada por el TC daba la impresión de decantarse
por la concepción de la regla de la supletoriedad como regla atributiva de compe-
tencias al Estado y no como simple regla de aplicación competencial. Sin embar-
go, el Tribunal afirma a continuación lo siguiente:
«Sucede, sin embargo, que no es preciso, ni siquiera apropiado en este caso,
tratar de explicar la legitimidad constitucional de la Ley en su conjunto, como Ley
referida a la materia indicada, desde la consideración de la cláusula de supletoriedad
del Derecho estatal, la cual, en última instancia, quedaría de hecho configurada
como lo que en manera alguna es, es decir, como una cláusula universal atributiva de
competencias sobre cualesquiera materias a favor del Estado. A tal efecto, baste señalar que
la materia «defensa de los consumidores y usuarios» no ha sido competencialmente asu-
mida por todas las Comunidades Autónomas en términos de identidad u homogeneidad, por lo
que todas aquellas competencias no atribuidas estatutariamente a las Comunidades
Autónomas por imposibilidad constitucional o por simple decisión de los propios
Estatutos habrán sido retenidas por el Estado en virtud del artículo 149.3 CE».
De esta manera, el TC interpretaba restrictivamente la cláusula de supleto-
riedad, considerando que la misma no podía servir de título universal de atribu-
ción de competencias al Estado, de tal manera que éste pudiera entrar a regular
cualquier materia, con independencia de que gozara o no de competencia sobre
la misma. Sin embargo, permitía, respecto a aquellas materias que al no encon-
trarse comprendidas ni en el art. 148.1 CE ni en el art. 149.1 CE, sólo las
Comunidades Autónomas no limitadas competencialmente por el primero de los
referidos artículos han podido asumir competencias normativas plenas en la pro-
tección del consumidor, al Estado su ejercicio, en relación, a todos los demás terri-
torios autonómicos, lo que justificaba la aprobación de una Ley General sobre
defensa de los consumidores y usuarios, sin perjuicio de que la aplicabilidad y efi-
cacia de la misma no alcanzara por igual a todo el territorio nacional.
Además, como ya había señalado en la STC 71/1982, de 30 de noviembre, la
defensa del consumidor «es una materia de tal amplitud y de contornos impreci-
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sos que, con ser dificultosa en ocasiones la operación calificadora de una norma
cuyo designio pudiera entenderse que es la protección del consumidor, la opera-
ción no resolvería el problema, pues la norma pudiera estar comprendida en más
de una de las reglas definidoras de competencias», lo que significa que esta mate-
ria se caracteriza, como ya hemos puesto de manifiesto, por su contenido pluridis-
cilinar. De esta manera, la defensa del consumidor y usuario nos sitúa ante cues-
tiones propias de la legislación civil y mercantil, de la protección de la salud de los
consumidores, de la actividad económica que pueda afectar a sus intereses y, en
fin, ante una serie de derechos respecto de los cuales corresponde al Estado el
ejercicio de la competencia conforme a lo dispuesto en el art. 149.1, en sus núme-
ros 1, 6, 8, 10, 13, 16 y 29, y que, por ende, constituyen límites de las actuaciones
normativas de las Comunidades Autónomas que tuvieran asumida la competencia
exclusiva sobre la defensa de los consumidores y usuarios.
III. LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL COMO FUNDAMENTO 
DELIMITADOR DE LA MATERIA 
«DEFENSA DEL CONSUMIDOR Y USUARIO»
Hemos visto, hasta ahora, qué es lo que corresponde a cada entidad territo-
rial, de acuerdo con lo establecido en la Constitución y en los Estatutos de
Autonomía, en lo referente a la materia «protección del consumidor», sin embar-
go, y como consecuencia de los contornos amplios e imprecisos que se desprenden
de esta materia, se han planteado numerosos recursos y conflictos entre el Estado
y las Comunidades Autónomas en orden a intentar delimitar, cuáles son sus com-
petencias y cuál es el alcance que éstas tienen. Ello ha significado una ferviente
actividad de nuestro Alto Tribunal, que a través de diversos pronunciamientos ha
ido delimitando, caso por caso, qué es lo que debe entenderse por protección de
los consumidores, qué aspectos y actividades se encuentran incluidos en esta mate-
ria, y cuáles son los criterios que permiten conocer cuándo la competencia será del
Estado y cuándo de los entes autonómicos en la protección de los consumidores.
El primer paso que debemos dar tiene que ir dirigido a intentar acotar qué es lo
que entendemos, desde un punto de vista de distribución competencial, por la
«defensa del consumidor y usuario» Definición necesaria porque, en último término,
como precisa SALAS «son los contornos de cada materia, lo que está incluido o exclui-
do de la misma, lo que debe servir para determinar el alcance de la competencia».
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Las conocidas SSTC 71/1982, de 30 de noviembre, y 15/1989, de 26 de
enero, se hicieron eco desde el primer momento de la dificultad que entrañaba
esta materia debido a su contenido pluridisciplinar, «en el que se concita una
amplia variedad de materias que sí han sido directa y expresamente tomadas en
consideración por el artículo 149.1 CE a los efectos de concretar las competencias
del Estado. Ello mismo evidencia que, si bien en el artículo 149.1 no se ha men-
cionado expresamente la rúbrica «defensa de los consumidores y usuarios»,
abriéndose así, en estrictos términos formales, la posibilidad de que algunos
Estatutos de Autonomía hayan asumido la competencia «exclusiva» sobre la
misma (art. 149.3 CE), como quiera que la sustantividad o especificidad de la
materia no es, en líneas generales, sino resultado de un conglomerado de muy
diversas normas sectoriales reconducibles a otras tantas materias, en la medida en
que el Estado ostente atribuciones en estos sectores materiales, su ejercicio podrá
incidir directamente en las competencias que sobre «defensa del consumidor y
del usuario» corresponden a determinadas Comunidades Autónomas, las cuales,
en ese caso, también podrán quedar vinculadas a las previsiones estatales. La
defensa del consumidor y usuario nos sitúa, en efecto, a grandes rasgos y sin nece-
sidad ahora de mayores precisiones ante cuestiones propias de la legislación civil
y mercantil, de la protección de la salud (sanidad) y seguridad física, de los inte-
reses económicos y del derecho a la información y a la educación en relación con
el consumo, de la actividad económica y, en fin, de otra serie de derechos respec-
to de los cuales pudiera corresponder al Estado la regulación de las condiciones
básicas que garanticen la igualdad en su ejercicio y en el cumplimiento de sus
deberes (art. 149.1, en sus números 1, 6, 8, 10, 13, 16 y 29 principalmente); es
decir, ante materias que la Constitución toma como punto de referencia para fijar
las competencias mínimas que, por corresponder al Estado, quedan al margen del
ámbito de disponibilidad de los Estatutos de Autonomía».
Extensa ha sido la cita del TC que hemos traído a colación, aunque pensa-
mos que lo suficientemente gráfica, ya que revela cuáles son los aspectos primor-
diales a tener en cuenta, con el fin de poder despejar un poco el oscuro panora-
ma que se cierne sobre la distribución competencial en materia de consumo.
Siguiendo la sistematización ofrecida por SALAS, estos elementos son:
a) en la materia defensa del consumidor confluyen reglas que pertenecen a
conjuntos normativos distintos o tienen un objeto diferente;
b) en este supuesto hay que examinar cuál es la regla prevalente;
c) aparte del ámbito competencial delimitado de forma objetiva, hay que
tener presente la razón o fin de la regla;
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d) hay que tener en cuenta los límites externos a la competencia estatutaria
definida previamente en base a los elementos que acabamos de enumerar.
Desde esta perspectiva, y atendiendo a los elementos mencionados, tenemos
las claves que han marcado la pauta de la doctrina del TC a la hora de delimitar
los contornos de la materia defensa del consumidor, de cara a poder definir el
ámbito competencial que corresponde a cada uno de los entes territoriales y que
pasamos a analizar.
1. EL TÍTULO COMPETENCIAL «DEFENSA DEL CONSUMIDOR 
Y USUARIO» RECOGIDO EN LOS ESTATUTOS DE AUTONOMÍA 
EN CONTRASTE CON LOS TÍTULOS DEL ARTÍCULO 149.1 
DE LA CONSTITUCIÓN QUE CONCIERNEN DIRECTAMENTE 
A LA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES. CRITERIOS 
DE DELIMITACIÓN DE LA MATERIA «DEFENSA DEL CONSUMIDOR»
La compleja cuestión, cuyo estudio va a abordarse en las páginas siguientes,
se circunscribe a la problemática situación que se deriva del sistema de distribu-
ción de competencias operado por nuestro bloque de constitucionalidad, en
torno a la materia «defensa del consumidor y usuario». Destaquemos una vez más,
que el sistema español introduce un criterio de distribución competencial basado
en el ejercicio de funciones jurídicas sobre las diversas materias que la
Constitución y los Estatutos de Autonomía establecen, partiendo de la premisa
siguiente: la equivalencia entre exclusividad y ejercicio pleno de todas las funcio-
nes sobre un determinado ámbito material, lo que no resulta siempre sinónimo
de materia competencial en su integridad.
Así, sobre una misma materia pueden surgir diversos ámbitos de actuación
funcional en los que participan de forma compartida dos Administraciones de base
territorial diferenciada, y sin que ello haya de suponer, en un principio, un solapa-
miento competencial. En este sentido, el art. 149.1 prevé diversas competencias que
se encuentran compartidas entre el Estado y las Comunidades Autónomas, de tal
forma que permiten al Estado ejercer la exclusividad funcional sobre el ámbito bási-
co de la materia, mientras que lo propio corresponderá a las Comunidades
Autónomas respecto del ámbito de desarrollo de la legislación básica estatal. Por
ejemplo, si traemos a colación la cláusula 16ª del art. 149.1 CE cuya redacción esta-
blece que el Estado tiene competencia exclusiva sobre «bases y coordinación gene-
ral de la sanidad», parece claro que el Estado asume la competencia exclusiva para
fijar las bases sobre el sistema sanitario en España, así como fijar los criterios gene-
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rales sobre la salud de los ciudadanos, quedando las Comunidades Autónomas
encargadas del desarrollo de esas bases. Hasta aquí ningún conflicto surge, pero
qué ocurre si entra en juego un título competencial que atribuye a las Comunidades
Autónomas la competencia exclusiva en materia de «defensa del consumidor y usua-
rio», es decir, imaginemos el siguiente supuesto de hecho: un ciudadano sufre una
intoxicación fruto de la comida ingerida en un restaurante y como consecuencia
debe ser hospitalizado. ¿Qué Administración Pública es la encargada de inspeccio-
nar el local? (sanidad o consumo), y, en el caso de descubrir algún hecho constitu-
tivo de infracción administrativa ¿a quién se le debe poner en conocimiento? (sani-
dad o consumo). Como puede apreciarse tenemos servido en la mesa un futuro
conflicto de competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma respectiva.
Este resultado nos obliga a intentar delimitar objetivamente las materias
competenciales, con el objeto de poder dilucidar con la claridad y precisión sufi-
ciente, si es que ello resulta posible en nuestro ámbito de estudio, qué debe enten-
derse comprendido en la materia defensa del consumidor y usuario. La persecu-
ción de este objetivo resulta de la mayor importancia, pues como pone de relieve
VIVER i PI SUNYER, «el esfuerzo por delimitar los contornos competenciales
ofrece a los legisladores y, en general, a todos los poderes públicos, una importan-
te ayuda para precisar el alcance de sus propias competencias; propicia un funcio-
namiento más armónico de los distintos entes territoriales, en la medida que
aumenta la previsibilidad jurídica; como consecuencia de ello, garantiza la supre-
macía de las disposiciones constitucionales; y, fundamentalmente, en lo que con-
cierne a la actividad jurisdiccional, la claridad en la identificación del alcance de
las competencias, sienta las bases para una jurisprudencia más sólida y estable, evi-
tando el activismo judicial, el casuismo en las resoluciones (...), en definitiva pro-
mueve la seguridad jurídica».
La labor de fijar los contornos y delimitar materialmente qué debe entender-
se por la defensa de los consumidores y usuarios ha sido desarrollada fundamen-
talmente por nuestro Alto Tribunal, que por medio de la resolución de los con-
flictos materiales de competencias y, más concretamente, en la delimitación de las
materias, ha logrado establecer unos criterios jurisprudenciales que nos permiten
delimitar este ámbito material. El TC ha utilizado con frecuencia un conjunto de
principios a los que suele atribuir el calificativo genérico de «principios o reglas
de instrumentalidad». Con estos principios se pretenden evitar tanto los solapa-
mientos entre materias como, sobre todo, las lagunas legales que pueden existir.
Todos ellos tienen como denominador común el hecho de ser «técnicas que sir-
ven para incorporar a un ámbito material actividades que, en principio, a tenor
de los términos utilizados por el bloque de constitucionalidad para designarlos,
no pueden considerarse explícitamente incluidas en ellos».
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Podemos realizar la siguiente clasificación de las reglas o criterios que nos
van a permitir delimitar los contornos de la materia objeto de nuestro estudio, es
decir, la defensa de la protección de los consumidores y usuarios:
1) Criterio objetivo;
2) Criterio de la razonabilidad o del fin de la regla;
3) Criterio de la especificidad material;
4) Criterio de delimitación por disciplinas jurídicas.
1. CRITERIO OBJETIVO
El primero, al que puede denominarse criterio objetivo, significa que una
medida cualquiera es encuadrada en una materia en base a su contenido natural
u objetivo, prescindiendo por completo de cuáles sean las finalidades que se pre-
tendan con aquellas medidas. En ese sentido, se ha pronunciado el TC en su sen-
tencia 125/1984, de 20 de diciembre, donde se discutía si la calificación de los
hoteles en diversas categorías era una actuación enmarcable en la materia de
turismo o de comercio exterior, estableciendo que «la finalidad de la norma en
cuanto vincula sólo débilmente con el comercio exterior, debe ceder en este caso
frente a su contenido material, esto es, obliga a interpretarla como norma que dis-
ciplina la actividad turística».
La pregunta que debemos formularnos, por tanto, es ¿cuál es el contenido
natural de la materia consumo? El TC no ha entrado en las SSTC 71/1982, de 30
de noviembre, y 15/1989, de 26 de enero, en el complejo dilema de definir el con-
tenido inherente a la materia consumo, y ha acudido a otro tipo de criterios de
delimitación negativa para determinar a qué ente territorial le correspondía la
competencia, probablemente ante la imposibilidad de acotar dicha materia. De
esta forma conviene tener en cuenta la existencia de otras materias que, aun
teniendo una indudable conexión con la protección de los consumidores, tienen
individualidad propia en lo que respecta a la distribución de competencias opera-
da por la CE, ya que la materia defensa del consumidor, aun pudiendo incidir
sobre ellas, no las agota, ni mucho menos, dado que la regulación de las mismas
tiene su propio contenido material. No hay duda que existen diversos sectores
materiales, como seguros, banca, comunicaciones, etc., en los que el reparto com-
petencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas reclama una regulación
u ordenación de la actividad que excede con mucho de la protección de los con-
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sumidores como tales, por lo que no parece posible que estos sectores puedan
pasar a formar parte de la materia «defensa del consumidor».
Ha sido la doctrina la que ha intentado delimitar objetivamente la materia
defensa del consumidor, acudiendo para ello a lo establecido en el ordenamiento
jurídico. En este sentido, en ausencia de una definición de lo que sea la defensa
del consumidor en nuestra Norma Fundamental, así como en los Estatutos de
Autonomía, habrá que tomar como base la que haya realizado el legislador ordi-
nario. Así, siguiendo a SALAS, debe hacerse una interpretación sistemática de la
LGDCU, desprendiéndose de la misma que la defensa del consumidor y usuario,
como materia objeto de atribución competencial, consiste en «aquel conjunto de
institutos y técnicas jurídicas tendentes directamente a la protección de la salud y la
seguridad, los intereses económicos y sociales, la información, la educación y for-
mación, así como el ejercicio de los derechos de representación, consulta y parti-
cipación de los consumidores y usuarios en cuanto tales, excluyéndose aquellas otras
técnicas e institutos jurídicos que incidan en los procesos de producción de bienes y presta-
ción de servicios, así como de intermediación comercial relativa a los mismos».
Frente a los sectores que se muestran partidarios del uso de este criterio, éste
plantea, en nuestra opinión, un doble inconveniente que ha hecho que no sea
habitualmente empleado por el TC al analizar la distribución de competencias en
consumo: en primer lugar, que el contenido de una medida puede apuntar a
diversas materias, por ejemplo, la obligación de los productos alimenticios de lle-
var un determinado etiquetado, puede referirse tanto a la materia consumo como
a sanidad; y, en segundo lugar, que un mismo fenómeno puede ser intervenido
desde puntos de vista diferente, así, por ejemplo, un laboratorio de productos far-
macéuticos da origen a diversos tipos de intervención de los poderes públicos de
signo muy diferente: normas de derecho mercantil, normas de sanidad, normas
medio ambientales, etc.
2. CRITERIO DE LA RAZONABILIDAD O DEL FIN DE LA REGLA
Ante la insuficiencia que nos muestra el empleo exclusivo del criterio objeti-
vo, resulta necesario acudir al criterio teleológico o del fin de la regla, mediante el que
se pretende conocer la razón de ser del acto impugnado. Este criterio ha sido teni-
do en cuenta, con cierta frecuencia, por el TC a la hora de analizar los denomina-
dos títulos horizontales, es decir, aquellos títulos que, bien sea por su generalidad,
bien por el hecho de referirse a actividades definidas teleológicamente por el blo-
que de constitucionalidad, o bien al tener por objeto determinadas disciplinas
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jurídicas, pueden penetrar en aspectos concretos de ámbitos globalmente atribui-
dos a las Comunidades Autónomas. En este sentido, la STC 71/1982, de 30 de
noviembre, a la hora de enjuiciar la constitucionalidad del Estatuto de Consumo
del País Vasco, destacó la necesidad de recurrir al uso de este criterio, pues
«el carácter interdisciplinario o pluridisciplinario del conjunto normativo que,
sin contornos precisos, tiene por objeto la protección del consumidor, y también la
plural inclusión de una regla en sectores distintos, como pueden ser el del consumo
y el de la sanidad tiene que llevar a encontrar criterios de elección de la regla aplica-
ble, criterios que habrán de tener muy presente, junto a los ámbitos competenciales
definidos, la razón o fin de la regla, desde la perspectiva de la distribución de compe-
tencias posibles según la Constitución».
Conviene llamar la atención sobre la problemática que pueden encerrar
este tipo de títulos, ya que pueden constituir uno de los mecanismos que permi-
tan que el Estado pueda «hacer llegar su larga mano a todos los ámbitos materia-
les, actuando en espacios en los que las Comunidades Autónomas tienen recono-
cidas competencias exclusivas». Además, como pone de relieve SAMANIEGO, el
encuadramiento jurídico de una medida en una materia es un proceso dialécti-
co porque, en definitiva, «se trata de subsumir un caso concreto en una materia
que se refiere a fenómenos sociales de un modo general o abstracto, de modo
que da lo mismo decir que aquélla pertenece a ésta, o que, a la inversa, ésta
engloba a aquélla, pues no parece posible saber si una medida concreta pertene-
ce o no a una materia si no se tiene una idea general o abstracta de lo que esa
materia contiene».
La doctrina constitucional, con carácter general, ha aplicado el criterio de la
finalidad cuando ha otorgado la competencia controvertida a las Comunidades
Autónomas. Así ocurrió en la STC 202/1992, de 23 de noviembre, en la que se
impugnaban por parte de Cataluña los artículos 1, 2 y 3 de la Orden del Ministerio
de Sanidad y Consumo, por la que se establecían normas para la concesión de ayu-
das a las Corporaciones locales en materia de consumo, estableciendo el TC que
«la Orden ministerial (...) en cuanto que regula la distribución y gestión de fon-
dos del Estado destinados a colaboración y asistencia técnica de Corporaciones Locales
en materia de consumo, es claro que sus preceptos afectan a materia presupuestaria, de
régimen local y de consumo, pero no lo es menos que el objeto inmediato y principal
de la Orden Ministerial controvertida es la defensa del consumidor y del usuario, razón
por la cual ha de considerarse este último título competencial como prevalente» (FJ 4º).
Otro ejemplo lo podemos encontrar en la STC 88/1986, de 1 de julio, sobre
la Ley catalana 1/1983, de 18 de febrero, de regulación administrativa de deter-
minadas estructuras comerciales y ventas especiales, que al examinar el conflicto
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que se daba entre el título «defensa de la competencia» y «defensa del consumi-
dor y usuario» mantuvo que
«a diferencia de otros supuestos de concurrencia de la defensa del consumidor
con otros títulos competenciales, en razón de su objeto, más específicos y, por tanto,
de preferente aplicación, la concurrencia con el título «defensa de la competencia»
se produce en el mismo plano de generalidad de intervención de los poderes públi-
cos en la disciplina de libre mercado. De ahí también la dificultad adicional de que,
con frecuencia, las medidas protectoras de la libre competencia funcionen también
como garantías de los consumidores, y el que medidas adoptadas para la protección
de éstos no dejen de tener incidencia en el desarrollo de la libre competencia. Por
todo ello, en orden a la determinación de la identidad o naturaleza de una interven-
ción de los poderes públicos en la disciplina de libre mercado y su consiguiente ads-
cripción a uno u otro título competencial, resulta particularmente necesario acudir a cri-
terios teleológicos, precisando el objetivo predominante de la norma (en este caso la protec-
ción de los consumidores)».
Se ha recurrido, igualmente, al empleo del criterio teleológico para diluci-
dar cuál era el título competencial aplicable dentro de un mismo Estatuto de
Autonomía, y no frente a un título estatal, como suele ser habitual. Así, la STC
69/1988, de 19 de abril, al examinar qué título del Estatuto de Autonomía de
Cataluña –normalización lingüística o defensa de los consumidores– se aplicaba,
resolvió en los siguientes términos:
«Frente a la alegación de competencia lingüística que formula la Generalidad
de Cataluña, debemos recordar que el artículo 3.3 de su Estatuto, más que enuncia-
do de una norma competencial, expresa un mandato o un deber, que impone a las
instituciones y órganos autonómicos para que, con ocasión de sus competencias pro-
pias, procuren alcanzar los objetivos marcados en aquel precepto estatutario (...) Este
mandato de normalización del uso de las lenguas oficiales en el territorio catalán no
confiere, pues, competencia específica alguna a la Comunidad Autónoma frente al
Estado, debiéndose en consecuencia, establecer que la competencia estatutaria ejer-
cida (...) no es otra que la defensa del consumidor y usuario».
A pesar de que el TC a través de las sentencias expuestas nos ha avanzado
cuándo una medida adoptada por una determinada Administración persigue
como finalidad la defensa del consumidor y usuario, he de convenir que en lo que
a nuestro propósito se refiere, es decir, la búsqueda de criterios sólidos que, de
manera general, nos permitan encuadrar una acción concreta en la materia
defensa del consumidor y usuario, el uso del criterio teleológico no nos sirve de
gran ayuda salvo que se tenga una concepción finalista de la materia. Es decir, si
desde el primer momento conocemos, de forma precisa, cuál es la finalidad de
una medida adoptada por una Administración, no resultará complicado verificar
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la materia en la que se encuadra la misma. Sin embargo, las finalidades persegui-
das por los poderes públicos en la protección de los consumidores vienen recogi-
das en el art. 51 CE dentro del Capítulo dedicado a los «Principios rectores de la
política social y económica» y éste no es un título atributivo de ninguna clase de
competencia como ya hemos señalado. Por el contrario, las normas de distribu-
ción competencial no dicen nada acerca de cuáles son los fines que deben alcan-
zarse, por lo que este criterio resulta insuficiente para nuestros propósitos.
3. CRITERIO DE LA ESPECIFICIDAD MATERIAL
La siguiente técnica utilizada por el TC para redefinir los ámbitos materiales
evitando duplicidades o solapamientos es el denominado criterio de la especificidad, en
virtud del cual el título que tiene un contenido material menos extenso debe preva-
lecer sobre el que lo tiene más genérico. Este criterio, fundamentado en la pondera-
ción abstracta de títulos y en la declaración de prevalencia de uno de ellos resulta de
difícil aceptación, pues el tipo de soluciones adoptadas por el TC al amparo de este
tipo de consideraciones muestran un alto grado de aleatoriedad y de subjetivismo.
Lo cierto es que el TC ha recurrido en numerosas ocasiones al empleo del
principio de la especificidad. Concretamente considera que el título sanidad es
más específico que el de defensa del consumidor, como lo manifiesta en la STC
71/1982, de 30 de noviembre:
«De todo ello resulta que la disciplina sanitaria de los productos alimenticios
puede ser comprendida en los títulos competenciales sobre sanidad y en los títulos
competenciales sobre defensa del consumidor. El carácter específico de la sanidad,
respecto del plural de la defensa del consumidor, determina que la inclusión en regla
de más amplio alcance debe ceder ante la regla más especial, y por tanto, la de pre-
ferente aplicación debe ser aquí la sanidad».
Esta misma doctrina es seguida por el TC en las SSTC 69/1988, de 19 de
abril y 80/1988, de 28 de abril, en las que el problema era encuadrar una medida
en las materias «sanidad» o «igualdad de los derechos y deberes», afirmando el
Alto Tribunal que
«también aquí el título más específico ha de prevalecer frente al más genérico».
Con independencia de que la conclusión sea más o menos acertada, resulta
de dudoso rigor jurídico el razonamiento empleado por el TC, o quizás debiéra-
mos decir la ausencia de razonamiento seguido en su fundamentación jurídica.
Como acertadamente precisa REBOLLO PUIG, no es cierto que la sanidad sea
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una regla más especial que la defensa del consumidor, «máxime en el concepto
moderno de sanidad que parte del presupuesto constitucional del derecho a la
salud y aspira a la realización integral a la salud».
La fundamentación jurídica del TC podía haber llegado a conclusiones erró-
neas. Imaginemos que un determinado Estatuto de Autonomía hubiera atribuido
competencias a una Comunidad Autónoma específica sobre una materia que hubie-
ra delimitado sus contornos de una manera muy precisa y concreta, por ejemplo,
defensa de la salud de los consumidores o sanidad en materia de productos alimen-
ticios. En este caso y aplicando el criterio de la especificidad, correspondería a dicha
Comunidad Autónoma la competencia sobre dicha materia, pues constituiría una
regla especial respecto a la del art. 149.1.16 CE. Obviamente esto no es así, porque
como venimos afirmando las reglas de competencias contenidas en los Estatutos de
Autonomía deben respetar los límites fijados en el art. 149.1 CE, con independen-
cia de su generalidad o especificidad respecto a éstas. No obstante el TC ha seguido
este criterio a la hora de solucionar el conflicto competencial que pudiera darse
entre el título estatal sanidad y el autonómico defensa del consumidor y usuario.
El mismo criterio ha sido empleado por el TC al examinar la concurrencia
del título «publicidad» con el de «defensa de los consumidores», estableciendo en
su STC 146/1996, de 19 de septiembre, que
«Sin desconocer la conexión existente entre una y otra regla competencial, así
como el hecho de que determinadas comunicaciones publicitarias puedan suponer un
atentado a los derechos e intereses de los consumidores y constituir infracciones en
materia de consumo, en la ordenación de la actividad publicitaria y, en concreto, en el
control de la actividad publicitaria ilícita, de la que constituye un subgénero la publici-
dad engañosa, no son sólo los derechos e intereses de los consumidores los tutelados,
sino, también, los de los competidores y, muy especialmente, el interés público en el
mantenimiento en el mercado de un orden concurrencial libre y no falseado. En suma:
el carácter específico de la publicidad determina que la regla del artículo 149.1.1 CE invo-
cada por el Abogado del Estado, en relación con el derecho a la información de los con-
sumidores y usuarios (art. 51 CE), por su más amplio alcance debe ceder a la regla de
carácter más específico, en este caso, la relativa a la publicidad».
4. CRITERIO DE DELIMITACIÓN POR DISCIPLINAS JURÍDICAS: POTESTADES PÚBLICAS
VERSUS POTESTADES PRIVADAS
Por último, el TC ha recurrido al criterio de delimitación por disciplinas jurídicas
utilizando las diversas categorías elaboradas por la doctrina científica como, por
ejemplo, la distinción entre Derecho público y Derecho privado, o entre «potes-
JAVIER GUILLÉN CARAMÉS
59
03. J. guillen carames  23/1/06  11:50  Página 59
tades administrativas» y «potestades privadas» A raíz de estas construcciones doc-
trinales el TC delimita el alcance material de las disciplinas jurídicas en su rela-
ción con ámbitos materiales afines. En la STC 71/1982, de 30 de noviembre, se
hace referencia a la competencia del Estado en relación
«a conjuntos normativos configurados según criterio de clasificación de disci-
plinas jurídicas presente de algún modo en el artículo 149.1 de la Constitución (nos
referimos a la legislación civil, a la legislación procesal, etc.)».
En un primer momento el TC concluyó en la sentencia anteriormente cita-
da, respecto a la regulación de las cláusulas abusivas, que la competencia para
insertar derechos y obligaciones por Ley en el contenido contractual, correspon-
de al legislador estatal en virtud del art. 149.1.8 CE, aunque las Comunidades
Autónomas podrán desarrollar competencias en orden a la protección de los con-
sumidores, siempre y cuando no se produzca un novum en el contenido contrac-
tual. Expresado en otras palabras, las Comunidades Autónomas con competencia
en la materia consumo, podrán orientar su actividad –eminentemente administra-
tiva– a la efectiva aplicación de la normativa vigente, que será la estatal.
En la STC 88/1986, de 1 de julio, analiza de nuevo la problemática entre
Derecho Público y el Derecho Privado, especialmente en orden a delimitar los
límites del Derecho Mercantil en los aspectos relacionados con la protección de
los consumidores:
«Sobre este conjunto de normas ha venido a incidir la estructura autonómica
del Estado, al reservar con alguna salvedad cualificada, el Derecho privado a la potes-
tad central del Estado, en tanto las Comunidades Autónomas han venido a asumir
determinadas competencias normativas, entre las que se encuentra la ya suscitada
defensa del consumidor y en el marco de idénticas limitaciones, el comercio interior».
A continuación, el TC repasa su doctrina sentada en la STC 71/1982, de 30
de noviembre, afirmando que según lo dispuesto en los artículos 149.1.6 y 8 la
competencia sobre el Derecho Privado corresponde al Estado. Sin embargo, y he
aquí el paso novedoso que ofrece esta sentencia, el TC introduce un test de propor-
cionalidad que habrá que seguirse, caso por caso, para ver si una determinada acti-
vidad de limitación administrativa (por ejemplo, la regulación de una determina-
da modalidad de venta), puede suponer en la práctica una regulación de activida-
des propias de Derecho Privado de carácter esencial y definidor del mismo, en
cuyo caso será competencia del Estado, mientras que de resultar del test de propor-
cionalidad un resultado negativo la competencia será autonómica.
A raíz de lo expuesto, puede afirmarse que la materia «defensa del consumi-
dor» tiene una importante vertiente administrativa que, como pone de manifiesto
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SANTAMARÍA PASTOR, «se ajusta a un esquema harto sencillo»: De un lado, medi-
das normativas que, por la misma naturaleza del objeto, han de dirigirse a discipli-
nar los actos de consumo, es decir, el régimen de las transacciones jurídico-privadas;
de otro, las diferentes medidas administrativas (inspectoras, sancionadoras, subven-
ciones, prestación de servicios públicos, etc.), tendentes a asegurar el cumplimien-
to de la normativa antes citada, así como las que disciplinen las distintas formas de
actividad administrativa que van a desarrollar las Administraciones Públicas tenden-
te a garantizar y proteger los intereses y derechos de los consumidores. Para este
último supuesto, la competencia sobre la defensa del consumidor y usuario será fun-
damentalmente de los entes territoriales autonómicos, que hayan asumido con el
carácter de exclusividad la misma, sin perjuicio de que subsiste todavía en manos del
Estado la posibilidad de establecer medidas administrativas de protección de los
consumidores que afecten a cuestiones de ámbito nacional (por ejemplo, el otorga-
miento de subvenciones a las asociaciones de consumidores de ámbito nacional).
En definitiva, puede concluirse este apartado señalando que el TC ha empleado
diversos criterios jurídicos a la hora de delimitar el ámbito competencial que corres-
ponde a cada entidad territorial en la materia de consumo, y que para una correcta
interpretación de su doctrina habrá que acudir a una interpretación sistemática de
todos estos criterios con el objeto de alcanzar un cierto grado de rigor en la adopción
de normas de protección del consumidor por parte de los poderes públicos.
2. LÍMITES A LA ACTUACIÓN NORMATIVA DE LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS
Como hemos observado, el ordenamiento jurídico, a través de los Estatutos
de Autonomía, en particular de aquellas Comunidades Autónomas que asumieron
la competencia exclusiva en materia de protección del consumidor, estableció una
serie de límites, fundamentados en diversos principios constitucionales y títulos
competenciales del Estado. La exclusividad, por tanto, con la que este grupo de
Comunidades ha asumido esta competencia significa que es a ellas a quien corres-
ponde, en su ámbito territorial, la garantía del objetivo de la defensa del consumi-
dor y del usuario con los límites derivados de la Comunidad y del propio Estatuto, parti-
cularmente en la medida en que configuran competencias reservadas al Estado.
Aunque sobre la problemática de los límites que tienen las Comunidades
Autónomas en orden a desarrollar sus políticas de consumo, ya nos hemos dete-
nido en diversos puntos de la presente investigación, resulta pertinente, en nues-
tra opinión, sistematizarlos de manera resumida haciéndonos eco de los principa-
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les pronunciamientos constitucionales vertidos sobre esta complicada materia.
Podemos agrupar los límites en torno a dos ejes: a) Títulos competenciales del art.
149.1 CE que inciden o desarrollan directamente la protección de los consumido-
res y b) Preceptos constitucionales que moldean la protección del consumidor.
Respecto a los primeros podemos distinguir entre los títulos competenciales
del art. 149.1 CE que atribuyen al Estado la competencia para dictar las condiciones
básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los dere-
chos y deberes constitucionales (art. 149.1.1ª), o las bases y la coordinación sobre la
sanidad (149.1.16ª), o sobre la planificación de la actividad económica (149.1.13ª);
de aquellos otros que van ligados a títulos competenciales que permiten desarrollar
directamente normas de protección del consumidor (art. 149.1.6ª y 8ª).
Comenzando con el estudio de cómo afecta el concepto de legislación bási-
ca que pueda dictar el Estado a la competencia que ostentan determinadas
Comunidades sobre la defensa del consumidor, el TC en la sentencia 15/1989, de
26 de enero, recuerda que esta materia nos puede situar ante una serie de dere-
chos respecto de los cuales «pudiera corresponder al Estado la regulación de las
condiciones básicas que garanticen la igualdad en su ejercicio y en el cumplimien-
to de sus deberes (art. 149.1, en sus números, 1, 6 , 8, 10, 13, 16 y 29 CE, princi-
palmente); es decir, ante materias que la Constitución toma como punto de refe-
rencia para fijar las competencias mínimas, que por corresponder al Estado que-
dan al margen del ámbito de disponibilidad de los Estatutos de Autonomía». La
pregunta, entonces, que debemos formularnos, es si el Estado en virtud de éstos
títulos competenciales (artículo 149.1.1, 13 y 16) tiene base jurídica suficiente
para promulgar una norma básica en materia de consumo, o planteando la cues-
tión en otros términos ¿es la LGDCU una norma básica?
La doctrina constitucional ha establecido un concepto dual de lo que debe
entenderse por bases, por lo que una norma podrá considerarse como base en
una determinada materia cuando exista una expresa designación de su carácter
(condición formal) o cuando se produzca la natural inferencia del mismo (con-
cepto material), por lo cual habrá de examinarse la estructura de la norma, su
contexto y los demás datos que permitan descubrir con naturalidad la decisión del
legislador al respecto.
Atendiendo a esta concepción, no parece que podamos atribuir el carácter
de básica a la LGDCU, con independencia de su calificación como «Ley General»,
pues no todo su articulado goza de la cobertura competencial que marca el art.
149.1 CE, especialmente los títulos que pueden tener repercusión sobre la mate-
ria defensa del consumidor. Sí que podrán tener el carácter de básicos aquellos
preceptos que tengan como base jurídica fundamental alguno de los títulos del
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art. 149.1 CE que confieren al Estado la competencia para dictar normas básicas.
Ello será especialmente visible cuando la norma de protección del consumidor
incida sobre aspectos que puedan integrarse en el título «sanidad» que no sólo el
Estado tiene la competencia para establecer las bases y coordinación sobre esta
materia, sino que además en el caso de que una determinada medida pueda caer
bajo el halo de las materias «sanidad» y «defensa del consumidor», en virtud de la
doctrina constitucional prevalecerá aquélla sobre esta última por tener un carác-
ter más específico. En este sentido se expresó el TC al examinar la constituciona-
lidad del art. 4.1.g) de la LGDCU que establecía que los «reglamentos reguladores
de los diferentes productos, actividades o servicios determinarán al menos: los
métodos oficiales de análisis, toma de muestras, control de calidad e inspección»,
declaró que dicho artículo «no prejuzga la titularidad de la competencia para
adoptar tales reglamentaciones, las cuales deberán ser dictadas por quien tenga
competencia para ello según la materia a que se refieren esos productos, activida-
des o servicios. No se agota, de todas formas, con lo indicado del contenido el pre-
cepto, ya que el legislador estatal impone una exigencia a esos reglamentos –esta-
tales o no– que, sin fijar criterio alguno respecto de la regulación que puedan esta-
blecer, se justifica en las propias competencias del Estado para fijar las «bases de
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sanidad»....De esta manera (...) quedan garantizadas unas condiciones mínimas
que, no obstante, toda Comunidad Autónoma con competencias sanitarias podrá
ampliar o desarrollar en la medida en que así lo estime oportuno y adecuado. En
consecuencia la previsión impugnada, establecida por Ley votada en Cortes y de la cual se
infiere con facilidad su carácter básico, no sólo no incurre en inconstitucionalidad,
sino que es resultado del ejercicio efectivo de la competencia que al Estado cons-
titucionalmente corresponde para fijar las bases de la sanidad, por lo que vincula
necesariamente a todas las Comunidades Autónomas».
Por último para terminar con el tema de las bases, el TC ha indicado que las
normas básicas no han de tener necesariamente rango legal, admitiendo que el
Gobierno de la Nación pueda hacer uso de su potestad reglamentaria para regu-
lar por Decreto alguno de los aspectos básicos de una materia, cuando resulten,
por la naturaleza de ésta, complemento necesario para garantizar el fin a que res-
ponde la competencia estatal sobre las bases. Así, por ejemplo, el RD 1334/1999,
de 31 de julio, por el que se aprueba la Norma General de etiquetado, presenta-
ción y publicidad de los productos alimenticios, cuya Disposición Adicional Unica
«Título competencial» establece que «El presente RD y la Norma General que
aprueba se dictan de conformidad con lo dispuesto en el art. 40.2 de la Ley
14/1984, de 25 de abril, General de Sanidad y al amparo de lo establecido en el
art. 149.1.13 y 16 de la Constitución. No obstante, la exigencia establecida en el
primer párrafo del artículo 18 sólo tendrá carácter básico respecto de las indicacio-
nes relativas a la lista de ingredientes, las instrucciones para la conservación y el
modo de empleo».
En relación a los títulos competenciales del art. 149.1 CE que pueden desa-
rrollar directamente la protección de los consumidores, el TC ha establecido en
su sentencia 225/1993, de 8 de julio, respecto a la actividad mercantil,
«que si el Estado posee competencia exclusiva en materia de legislación mer-
cantil (ex artículo 149.1.16 CE), ello excluye correlativamente, que el legislador auto-
nómico, en el ejercicio de su competencia en materia de comercio interior, pueda
entrar a regular ámbitos de la actividad mercantil que corresponden al Estado, como
pueden ser: la capacidad para el ejercicio del comercio, el nacimiento y extinción de
obligaciones que el ejercicio de esa actividad puede producir y el régimen jurídico de
los establecimientos mercantiles».
En segundo lugar hay que tener en cuenta la legislación civil, que como veí-
amos con anterioridad cuando examinábamos el tema de las cláusulas abusivas,
concluíamos que si la regulación administrativa autonómica no constituía un
novum en el régimen jurídico de las condiciones generales de contratación y se
limitaba, por tanto, a asegurar los derechos reconocidos por la legislación estatal,
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no incurría en exceso competencial. Por el contrario, en el caso de que sí innova-
ra el ordenamiento jurídico la norma sería inconstitucional, por tener el Estado
la competencia exclusiva sobre la materia civil, sin perjuicio de los derechos civi-
les forales o especiales, incluso si la norma autonómica se limitara a la simple
reproducción de la norma estatal. En los mismos términos se ha pronunciado el
TC respecto a la legislación procesal, entendiendo que el establecimiento del sis-
tema general de arbitraje de consumo es materia que se inserta dentro de la legis-
lación procesal civil, que es competencia exclusiva del Estado.
Para finalizar hay que traer a colación el segundo grupo de límites que se
derivaban de otros preceptos constitucionales, concretamente los artículos 139 y
38 CE, que se refieren a la unidad de mercado y a la libertad de empresa.
IV. EL ESTADO ACTUAL DE LA PROTECCIÓN 
DE LOS CONSUMIDORES DESDE EL PUNTO 
DE VISTA DE LA DISTRIBUCIÓN 
DE COMPETENCIAS ENTRE EL ESTADO 
Y LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS
Hasta este momento hemos analizado el panorama competencial en que se
encontraban las relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas en el
ámbito de la protección de los consumidores, en su etapa primigenia. Del mismo
modo, centramos nuestra atención en ver las soluciones que ofrecía nuestro Alto
Tribunal al resolver los distintos recursos de inconstitucionalidad y conflictos com-
petenciales que se han presentado ante el mismo, para intentar despejar la nebu-
losa que se cierne sobre el consumo. Apreciando que la doctrina constitucional
no siempre ha seguido un estricto razonamiento jurídico a la hora de ofrecer solu-
ciones a los problemas competenciales, si bien, desde un punto de vista práctico,
su jurisprudencia sí que ha arrojado algunos destellos de luz que permiten al legis-
lador estatal y autonómico conocer, con mayor o menor precisión, según los casos,
las competencias que tiene cada uno de ellos de cara a la adopción de medidas
normativas de protección del consumidor.
Pues bien, para aquellos que pensaran que el tema del régimen de distribu-
ción de competencias sobre la protección de los consumidores se encontraba, con
algunas salvedades, despejado, el legislador, por un lado, y el TC por otro, se han
encargado de reavivar el debate competencial, debido a la incursión en nuestro
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ordenamiento jurídico de dos hechos trascendentales desde la perspectiva de la
distribución competencial, que ha supuesto una reorientación de los principios y
bases competenciales en la materia consumo, que pasamos a examinar.
1. EL EQUIPARAMIENTO COMPETENCIAL DE LAS COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS QUE ACCEDIERON A LA AUTONOMÍA POR LA VÍA 
DEL ARTÍCULO 143 CE: LA LEY ORGANICA 9/1992, DE 23 DE DICIEMBRE
Habiendo transcurrido el plazo de cinco años establecido por el art. 148.2
CE, para que las Comunidades Autónomas de la vía lenta o, también denomina-
das de segundo grado, pudieran extender su ámbito competencial, resultaba de
sobra conocido, la intención de dichos territorios por llevar a efecto la previsión
constitucional. No obstante, se hallaban dificultades, fundamentalmente de ori-
gen político, acerca del iter procedimental que debía seguirse para ampliar el
espectro competencial de las Comunidades Autónomas del art. 143 CE. De una
parte, se tenía la opción del procedimiento ordinario de reforma de los Estatutos
de Autonomía –posición defendida por las Comunidades Autónomas implicadas
en el proceso–; de otra, se encontraba la posibilidad de emplear la vía utilizada
para ampliar las competencias de las Comunidades valenciana y canaria, a través
de una Ley orgánica de transferencias, como prevé el art. 150.2 CE.
A pesar de que como indicábamos, el art. 148.2 CE permitía a todas las
Comunidades Autónomas de régimen ordinario reformar sus Estatutos a los
efectos de ampliar sus competencias en el marco de lo establecido en el art.
149.1 CE, el camino que se ha seguido, fruto de los Acuerdos Autonómicos de
28 de febrero de 1992, no ha sido el de la reforma estatutaria ad initio, sino que
la ampliación competencial de dichas Comunidades Autónomas se ha canaliza-
do técnicamente a través del mecanismo recogido en el art. 150.2 CE, es decir,
una Ley Orgánica de transferencia, concretamente la Ley Orgánica 9/1992, de
23 de diciembre, de transferencia de competencias a las Comunidades
Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del artículo 143 de la
Constitución, trasladándose a posteriori a la reforma de los Estatutos de
Autonomía, reformados en marzo de 1994.
La razón que condujo a la elección de esta vía, como destaca la Exposición
de Motivos de la Ley 9/1992, reside en que presentando los Estatutos de
Autonomía diferencias en cuanto a la enumeración de las competencias, al nivel
en que éstas quedan asumidas por cada una de las Comunidades Autónomas, y
en las dicciones con que, en concreto, aparecen formuladas en cada uno de
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ellos, su desarrollo, de aprobarse en los estrictos términos estatutarios habría
generado como resultado una estructura del Estado en la que las diferencias
entre sus Entes territoriales podrían haber dado como resultado algunas disfun-
cionalidades en el conjunto del sistema. Recordemos lo que ocurría en las
Comunidades Autónomas que habían asumido la competencia exclusiva en
materia de protección de los consumidores, en las que la forma en que habían
recogido sus respectivos Estatutos de Autonomía la citada competencia no era
homogénea, lo que podía haber conllevado una hipotética interpretación, que
ofreciera como resultado que dichas Comunidades Autónomas habían asumido
la competencia sobre la protección de los consumidores en un plano de desi-
gualdad, lo que obviamente no era así, y en este sentido se manifestó nuestro
intérprete constitucional.
A favor del uso de esta opción, se manifestó EMBID IRUJO señalando que
el art. 150.2 CE hay que entenderlo «...como una posibilidad de (...) ampliar las
competencias de las Comunidades Autónomas frente a la voluntad de las mis-
mas», esto es, «como un mecanismo de defensa del Estado frente a algunas pre-
tensiones egoístas tendentes a no recibir una competencia cuyo ejercicio puede
ser problemático». A esto añadía, que «si el mecanismo de ampliación de las
competencias fuera el de la reforma estatutaria, sería imposible al Estado trans-
ferir una competencia contra la voluntad de una Comunidad Autónoma, pues
la apertura del procedimiento de reforma estaría en manos de la Comunidad»,
de tal manera que «las leyes orgánicas de transferencia pueden facilitar el pro-
greso de reforma de la Administración del Estado, al permitir la asunción por
todas las Comunidades Autónomas de bloques homogéneos de competencias
con los consiguientes traspasos de funciones y servicios y la posibilidad, así de
que el Estado suprima automáticamente su Administración innecesaria».
Por otro lado, no han faltado voces críticas que han vertido sus argumen-
tos en contra del empleo de la técnica recogida en el art. 150.2 CE. En este sen-
tido, MUÑOZ MACHADO opina que «por una parte se ha pretendido limitar
el principio dispositivo a los efectos de conseguir una cierta uniformidad com-
petencial, pero ello resulta contradictorio con la configuración constitucional
del Derecho a la autonomía; y por otra parte, la satisfacción de los deseos de
ampliación de competencias puede colmarse con la aprobación de una Ley
general de transferencias, pero el artículo 150.2, no parece que ofrezca un
cauce definitivamente idóneo». El recurso al art. 150.2 CE podría producir un
efecto «perverso» respecto a «que si el contenido y configuración de las com-
petencias a transferir, de acuerdo con los Pactos Autonómicos y la Ley Orgánica
del 150.2 que se apruebe, no coinciden en su contenido y alcance con las pre-
determinaciones estatutarias, quedarán en los Estatutos de Autonomía compe-
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tencias residuales, aplazadas sine die a la espera de una reforma para la que ya
no existen ni plazos ni previsión», lo que sin duda no ofrecería un panorama
tan armonizado.
En mi opinión, y ciñéndome al campo de la protección de los consumidores,
la fórmula empleada del art. 150.2 CE, nos parece acertada y correcta, pues según
los antecedentes que he enunciado, no cabe la menor duda que cierta uniformi-
dad y homogeneidad en la asunción competencial de la materia consumo era
deseable y exigible. De todas formas, no debe olvidarse que según los Acuerdos
Autonómicos de 28 de febrero de 1992, la ampliación competencial llevada a cabo
en base al art. 150.2 CE, iría seguida de su incorporación a los Estatutos de
Autonomía, mediante la reforma de los mismos, «a través de un artículo único, de
las competencias que recogidas en la Ley Orgánica de delegación o transferencia
corresponden a la Comunidad Autónoma, expresando que el contenido y ejerci-
cio de las mismas se ajustará y se entenderá integrado en los términos en que se
recojan en la Ley de delegación o transferencia».
De esta manera, en virtud del art. 3 de la LO 9/1992 se transferían a las
Comunidades Autónomas de Asturias, Cantabria, La Rioja, Región de Murcia,
Aragón, Castilla-La Mancha, Extremadura, Islas Baleares, Madrid y Castilla y León
las competencias de desarrollo legislativo y ejecución en la materia «defensa del
consumidor y usuario», cuyo ejercicio según el art. 13 «...se realizará de acuerdo
con las bases y coordinación general de la sanidad, las bases y la ordenación de la
actividad económica general y la política monetaria del Estado, de acuerdo con el
artículo 149.1.16ª, y los artículos 38, 131 y 149.1.11ª y 13ª de la Constitución»
Posteriormente, y mediante la correspondiente reforma estatutaria, que se operó
conforme a las Leyes Orgánicas 1/1994 (Asturias), 2/1994 (Cantabria), 3/1994
(La Rioja), 4/1994 (Murcia), 6/1994 (Aragón), 7/1994 (Castilla-La Mancha),
8/1994 (Extremadura), 9/1994 (Islas Baleares), 10/1994 (Madrid), 11/1994
(Castilla y León), de 24 de marzo, de reforma de los Estatutos de Autonomía de
las citadas Comunidades Autónomas, quedó integrada estatutariamente la
«defensa del consumidor y usuario» en los términos recogidos en la LO 9/1992.
Así lo recogen en sus correspondientes artículos, cuyo tenor literal establece
homogéneamente:
«Corresponde a la Comunidad de (...) el desarrollo legislativo, incluida la
potestad reglamentaria y ejecución de las siguientes materias, en el marco de la legis-
lación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca:
Defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la acti-
vidad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordinación
general de la Sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en
los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución».
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Conforme a la reforma estatutaria, las Comunidades Autónomas (con excep-
ción de Ceuta y Melilla), asumen un mismo nivel competencial en materia de con-
sumo. Esta afirmación requiere una previa explicación por nuestra parte, ya que
si nos fijamos en la redacción de los Estatutos de Autonomía que, desde un pri-
mer momento, ostentaban competencias exclusivas sobre la defensa del consumi-
dor y usuario, respecto de aquéllos que la acaban de asumir, ésta difiere en un
pequeño, pero quizás, importante detalle. Mientras las primeras asumen la com-
petencia como «exclusiva», la Comunidad de Madrid, de acuerdo con la LO
9/1992 y su posterior reforma estatutaria, no la recoge con el calificativo de «exclu-
sividad», sino como «competencia de desarrollo legislativo y ejecución».
¿Implica esta divergencia un nivel competencial diferente? En mi opinión, la
respuesta debe tener un sentido negativo, como así ha ocurrido en la práctica. Al
margen de que, como examinaré en las páginas siguientes, pueda tener alguna
relevancia la fórmula empleada en los Estatutos de Autonomía de las
Comunidades Autónomas de segundo grado respecto al régimen de supletorie-
dad de la LGDCU, conforme a la reciente jurisprudencia constitucional sobre la
misma, desde un punto de vista práctico y, por lo tanto, de conocer cuál es la com-
petencia que estas Comunidades pueden ejercitar sobre la defensa del consumi-
dor, esta diferencia no tiene ninguna relevancia. Si se examina alguno de los
Estatutos de Autonomía que califican la competencia sobre defensa del consumi-
dor como exclusiva, así, por ejemplo el EACat que establece: 
«De acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y
la política monetaria del Estado, corresponde a la Generalidad, en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131 y en los números 11 y 13 del apartado 1 del artícu-
lo 149 de la Constitución, la competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 5)
Defensa del consumidor y del usuario, sin perjuicio de la política general de precios
y de la legislación sobre la defensa de la competencia. Denominaciones de origen en
colaboración del Estado»;
se aprecia que no existe ninguna diferencia, desde un punto de vista del ejer-
cicio de la competencia, entre unas y otras Comunidades Autónomas. Las limita-
ciones que tienen ambas son exactamente las mismas, con independencia de la
omisión del algún apartado del art. 149.1 CE, que como vimos resultaba super-
fluo, pues todas las Comunidades Autónomas tienen como límite competencial lo estableci-
do en su totalidad por el art. 149.1 CE. De igual modo, ambos tipos de Comunidades,
con excepción de algunas del art. 143 CE, han promulgado el mismo tipo de
norma de protección de los consumidores: Estatuto o Ley de protección del con-
sumidor, aunque pensamos que las que todavía no han promulgado una norma
de este tipo lo terminarán haciendo, aunque, por supuesto, pueden optar por la
solución que les parezca más adecuada.
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2. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DEL EQUIPARAMIENTO COMPETENCIAL
EN LA MATERIA «DEFENSA DEL CONSUMIDOR Y USUARIO» DESDE
LA PERSPECTIVA DE APLICACIÓN DE LA LGDCU: EL TRÁNSITO 
DE LA GENERALIDAD A LA ESPECIFICIDAD EN LA LEGISLACIÓN
ESTATAL DE PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES
Una de las consecuencias a las que ha conducido la elevación del techo com-
petencial en materia de «defensa del consumidor y usuario» es la progresiva dis-
minución de la LGDCU. Como hemos examinado, la conocida STC 15/1989, de
26 de enero, que enjuició la constitucionalidad de la citada norma, tanto desde la
perspectiva de la competencia que tenía el Estado para aprobar una Ley general,
como del estudio concreto de diversos de sus preceptos, acarreó distintas conse-
cuencias jurídicas: de una parte, y debido al diferente grado en que se había asu-
mido la materia «defensa del consumidor y usuario» por parte de las
Comunidades Autónomas, mientras unas ostentaban la competencia exclusiva
(Cataluña, País Vasco, Galicia, Navarra, Valencia y Andalucía), el resto se limita-
ban a poder ejecutar la legislación que aprobara el Estado, el TC se pronunció a
favor de la constitucionalidad de la Ley general; de otra, la aplicación de la misma
no sería la misma en todas las Comunidades Autónomas. De esta forma y, respec-
to al grado de aplicación de la misma, el TC precisó, que aquellos preceptos de la
LGDCU que se encontraran una apoyatura jurídica en alguna de las cláusulas del
art. 149.1 CE serían directamente aplicables a todas las Comunidades Autónomas,
mientras que el resto que, de una u otra manera incidían sobre las competencias
de las Comunidades Autónomas, tendrían el siguiente valor: a) Respecto de las
Comunidades Autónomas que tuvieran la competencia exclusiva sobre la protec-
ción de los consumidores, dichos preceptos se aplicarían solamente de forma
supletoria; y b) Sobre el resto de las Comunidades Autónomas tendrían una apli-
cación directa, hasta que estas Comunidades Autónomas se equiparan, desde un
punto de vista competencial, con el resto.
Pues bien, la equiparación competencial se ha producido y, en la actualidad
aquellos preceptos de la LGDCU que tenían una aplicación supletoria respecto de
unos territorios concretos de nuestra Nación, ahora la ostentan respecto a la totali-
dad de España, con las excepciones de Ceuta y Melilla, que al no tener potestad
legislativa, no pueden desarrollar normas con rango de Ley en materia de protec-
ción de los consumidores que, como hemos señalado es materia objeto de reserva
de Ley. De hecho, de los 41 artículos en los que se estructuraba la LGDCU, fueron
declarados de aplicación supletoria por la STC 15/1989, de 26 de enero, los siguien-
tes: 1.1, 6, 7, 8.3 (es inconstitucional en su inciso «constituidas de acuerdo con lo estable-
cido en esta Ley»), 13.2, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20.1 y 2, 22 en sus números 1, 2, 3, 4 y
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6, 23, 24 (hay que interpretarlo según el FJº octavo, letra b)), Capítulo IX (32, 33,
34, 35 y 36, referidos a las infracciones y sanciones, con independencia de que no
diga nada la STC 15/1989, a excepción del apartado segundo del art. 36, hay que
entender que si las Comunidades Autónomas han previsto en sus normas sobre con-
sumo su propio régimen de infracciones y sanciones, quedará desplazado el de la
LGDCU), 40 (fue declarado inconstitucional) y 41; es decir, prácticamente la mitad
de la Ley no se aplica en la actualidad. Ello conlleva, en la realidad práctica, un efec-
to de indudable trascendencia al que podríamos denominar el proceso vaciamiento de
la LGDCU, que progresivamente va desinflándose por medio de las nuevas compe-
tencias asumidas por las Comunidades Autónomas en la protección del consumi-
dor, que actúan a modo de eficaces métodos de adelgazamiento del Estado en diver-
sos ámbitos materiales, fruto de la progresiva complitud del proceso autonómico.
De esta manera, se produce un cambio a la hora de configurar la política de
protección de los consumidores en nuestro país. Si en sus comienzos, a excepción
del País vasco, fue el Estado el que aprobó una Ley general en la que se fijaban
una serie de principios y directrices generales en la protección de los consumido-
res, lo que resultaba lógico en base a un doble motivo:
a) De un lado, el régimen competencial desigual en el que se encontraba
sumida esta materia, que demandaba del Estado la adopción de una
norma de protección del consumidor que tendría una aplicación directa
en aquellas Comunidades Autónomas que sólo tenían la competencia eje-
cutiva sobre la misma.
b) De otro lado, el alto grado de imbricación de diversas cláusulas del art.
149.1 CE en la materia defensa del consumidor, que son de competencia
exclusiva del Estado.
En la actualidad, se ha desplazado ese carácter de generalidad de la norma
estatal de consumo hacia las Comunidades Autónomas que han adoptado el
modelo de la LGDCU y de este modo han aprobado sus propias Leyes o Estatutos
de protección de los consumidores para sus respectivos ámbitos territoriales. El
Estado, por otro lado, se ha ido adaptando a los nuevos tiempos, y de acuerdo con
los nuevos aires que soplan en estos momentos en la configuración del Estado
autonómico, ha promulgado diversas normas de carácter sectorial en materia de
consumo, basándose en aquellos títulos competenciales del art. 149.1 que le otor-
gan competencias (legislación civil, procesal, mercantil, etc). Parece, por tanto,
que se cumplen los vaticinios del profesor BERCOVITZ, por lo menos en lo que
respecta a la órbita del Estado, que se decantaba por la aprobación de Leyes espe-
cíficas para los distintos ámbitos en que el consumidor deba ser protegido, como
modelo de desarrollo del art. 51 CE.
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3. LA NUEVA DOCTRINA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
SOBRE LA CLÁUSULA DE SUPLETORIEDAD: SU INCIDENCIA 
EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES
La regla de supletoriedad del Derecho estatal se encuentra contenida en el
art. 149.3 CE, inciso final, que establece que «el Derecho estatal será, en todo
caso, supletorio del Derecho de las Comunidades Autónomas» y constituye,
haciendo nuestras las palabras de GARCIA DE ENTERRIA, «una regla esencial en la
articulación entre el ordenamiento estatal y el autonómico»
La aplicación práctica de este principio había resultado pacífica. Como la
competencia del Estado, en gran parte de las competencias compartidas, se orde-
na en torno a la estructura bases-desarrollo (sanidad, planificación de la actividad
económica, etc.), el legislador estatal suele dictar Leyes básicas, que además de los
preceptos que tenían atribuido este carácter básico, contenían otro número de
disposiciones que carecían de tal calificación y que tenían como misión primor-
dial suplir las normas de desarrollo que corresponde dictar a las Comunidades
Autónomas por si éstas no dictaran tales normas o lo hiciesen de manera incom-
pleta. Otra de las funciones esenciales de la cláusula de supletoriedad, especial-
mente en materia de consumo, era la de cubrir el vacío jurídico existente en aque-
llas Comunidades Autónomas –las denominadas de la vía lenta– que no habían
asumido la competencia legislativa sobre la protección de los consumidores, con
el fin de evitar la desprotección de los consumidores en estos territorios, frente a
aquéllos que residían en las Comunidades Autónomas que tenían competencia
exclusiva sobre consumo y habían dictado sus propias normas de protección.
Como es sabido, el TC en su sentencia 15/1989, de 26 de enero, declaró que el
art. 149.3 CE daría por sí mismo cobertura suficiente a la LGDCU que, por lo tanto,
sería válida, «aunque quedaría desprovista de eficacia directa en aquellos ámbitos
territoriales en los que las correspondientes Comunidades Autónomas hubieran
ejercitado las competencias legislativas que, sobre la materia «defensa de los consu-
midores y usuarios», constitucional y estatutariamente hubieran asumido». Incluso el
TC dio un paso más, otorgando validez a la Ley impugnada, debido a que la materia
«defensa de los consumidores y usuarios» no había sido competencialmente asumida
por todas las Comunidades Autónomas en términos de identidad u homogeneidad.
En resumen, hasta el presente momento, el TC había negado que el Derecho
estatal supletorio fuera nulo, ya que su validez estaba plenamente justificada por el
diferente nivel competencial que caracterizaba el proceso autonómico. Sin embar-
go, tras la aprobación de la LO 9/1992, que igualó las competencias de todas las
Comunidades Autónomas respecto a la «defensa de los consumidores y usuarios»,
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parece que la interpretación de la supletoriedad podía dar un giro, como así ha
sucedido. Ya en la STC 147/1991, de 4 de julio, se empezaba a atisbar el cambio de
la doctrina constitucional, debido en gran parte a que el TC fue advirtiendo, a
pesar de sus reiterados pronunciamientos en contra, de que el legislador estatal
continuaba aprobando normas de aplicación supletoria, incluso en materias en las
cuales todas las Comunidades habían ya asumido competencias en un régimen de
homogeneidad. De tal forma que el TC sancionó que el Estado no puede aprobar
normas, ni siquiera con eficacia meramente supletoria, cuando todas y cada una de
las Comunidades Autónomas han asumido la competencia sobre la materia afecta-
da con el mismo grado de homogeneidad, dice así la STC 147/1991:
«lo expuesto conduce en principio a considerar viciadas de incompetencia y,
por ello, nulas las normas que el Estado dicte con el único propósito de crear
Derecho supletorio del de las Comunidades Autónomas en materias que sean de la
exclusiva competencia de éstas, lo cual no es constitucionalmente legítimo cuando
todos los Estatutos de Autonomía atribuyen a las Comunidades la Competencia como
exclusiva y en un mismo grado de homogeneidad».
En este contexto jurisprudencial se producen los dos conocidos pronuncia-
mientos de nuestro Alto Tribunal, en el que se da un nuevo paso en la concepción
doctrinal sobre la supletoriedad. Nos referimos a las SSTC 118/1996, de 27 de
junio, sobre la Ley 16/1987, de 30 de julio, de ordenación de los transportes
terrestres y la 61/1997, de 20 de marzo, sobre la Ley 8/1990, de 25 de julio, de
reforma del régimen urbanístico y valoraciones del suelo y el RD Legislativo
1/1992, de 26 de junio, sobre el régimen del suelo y ordenación urbana. En sín-
tesis, la nueva doctrina del TC sobre la supletoriedad, establece que allí donde el
Estado no tenga un título específico para legislar, no puede promulgar normas de
carácter supletorio, por lo que en base a esta doctrina las normas que éste hubie-
ra dictado con el mencionado carácter serían nulas.
Conviene, no obstante, analizar los aspectos fundamentales de dicha doctri-
na constitucional y cómo pueden desplegarse sus efectos sobre la materia consu-
mo. El TC analiza el significado de la supletoriedad del Derecho estatal diferen-
ciando un aspecto formal (las facultades del legislador estatal para declarar la suple-
toriedad) y un aspecto material (si donde el Estado carece de una competencia
específica puede dictar normas supletorias).
Desde la perspectiva formal, la supletoriedad del Derecho estatal es una regla
constitucional que va dirigida al aplicador del Derecho que detecte algún vacío
normativo o laguna jurídica, por lo que no corresponde al legislador estatal esta-
blecer qué normas tienen tal carácter. En este sentido, la STC 118/1996 señala que
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«la supletoriedad del Derecho estatal ha de ser inferida por el aplicador del
Derecho autonómico mediante el uso de las reglas de interpretación pertinentes y
por imperativo de la última frase del artículo 149.3».
Por consiguiente, al no corresponder al legislador declarar el carácter o no
supletorio de una norma, sino al aplicador del Derecho, el TC concluye afirman-
do la inconstitucionalidad formal de los preceptos de las leyes estatales que estable-
cían su carácter supletorio. Por lo que cabe deducir, como precisa CARBONELL
PORRAS, que desde este planteamiento estrictamente formal, la regulación suple-
toria «sería constitucional si el legislador estatal sólo señala los preceptos que son
legislación estatal básica o plena como consecuencia del ejercicio de las competen-
cias estatales, sin precisar la supletoriedad de los demás» Aplicando esta conclusión
a la LGDCU, podríamos afirmar que al no haber declarado, expresamente, dicha
norma el carácter supletorio de aquellos preceptos que no pertenecen a la compe-
tencia exclusiva del Estado, éstos tendrán carácter supletorio en aquellas
Comunidades Autónomas que no hayan legislado sobre la materia. Aunque convie-
ne recordar que sí habían sido declarados de no aplicación directa por el TC en su
sentencia 15/1989, por lo que según esta jurisprudencia constitucional, interpre-
tada de forma amplia, estos preceptos de la LGDCU serían nulos.
En segundo lugar, el criterio material establecido por el TC en la sentencia
118/1996, destaca que
«El Estado no puede dictar normas con eficacia meramente supletoria en mate-
rias sobre las cuales carece de todo título competencial; el legislador estatal no puede
apoyarse en la regla de la supletoriedad para dictar tales normas, por no constituir
una cláusula atributiva de competencia (...) cualesquiera norma precisa el Estado de
un título competencial específico que las justifique, y la supletoriedad no lo es».
Por esta razón, la STC 118/1996 concluye que, en las materias que todas las
Comunidades Autónomas han asumido competencias normativas, el Estado no
puede dictar una norma de carácter supletorio, salvo que lo justifique en un títu-
lo competencial propio, es decir, de los contenidos en el art. 149.1 CE. Lo que nos
hace plantearnos la siguiente cuestión. ¿qué significa que el Estado sólo puede
dictar normas supletorias cuando tenga un título competencial propio y específi-
co sobre la materia? No resulta fácil interpretar a qué se refiere el TC cuando
emplea el término específico, pues en la mayor parte de los títulos competencia-
les del art. 149.1 CE, la competencia del Estado sólo comprende una parte de la
regulación. De todas formas la conclusión a la que llega el TC nos parece un tanto
contradictoria, pues si el Estado dicta una norma sobre una materia para la que
tiene atribuida competencia, ya sea básica o plena, ésta será de aplicación directa,
pero no supletoria de la normativa autonómica. Por lo que, en nuestra opinión,
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no nos parece acertada la solución que nos ofrece el TC sobre la regla de la suple-
toriedad. De igual forma, en las sentencias mencionadas no tiene en cuenta la
especial naturaleza jurídica de Ceuta y Melilla, en donde la LGDCU tiene una
aplicación directa, por lo que si en virtud de la jurisprudencia constitucional gran
parte de la LGDCU es nula, nos podríamos encontrar con una situación de des-
protección de los consumidores en dichos territorios.
Según lo expuesto sobre la nueva doctrina constitucional sobre la interpre-
tación que debe realizarse sobre la cláusula de supletoriedad contenida en el art.
149.3 CE, deben extraerse una serie de consecuencias en lo referente a la protec-
ción de los consumidores en su vertiente competencial. En primer lugar, si el
Estado no puede aprobar normas con carácter supletorio en aquellas materias
sobre las que las Comunidades Autónomas han asumido la competencia exclusi-
va, como ocurre en la defensa del consumidor y usuario, y, por tanto, diversos pre-
ceptos de la LGDCU deberían ser considerados como nulos a tenor de las SSTC
118/1996 y 61/1997, ¿cuál es la norma de protección al consumidor aplicable res-
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Recordemos que el TC justificaba la existencia de una Ley general, debido
a que no todas la Comunidades Autónomas habían asumido en régimen de
homogeneidad competencial la materia «defensa del consumidor y usuario».
Esta situación como hemos examinado, ha cambiado sustancialmente de mane-
ra que podíamos afirmar que actualmente todas las Comunidades Autónomas
gozan del mismo nivel competencial. Sin embargo, no todas ellas han aprobado
una Ley o Estatuto de protección del consumidor, que sirva de pilar fundamen-
tal de sus respectivas políticas autonómicas de consumo, como ocurre en las
Comunidades Autónomas de Asturias, La Rioja, Navarra y Canarias. Esto no sig-
nifica que dichas Comunidades tengan la obligación de promulgar una Ley o
Estatuto que, de manera general, regule los principales aspectos de la interven-
ción administrativa dirigida a la protección de los consumidores dentro de sus
ámbitos territoriales. Estas podrán desarrollar sus competencias sobre la defensa
del consumidor y usuario mediante las normas, generales o sectoriales, que ten-
gan por conveniente aprobar, eso sí con rango de Ley, pues en nuestra opinión
el desarrollo del art. 51 CE exige la observancia de este rango. Si nos fijamos en
los ordenamientos jurídicos de las Comunidades Autónomas citadas no vemos
ninguna Ley que tenga por objeto la protección de los consumidores de forma
directa, aunque sí es cierto que pueden existir normas de protección indirecta
como Leyes sobre turismo, que contienen algunos aspectos relacionados con la
protección de los consumidores.
Pero esta solución parcial sigue sin poder ofrecernos una respuesta cohe-
rente y ajustada al mandato constitucional establecido en el art. 51 CE. No resul-
ta difícil imaginarse que dichas Comunidades Autónomas se sentían suficiente-
mente protegidas, desde el punto de vista de la protección del consumidor, por
la LGDCU, lo que significaba la no aprobación de una norma general de consu-
mo. Tras las sentencias del TC examinadas, se produce un considerable giro, ya
que a las Comunidades Autónomas se les obliga a desarrollar sus competencias
o a acudir al derecho preconstitucional para llenar las posibles lagunas jurídicas
con las que se encuentren a la hora de desarrollar y aplicar la política de consu-
mo. Es decir, las Comunidades Autónomas que no han aprobado su respectivo
Estatuto del consumidor se verán abocadas a legislar, para lo que podrán esco-
ger entre una doble opción: a) Aprobar una Ley o un Estatuto de protección del
consumidor completo, a imagen y semejanza de lo realizado por la mayoría de
las Comunidades Autónomas; o b) Aprobar una Ley de artículo único en el que
se establezca que en su ámbito territorial la norma de protección al consumidor
que se aplica es la LGDCU (siguiendo el modelo utilizado por algunas normas
urbanísticas). En su defecto, es decir, en el supuesto que no hagan uso de su
potestad legislativa, tendrían que acudir a la legislación preconstitucional para
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intentar buscar alguna norma de protección del consumidor aplicable en aque-
llos casos en que no pudieran llenar el vacío legal con las normas existentes en
su propio ordenamiento; y es precisamente en este punto donde surge el pro-
blema al ser la protección de los consumidores una preocupación que surge
principalmente a raíz de su inclusión en el Texto constitucional, por lo que no
encontraremos normas preconstitucionales con rango de Ley que tengan como
fin esencial la protección de los consumidores. ¿Qué hacer pues? Parece que la
única solución que les queda a estas Comunidades Autónomas es la de legislar,
lo que tarde o temprano tendrán que hacer, so pena, de que en sus territorios
los consumidores no cuenten con un apropiado sistema de protección.
En definitiva, como puede comprobarse, la jurisprudencia constitucional
depara unas consecuencias altamente negativas, desde la perspectiva de la pro-
tección de los consumidores, sobre todo teniendo en cuenta el argumento que
venimos repitiendo a lo largo de la investigación y que se reduce a la simple
apreciación de que consumidores somos todos con independencia de la
Comunidad autónoma en la que nos encontremos y que, por tanto, debería ser
exigible el reconocimiento de unos mismos derechos, así como de una homoge-
neidad en lo que respecta a los procedimientos que deban adoptar las
Administraciones Públicas tendentes a su protección, lo que no parece que vaya
a resultar una tarea fácil desde esta nueva perspectiva. Algunos Estatutos de pro-
tección de los consumidores se han mostrado sensibles a este problema, y han
previsto algunas medidas para paliar el pernicioso efecto, que desde el panora-
ma de la protección de los consumidores, puede causar la jurisprudencia cons-
titucional sobre la supletoriedad. Así, por ejemplo, la LPCM prescribe en su
Disposición Adicional Primera lo siguiente: «En lo no previsto en la presente
Ley se aplicará supletoriamente la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa
de Consumidores y Usuarios y cuantas disposiciones se hayan dictado en desarrollo de la
misma»; en el mismo sentido lo hace la LDCUC y León que en su Disposición
Final Segunda señala: «En lo no previsto en la presente Ley y normas que la
desarrollen será de aplicación la legislación del Estado en materia de defensa del consu-
midor y usuario». Nos mostramos totalmente de acuerdo y a favor de las previsio-
nes llevadas a cabo por estas normas de protección del consumidor que al fin y
a la postre, no hacen otra cosa que reproducir la cláusula de supletoriedad con-
tenida en el art. 149.3 CE.
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1. ¿QUÉ SON LOS CEC?
Los Centros Europeos del Consumidor son las Agencias Delegadas de la
Comisión Europea para informar, atender y apoyar a los consumidores y usuarios
europeos, en sus compras y utilización de servicios en un Estado Miembro de la
Unión Europea distinto del de residencia habitual, cuando estas transacciones no
son satisfactorias. Esta es una nueva iniciativa de la Comisión para incrementar la
confianza de los consumidores y usuarios europeos en los productos y servicios de
la Unión Europea y de este modo reforzar el Mercado Interior.
2. ¿QUÉ ES LA RED DE APOYO?
La Comisión Europea ha acordado impulsar, en cada Estado Miembro de la
Unión, el establecimiento de un Centro Europeo del Consumidor que funcionen
con unos parámetros comunes de actuación en la información que le proporcio-
na, así como en la tramitación de las quejas y reclamaciones trasfronterizas. Los
Centros actúan entre sí como oficinas colaboradoras en la mediación de las que-
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jas y reclamaciones; efectúan una labor permanente de revisión de los procesos y
proponen a la Comisión Europea mejoras de funcionamiento y de optimización
de recursos. 
De igual modo, desarrollan proyectos conjuntos específicos, para analizar en
profundidad problemas detectados en la protección al  consumidor “trasfronteri-
zo”; organizan talleres y jornadas temáticas, de las que resultan documentos e
informes de referencia que contribuyen a mejorar la confianza del consumidor
europeo y de terceros países, en los productos y servicios de la Unión Europea.
3. EL CEC EN ESPAÑA
La nueva iniciativa de la Comisión Europea ha obligado a una reorganiza-
ción de la mayoría de las estructuras pre-existentes dedicadas a la protección y
atención al consumidor y usuario europeo en los distintos Estados Miembros de
la UE para adaptarse a los nuevos requisitos exigidos por la Comisión, esto es: que
haya un único centro por país,  tutelado por la Institución pública cuyo ámbito
competencial en temas de consumo sea estatal, con suficientes recursos presu-
puestarios para asumir la cofinanciación, con experiencia demostrable en desa-
rrollo de proyectos de protección al consumidor y con suficiente estructura pro-
pia para apoyar a los Centros en la organización de las actividades programadas
en el proyecto.
En España, el Instituto Nacional del Consumo es el Organismo que responde
al criterio de Institución tutelar descrito por la Comisión, ya que su ámbito compe-
tencial en el desarrollo de sus funciones de coordinación, fomento y promoción de
los derechos de los Consumidores y Usuarios abarca todo el territorio Nacional.
El Instituto Nacional del Consumo ha apostado fuerte por impulsar el CEC
español y hacer llegar, a todos los rincones de nuestra geografía, información
práctica acerca de la existencia de este servicio, sus funciones y competencias y al
mismo tiempo, informar a los consumidores y usuarios “trasfronterizos”  sobre los
derechos que les asisten en sus adquisiciones, con independencia del país comu-
nitario en el que ejerzan tales derechos.
En la creación del Centro Europeo del Consumidor en España se ha queri-
do contar con la experiencia y conocimiento, así como con las estructuras, de las
anteriores unidades de información, atención, mediación y apoyo en la utilización
del sistema de arbitraje español al consumidor y usuario de la UE.
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De este modo, el CEC español va a contar con tres sedes: Madrid, Barcelona
y Vitoria. Esta estructura de funcionamiento asumirá las funciones de la pre-exis-
tente Clearing House, en el caso de Madrid y de las Euroventanillas, en los casos de
Barcelona y Vitoria. 
La Sede de Madrid, situada dentro de las dependencias del Instituto
Nacional del Consumo, es la responsable del proyecto e  interlocutor único ante
la Comisión Europea y ante los demás centros de la Red; coordina las actividades
programadas para 2005, así como las de difusión y promoción de sus funciones y
competencias ante los órganos competentes en materia de consumo de las
Comunidades Autónomas y de la Administración Local.
En su actividad diaria, las tres sedes informarán al consumidor europeo en
sus reclamaciones trasfronterizas, en los dos supuestos siguientes:
a) Los ciudadanos de cualquier país europeo que adquieran bienes o con-
traten servicios en España.
b) Los ciudadanos españoles que adquieran bienes o contraten servicios en
cualquier país europeo. 
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4. ¿POR QUÉ ES NECESARIO EL CEC?
En primer lugar, para ofrecer protección a los consumidores españoles.
Hoy en día, gracias a los medios de comunicación electrónica y a que los
españoles viajamos mucho, tanto por motivos laborales como por placer, compra-
mos productos o contratamos algún servicio más allá de nuestras fronteras. 
El problema surge cuando esas transacciones comerciales no son satisfacto-
rias, lo que, desafortunadamente ocurre con excesiva frecuencia. 
En esos casos hay que promover que el consumidor español reclame, y ahí
puede residir ya el principal problema: el consumidor desconoce sus derechos,
puede no hablar el idioma del proveedor o simplemente no sabe cómo ni dónde
puede reclamar.
En segundo lugar, nuestra tarea incluye  la protección de los ciudadanos de los
diferentes países europeos en España, que no conocen la legislación española, proba-
blemente tampoco conocen el idioma y tampoco saben ni dónde ni cómo recla-
mar ante un producto defectuoso o un contrato fraudulento. 
En estos dos ejemplos es donde entrarían en funcionamiento los Centros
Europeos del Consumidor: nuestra tarea es ayudar al consumidor europeo en sus
reclamaciones trasfronterizas: dándole apoyo tanto en el ámbito lingüístico como
en el técnico, poniéndonos en contacto con las empresas o los vendedores para
intentar resolver la reclamación sin necesidad de acudir a los tribunales. 
5. LA COLABORACIÓN Y COORDINACIÓN CON LAS AUTONOMÍAS 
Y LOS AYUNTAMIENTOS
El trabajo del CEC español se desarrollará en estrecha colaboración con las
unidades de consumo de las Comunidades Autónomas, así como con las Oficinas
Municipales de Información al Consumidor, Oficinas de Turismo, Asociaciones de
Consumidores y restantes entidades con intereses en la defensa y protección del
Consumidor y Usuario europeo.
La reclamación del consumidor europeo llegará por diversas vías: desde el
propio afectado, en persona, visitando las oficinas abiertas al público de alguna de
las tres sedes, por correo, teléfono, e-mail o fax; o a través de las oficinas y unida-
des establecidas en las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos de todo el terri-
torio español.
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Como ejemplo de la activa política de difusión de la creación del CEC y de
promoción y fomento de los derechos del consumidor y usuario europeo, el CEC,
en colaboración con el INC, ha organizado el jueves 31 de marzo y el viernes 1 de
abril de 2005, las Primeras Jornadas de Madrid, de presentación del Centro
Europeo del Consumidor, dentro del ciclo “La Europa de los Consumidores”, en
las que se ha contado con unos doscientos asistentes, con una extensa participa-
ción de las comunidades autónomas, ayuntamientos y asociaciones, tanto entre los
ponentes como entre los oyentes. 
6. CÓMO OPERAN LOS CEC Y LA RED DE APOYO
Los Centros Europeos del Consumidor y la Red de Apoyo van a garantizar al
consumidor europeo, en cualquier estado comunitario, la misma protección y cali-
dad de información, asistencia y apoyo que en su propio estado nacional, en el caso
de que sus derechos como consumidor y usuario se hayan visto conculcados.
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Pero nuestra tarea no sólo es informativa y de asesoramiento, también ofre-
cemos mediación y ayuda para encontrar la mejor solución, aportando al consu-
midor  asistencia lingüística, mediación con los proveedores y coordinación con
los demás centros de la red para aportarles orientación sobre los sistemas de
Resolución Alternativa de Conflictos existentes tanto en España como en el resto
de la UE, intentando evitar así, la costosa, complicada y en ocasiones difícil, vía
judicial.
7. LA DIMENSIÓN EUROPEA
Esta iniciativa de la Comisión favorece que el consumidor y usuario europeo
adquiera conciencia de sus ventajas y garantías, como ciudadano de la Unión e
incremente su confianza en sus productos y servicios. Así, se contribuye a fomen-
tar la calidad y la competitividad de la industria y la economía Europea, uno de
los objetivos más importantes de la Política Europea, según la Declaración de los
Jefes de Estado y de Gobierno en Lisboa, en el Consejo Europeo de la Primavera
de 2000. 
Por otra parte, esta política de protección del consumidor europeo es tras-
cendental para nuestro país.
No hay que olvidar que España es un destino turístico de primera categoría,
por lo que debemos ofrecer turismo de calidad, dando los mejores servicios e ins-
talaciones para poder ser competitivos frente a los nuevos destinos que están sur-
giendo, y aportar seguridad en nuestros productos y servicios, garantizando que,
si sus derechos como consumidores han sido vulnerados, existen mecanismos
rápidos y eficaces para reponerlos, de manera que vuelvan satisfechos a sus países
y contribuyan a promocionar  España como destino de vacaciones.
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ANÁLISIS DE LA NORMATIVA 
RELACIONADA CON LA VIVIENDA 
EN PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES
1. INTRODUCCIÓN
En nuestra cultura la vivienda se considera un bien primordial básico, tal vez
el más valorado por la ciudadanía. Se trata de una necesidad que incluso nuestro
propio texto constitucional la ha elevado a la categoría de derecho. Las reclama-
ciones en esta materia suelen ocupar un lugar preferente y no hay que olvidar que
esa inversión representa un esfuerzo económico considerable, que incluso se ha
visto incrementado notablemente en estos últimos años. Por todo ello es razona-
ble pensar que debe existir una legislación que garantice unos derechos básicos. 
Ese sentir es compartido por la propia administración, y prueba de ello es la
periodicidad con la que se llevan a cabo las campañas dirigidas hacia este sector.
Repasando nuestros archivos encontramos una campaña inspectora del año 1997,
basada preferentemente en el control de los aspectos informativos que luego cita-
remos. En el bienio 2002-2003 se acometió una nueva campaña y, sin olvidar esos
aspectos relacionados con la información, se hizo un especial seguimiento de los
modelos de contratos y sus cláusulas; esta última actuación coincidió con la publi-
cación de un modelo de contrato de compraventa de vivienda elaborado por el
Instituto Nacional del Consumo. Debemos adelantar que para el próximo año
2006 está prevista una nueva campaña. 
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Es probable que otras administraciones estén abordando otro tipo de actua-
ciones. No hay que olvidar que en este sector confluyen la administración local, y
en concreto el área de urbanismo, en cuanto a la supervisión del proyecto de eje-
cución e incluso el Departamento de Vivienda de la propia administración autó-
noma, si se trata de regímenes oficiales o protegidos, por citar unos ejemplos. 
Como preámbulo a la exposición conviene hacer un repaso de la normativa
que nos va a servir para tipificar aquellos procedimientos sancionadores derivados
de los incumplimientos relacionados con la adquisición de una vivienda. Es posible
que nos dejemos algún precepto, lo cierto es que los que se refieren a continuación
son los que con más frecuencia se aplican en los procedimientos disciplinarios:
• Real Decreto 515/1989, de 21 de abril, sobre protección de los derechos
de los consumidores en cuanto a la información a suministrar en la com-
praventa y arrendamiento de viviendas.
• Decreto 311/2001, de 4 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el
que se regulan las hojas de reclamaciones en materia de consumo de la
Comunidad Autónoma de Aragón.
• Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación.
• Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad.
• Ley 8/1997, de 30 de octubre, del Estatuto del Consumidor y Usuario de
la Comunidad Autónoma de Aragón.
• Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.
Como hemos referido anteriormente, existen otras normas que también ten-
drían relación con la compraventa de viviendas, tal es el caso de la propia Ley
23/2003 que debería ser tenida en cuenta, por poner un ejemplo, ante posibles
defectos de los electrodomésticos que se entregan con aquélla, por tratarse de bie-
nes corporales de consumo; o incluso otro precepto como es la Ley de aprovecha-
miento por turno de inmuebles turísticos. Como vemos, se trata de otras normas
que guardan relación, pero que no las vamos a desarrollar para simplificar el tema.
2. EL DECRETO 515/89
Se trata de la norma por excelencia en cuanto a regulación de aspectos bási-
cos en materia de vivienda, y se aplica a la oferta y promoción de venta y arrenda-
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miento de las mismas. Como es obvio pen-
sar, nos estamos refiriendo a una actividad
empresarial o profesional y no a la venta
entre particulares. El contenido de ese
texto ha servido de protocolo a las distin-
tas campañas realizadas por la Inspección.
La experiencia en cuanto a las actuaciones
sancionadoras ha sido muy variada y a ella
nos vamos a remitir.
No cabe duda que cualquier incum-
plimiento a este precepto puede derivar
en un expediente sancionador, si bien
debe entenderse que algunas irregularida-
des tendrán un grado de repercusión
mayor.
En el artículo segundo se establece
que toda oferta, promoción y publicidad
dirigida a la venta o arrendamiento de
viviendas se ajustará a las verdaderas carac-
terísticas, condiciones y utilización de la
vivienda, expresando siempre si la misma se encuentra en construcción o si la edi-
ficación ha concluido. Dos aspectos importantes esconde este artículo, en primer
lugar se refiere a la veracidad, hecho que no va a poder ser valorado a priori, y en
segundo lugar se establece la obligación de informar sobre la fase de construc-
ción. Esta última cuestión resulta muy simple, y en la práctica bastaría con indicar
que una vivienda está construida o terminada; frases del tipo “próxima entrega de
llaves”, “próxima construcción de viviendas”, son ejemplos de lo expuesto. 
Continuando la lectura del articulado constatamos que el siguiente se centra
en un aspecto que luego detallaremos, la publicidad, es por ello que nos remiti-
mos al apartado de la Ley de Publicidad.
Los tres artículos siguientes se refieren a aspectos meramente informativos.
No vamos a transcribirlos, aunque sí conviene recordar aquellas cuestiones que
merecen una especial atención, como son: identificación del vendedor, planos,
materiales, precio, autorizaciones de construcción, modelo de contrato, fecha
prevista de entrega, etc. Es conveniente matizar que la norma sólo exige tener “a
disposición”; desde el punto de vista semántico, como así ha sido matizado en
algunas sentencias judiciales, quiere decir ni más ni menos que el vendedor debe
disponer de esa información cuando le sea requerida, es decir, no queda obliga-
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do a entregarla si no se le solicita. Otro caso es que a la firma del contrato el con-
sumidor tenga derecho a recibirla, que equivaldría a una obligación ya más for-
mal. Esta puntualización es importante tenerla en cuenta a la hora de incoar un
posible expediente sancionador, incluso antes, en la propia fase de actuaciones
previas, donde debe quedar suficientemente acreditado que a petición de la admi-
nistración o del público no ha sido entregada. Por el contrario, y en la misma
línea, puede sorprender que se hable de “público”, en el que cabe englobar tanto
a interesados como no.
El artículo 7º de este decreto supone una garantía para aquellas cuantías que
se entregan a cuenta, en el caso de viviendas en construcción. Una vez terminada
la vivienda carece de sentido que se justifique algo que el propio comprador
puede comprobar. Volvemos a encontrarnos con esa matización “…se deberá
tener a disposición del público…”, por este motivo sólo se podrá sancionar en
aquellos casos en los que el vendedor no hace entrega de un documento que se
le está requiriendo. Debe añadirse que en este apartado se puntualiza que esos
documentos serán conformes a la Ley 57/68.
El resto de artículos se centran en el contenido del contrato que también va
a ser tratado en el apartado de cláusulas abusivas. No obstante conviene detener-
nos en el apartado 10º b)1. en el que se establece la posibilidad de que pueda exis-
tir una modificación del precio por una reforma “no previsible”, concepto que
resulta un tanto indeterminado, requiriéndose únicamente la previa conformidad
del adquirente. Se trata por lo tanto de una situación que por desgracia ocurre a
menudo y que puede ser utilizada en beneficio del vendedor. A la hora de valorar
la existencia de una supuesta irregularidad administrativa, es conveniente tener
presente esta cuestión que, como vemos, puede ocasionar no pocos problemas
interpretativos. Es cierto que se refiere a causas diligentemente no previsibles,
pero ¿qué se puede entender por ello?. Esta imprecisión, no sólo puede jugar en
contra del consumidor sino que también va a condicionar la decisión ante una
actuación administrativa.
3. EL DECRETO 311/2001 
Con anterioridad a la entrada en vigor de este decreto no existía una norma
que obligase en nuestra Comunidad Autónoma a disponer de hojas de reclama-
ciones a los distintos agentes que se dedican a esta actividad. En la redacción ini-
cial no quedaba suficientemente clara esa obligación hacia los promotores, sim-
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plemente se hacía mención a los A.P.I. y todos aquéllos que profesionalmente
intervengan en la mediación y asesoramiento en materia de compraventa y alqui-
ler de inmuebles y viviendas.
En un principio se llegó a pensar que cuando se refiere a “todos aquellos
agentes..” cabría la posibilidad de aplicarlo a promotores, constructores, etc, pero
una sentencia del juzgado de lo contencioso administrativo de Zaragoza vino a
precisar que el cometido de estos últimos no era la mediación ni el asesoramien-
to, en cuyo caso no les era de aplicación el precepto.
El pasado 28 de mayo de 2004 se publicó en el Boletín Oficial de Aragón la
Orden de 17 de mayo por la que se ampliaba la relación de sectores y se incluía
expresamente a los promotores y constructores de vivienda, logrando de este
modo evitar cualquier confusión al respecto. 
En cuanto a los aspectos que merece la pena significar en este apartado
debemos mencionar que la obligación se hace extensiva a todos los locales o
dependencias abiertas al público, que no se puede remitir a lugar o momento dis-
tinto del que se solicitan, que deben ajustarse a un modelo concreto y que debe
anunciarse a través de carteles informativos su existencia.
4. LA LEY 7/98 
La entrada en vigor de esta norma supuso un avance en el tema de los con-
tratos y, en especial, aquéllos que tienen relación con la vivienda. Nos encontramos
con una Ley que nace de la transposición de la Directiva 93/13/CEE que modifi-
ca, entre otras cosas, la Ley 26/84 General para la Defensa de los Consumidores y
Usuarios, y que regula especialmente las condiciones de contratación.
Centrándonos en el aspecto que más nos interesa, el procedimiento sancionador,
podemos decir que los contratos de vivienda han sido especialmente abusivos,
constatándose una tendencia de cambio muy positiva, en parte por la actuación de
Asociaciones de Consumidores, Órganos de las administraciones de Consumo, jue-
ces y tribunales, etc. En la actualidad hemos podido comprobar con cierta satisfac-
ción que cada vez son más los promotores que utilizan un modelo de contrato muy
similar al que en su día propuso el Instituto Nacional del Consumo.
Conviene indicar en primer término que las estipulaciones deben ser claras,
sencillas, equilibradas y negociadas. No vamos a detallar todas, aunque sí que
vamos a referirnos a aquéllas que tienen una especial relevancia:
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a) Falta de concreción de plazos: Se ha comprobado en algunos contratos inspec-
cionados que el plazo de entrega de las llaves no queda suficientemente
determinado, y en otras ocasiones se hace una simple mención a fechas
indicativas y condicionadas a la voluntad del profesional. Leer en un con-
trato que la entrega de llaves se va a hacer a lo largo del mes de Diciembre
puede llegar a ser tolerado, pero reflejar que la firma de la escritura se lle-
vará a cabo en el año 2006 o que se formalizará a los tres meses de que se
haya solicitado la pertinente autorización, o a los dos años del inicio de las
obras sin que se fije este primer plazo, o que simplemente no se haga nin-
guna mención, constituyen ejemplos de este tipo de cláusulas abusivas.
b) Falta de reciprocidad: Son muchos los ejemplos de cláusulas que reflejan un
claro desequilibrio a favor del vendedor. En ocasiones podemos encon-
trarnos con textos del tipo “ …se aplicará un 30 % de penalización por el
incumplimiento de los plazos de pago por parte del comprador…”, pero
no veremos que esto se acompañe de otra condición que establezca algo
parecido a “…el vendedor resarcirá con un importe equivalente al 30 %
de las cuantías entregadas en el caso de incumplimientos en los plazos de
entrega…”. Como puede constatarse, no se trata de una cláusula abusiva
intrínseca, la condición resulta desequilibrada ante la falta de una reci-
procidad que nivele la situación. Es por ello que es necesario hacer una
lectura completa de todo el clausulado para comprobar realmente ese
desequilibrio, de otra manera se sacaría una condición de contexto,
como vulgarmente suele decirse. 
c) Reserva a favor del vendedor de hacer modificaciones unilateralmente: Es habi-
tual comprobar que la empresa intenta justificar en razones técnicas,
administrativas o de otra índole, las posibles alteraciones en la ejecución
de un contrato. Se trata de una cláusula que muchas veces no resulta cla-
ramente abusiva, aunque en algunas ocasiones hemos comprobado la
inclusión de frases como la posible modificación por causas “económicas,
estéticas, etc.” ; no obstante y como hemos referido anteriormente, debe
tenerse en cuenta que la normativa ya posibilita que en “supuestos no
previsibles” puedan existir modificaciones. 
d) Imposición de servicios no solicitados: Es el caso habitual de los gastos de ges-
toría y tramitación de escrituras, que bien pueden ser realizados por el
propio consumidor, o de otros de similares características. Ha sido discu-
tido también el hecho de obligar a contratar un seguro de incendios con
una compañía determinada, que a mi juicio debe ser totalmente volunta-
rio por cuanto que la promotora recibe la totalidad del importe en el
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momento de la entrega; y en otro caso sería comprensible que la obliga-
ción partiese de la entidad financiera que concede la hipoteca o de la
propia voluntad del interesado, y en ningún caso imponiendo una
Compañía Aseguradora determinada.
e) Imposición de gastos que corresponden al vendedor: En los supuestos de gastos
de cancelación de hipotecas es exigible que el consumidor haya tenido
previamente la posibilidad de optar o no por la hipoteca solicitada por el
promotor. Sólo en el caso que haya existido esa clara y manifiesta opción
correspondería ese gasto ante un incumplimiento por parte del compra-
dor. En este apartado merece la pena significar el tema de las plusvalías
que corresponden al vendedor, por ello será condición abusiva aquélla
que contravenga este hecho. 
f) Libertad de elección de notario: Se trata de una condición muy particular, el
derecho de opción corresponde al comprador y el propio decreto 515/89
también regula esta cuestión. No puede existir una renuncia a este dere-
cho ni el traslado del mismo a la otra parte. En la práctica resulta difícil
determinar la posible abusividad considerando que se enmascara en cier-
to modo con frases del tipo “informado el comprador de su derecho a
elegir libremente el notario, se designa como tal a Don …”. Como ocurre
en otras cláusulas, conviene ser consecuente con la lectura del texto y
valorar si realmente se trata de una imposición. 
5. LEY 34/88
Se trata de una Ley en la que se hace una definición precisa del concepto de
la publicidad, y así se refiere a ésta como toda forma de comunicación realizada
en el ejercicio de una actividad profesional con el fin de promover de forma direc-
ta o indirecta la contratación de un bien o servicio; debe añadirse que esa comu-
nicación tiene habitualmente una pluralidad de destinatarios.
Publicidad engañosa, según esta Ley, es aquélla que de cualquier manera
induzca o pueda inducir a error a sus destinatarios o, en otro plano, cuando silen-
cie datos cuya omisión induzca del mismo modo a engaño.
Se trata, como bien podemos ver, de una apreciación que en muchas ocasio-
nes va a ser subjetiva. Por otro lado, no se puede presumir con antelación que algo
vaya a ser realmente engañoso, sólo cuando se haya materializado cabe calificar la
conducta como engañosa.
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Nos encontramos ante una posible irregularidad difícil de determinar en
ocasiones. Pongamos un ejemplo, un ciudadano de Tarazona animado por una
publicidad decide adquirir un apartamento en primera línea de playa en la costa,
y formaliza el contrato en su localidad; meses más tarde acude a interesarse por la
marcha de las obras y descubre que delante de su futura vivienda pasa la vía del
tren y que la estación está a muy pocos metros, y la supuesta playa es una orilla de
mar inaccesible. Puede resultar fácil pensar que el consumidor que se sintió atra-
ído por aquella publicidad entienda que se le habían ocultado datos de especial
relevancia. Si este mismo adquirente hubiese formalizado el contrato a pie de
obra, viendo la situación, no cabría pensar lo mismo, por cuanto que pudo anali-
zar todos los elementos, sin necesidad de que nadie le aclarase las ventajas o
inconvenientes de esa ubicación.
Se trata, como hemos reiterado, de una cuestión que no puede valorarse a
priori, y subjetiva, que como tal va a influir cuando menos a la hora de tipificar o
incluso graduar una sanción. No sería lo mismo si se trata de un ciudadano perju-
dicado, o que sean varios o la mayoría.
En otras ocasiones, y considerando que la publicidad también tiene valor
contractual, puede entenderse que antes que un engaño exista realmente un
incumplimiento de ese contrato, hecho más fácil de objetivar. Supongamos que
en una promoción se publicita carpintería de madera y acaba siendo de aluminio,
nadie informa de ese cambio y se entrega la vivienda. Es más fácil tipificar la
infracción como una alteración de un elemento de acuerdo con lo pactado, que
acudir a un precepto en el que se refiera engaño o confusión, que parece impli-
car que esa era la voluntad previa del vendedor, la de engañar o confundir.
Para finalizar este apartado debe añadirse que la aceptación de la existencia
de un estilo de lenguaje publicitario, así como la propia capacidad de los consu-
midores para discernir, motivan que no sea fácil valorar que realmente estamos
ante un mensaje engañoso.
6. LA LEY 8/97
El principio de legalidad obliga a tomar como referencia una norma con
rango de Ley para regular la potestad sancionadora y tipificar las distintas infrac-
ciones. En nuestra Comunidad Autónoma, y aunque ya se está trabajando en un
proyecto de Ley nueva, debemos tomar como referencia el Estatuto actual. Este
precepto es considerado en nuestro territorio como la norma básica en materia
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de consumo, relegando a un segundo plano a la propia ley 26/84 por cuanto que
las competencias de consumo han sido asumidas por nuestra Comunidad.
No podemos decir que la vivienda tenga un apartado especial, se considera
como un bien más. En el artículo 39 se hace una mención específica a este sector, y
en concreto al tema de la información. Puede resultar hasta anecdótico que se haga
referencia a la expresión tráfico inmobiliario de viviendas que, desde un punto de
vista semántico y aunque esa no fuese la voluntad del legislador, podría interpretar-
se que se está traficando, concepto que parece tener otro tipo de consideraciones. 
¿Qué preocupa a los consumidores cuando ya se les ha hecho entrega de las
llaves? Habitualmente esa serie de desperfectos de terminación y otros de mayor
entidad, ¿cómo tipificarlo?, dependiendo de las situaciones podría incardinarse
en el artículo 43.1.7º, si se trata de una negativa injustificada a atender una
demanda conforme al uso; o en el 43.1.15º, en el que se sancionan las alteracio-
nes o fraude en la calidad de un bien. La situación individualizada y el análisis
completo nos encaminarán en una u otra línea.
En otros supuestos acudiremos al art. 43.1. párrafos 9º ó 10º para aquellas
deficiencias referidas a información y documentación. La cuestión de la publici-
dad engañosa tendría acomodo en el párrafo 14º: “…toda conducta que por
acción u omisión induzca a engaño o confusión…”. Y para finalizar, existen otra
serie de situaciones como son la obstrucción inspectora, la falta de colaboración
y otras similares, cuya tipificación encaja en el apartado 43.1.15º.
Son muchos los ejemplos en los que puede verse la dificultad o la imposibi-
lidad de actuar desde un punto de vista disciplinario. Por citar un ejemplo, no
hace mucho tiempo, una decena de consumidores denunciaron a una promoto-
ra porque en la memoria de calidades se incluía la calefacción individual, que
también figuraba en la publicidad. Parece ser que el resto de copropietarios pro-
pusieron a la promotora que aquélla fuese colectiva, y como se trataba de unas
viviendas de protección oficial se hizo una asamblea y en mayoría se elevó la pro-
puesta de hacer las modificaciones. La administración encargada de supervisar la
promoción no puso objeción al cambio y simplemente exigió que no se modifica-
se el precio final, como así fue. Aunque a nivel individual existió un incumpli-
miento sobre lo pactado inicialmente y sobre lo publicitado, se daban una serie de
connotaciones que impedían calificar el hecho como infracción. Debemos recor-
dar que el propio decreto 515/89 abre la puerta a posibles modificaciones “no
previsibles”, en las que bastaría la comunicación al interesado para que éste pueda
decidir sobre la continuidad o no del contrato. Con esto se pretende resumir o
puntualizar que cada caso debe ser valorado por separado y con una visión con-
junta de todos los aspectos que puedan incidir.
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7. LEY 38/99
En primer lugar, debe indicarse que se trata de un precepto que regula las
supuestas responsabilidades civiles derivadas de la ejecución de una obra. Se trata,
por lo tanto, de una norma que tiene muchas limitaciones a la hora de incorpo-
rarla en un procedimiento sancionador. 
No obstante, sí que podemos entresacar, cuando menos, algún parámetro de
referencia como es el plazo de un año en que se debe responder de los vicios esté-
ticos o defectos de ejecución.
Querer llegar a otros plazos como son los tres años por defectos en las insta-
laciones o incluso los diez en los estructurales, sería muy ambicioso. En primer
lugar, deberían considerarse los plazos de prescripción de las infracciones, cuán-
do comienzan a computarse éstos, y la necesidad de disponer de informes técni-
cos cualificados. En la práctica resulta prácticamente inviable esta posibilidad.
El hecho de tomar como referencia ese plazo de un año en esos vicios peque-
ños tiene su importancia si consideramos que la vivienda no está incluida en la Ley
23/2003, de Garantías, no es un bien mueble corporal. Aquellos defectos de aca-
bado que se manifiesten con posterioridad ya no se presumirían como originarios. 
Como curiosidad, la norma establece en su disposición adicional primera,
apartado d), que las multas por incumplimiento del artículo 6 de la ley 57/68, se
impondrán en las cuantías de hasta el 25 % de las cantidades cuya devolución
deba ser asegurada o lo dispuesto en la normativa de esas Comunidades
Autónomas. Como vemos, se trata de un matiz que pueda hacer comprensible que
la exposición de motivos haga alusión a la propia Ley 26/84.
8. SUJETOS RESPONSABLES 
Para finalizar, y después de haber repasado muy brevemente estas normas, es
necesario detenernos en una figura de especial importancia en el procedimiento
sancionador, el sujeto responsable. Si tuviésemos en cuenta el artículo 44 de la Ley
8/97, resultaría fácil pensar que la supuesta responsabilidad imputable a las irregu-
laridades descritas anteriormente, podría recaer en cualquier persona física o jurí-
dica que tenga relación directa o indirecta con la compraventa. Sin embargo, en la
práctica se siguen unas pautas que, guiadas por el sentido común, intentan aplicar
ese criterio de responsabilidad hacia quien realmente comete la infracción.
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En la fase de información o en aquellas cuestiones derivadas de la publicidad
o incluso de condiciones abusivas, se considerará responsable a la persona física o
jurídica que haya intervenido directamente en esta fase, bien sea la propia inmo-
biliaria, una agencia o cualquier otra.
En cuanto a los defectos o irregularidades derivadas de la ejecución, es lógi-
co pensar que la responsabilidad administrativa se exija únicamente al promotor,
de otro modo entraríamos en un laberinto de difícil solución. No podemos caer
en el error de ir siguiendo de un hilo que acabaría en el operario que llevó a cabo
materialmente la obra; y debe pensarse que el promotor está obligado a supervi-
sar y controlar toda la ejecución. Distinto es que, a nivel judicial y pretendiendo
buscar una responsabilidad civil, se dirija la reclamación contra otros intervinien-
tes, como así viene a reconocer la Ley de Ordenación de la Edificación.
Lo dicho anteriormente tendría una salvedad o cuando menos un supuesto
que merece una especial atención como es el caso de las Cooperativas, que actú-
an como promotoras. Podría servir de criterio en este caso que la responsabilidad
administrativa recayese sobre el gestor de la cooperativa, si consideramos que en
la exposición de motivos de la precitada Ley 38/99, se le equipara a la figura del
promotor. 
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PLOBLEMÁTICA DE CONSUMO 
EN LA INTERMEDIACIÓN INMOBILIARIA
Cuando en cualquier negocio o, en particular, en la transmisión de una
vivienda, interviene con alguna función de cierto significado alguien que no es
comprador ni vendedor, estamos en presencia de un intermediario, que puede ser
habitual u ocasional, profesional o amateur; aunque en sentido más propio, la
intermediación inmobiliaria, dentro de la que se encuentra la transmisión de
viviendas, es la que realizan los agentes de la propiedad inmobiliaria, cuya función
consiste esencialmente en poner en contacto al propietario de una vivienda, que
desea venderla, con quien pretende comprarla.
Desde la problemática del consumo, no importa tanto quienes desempeñan
esta función en términos estrictos y legalmente irreprochables –que ciertamente
los hay– sino aquéllos cuyas pautas de actuación originan diversos problemas,
especialmente porque no faltan mediadores que desarrollan una actividad más
amplia que la antes indicada como propia de su profesión, y también por el hecho
de que casi todos mantienen a ultranza aislados entre sí a quienes han de ser parte
en el contrato, asumiendo ellos las negociaciones con uno y otro. Así lo acusa la
sentencia de 19 de diciembre de 2002, de la Sección 5ª de la Audiencia Provincial
de Zaragoza, cuando señala que “...en casi todas las operaciones de transacciones inmo-
biliarias realizadas con la mediación de un agente o experto inmobiliario, se produce una
incomunicación casi total entre vendedor y comprador…”.
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La razón práctica de este proceder es evitar lo que suele denominarse el
“puenteo”, es decir, el entendimiento entre comprador y vendedor, para defrau-
dar los derechos del agente, pretendiendo desconocer su intervención y negarle
la retribución que le corresponde; pero tampoco es menos cierto que este modo
de actuar desvirtúa una función destinada por definición a poner en contacto a
comprador y vendedor, y origina no pocos problemas, pues al decir de la propia
sentencia citada, es esa incomunicación la que dificulta la concepción y comprensión
de las realidades jurídicas que se van produciendo en el período de gestación de la compra-
venta, de modo que cuando ésta no llega a producirse, quedan tres intereses económicos por
dilucidar, los honorarios del agente y los posibles derechos resarcitorios o indemnizatorios de
los interesados en la venta y en la compra; y ello porque en la fase previa al otorga-
miento de escritura pública con que ordinariamente concluye el proceso, se sue-
len suscribir documentos privados cuya eficacia resulta decisiva en muchos casos. 
Ciertamente, la transmisión de viviendas se documenta casi sin excepción en
escritura pública, hasta el punto que en el inconsciente popular está muy exten-
dida la idea de que la escritura pública es obligatoria; lo que de derecho no es cier-
to de ningún modo, porque no hay ley que exija su otorgamiento para la validez
de la compraventa, que sería válida, incluso, si se celebrase de palabra.
De hecho, sin embargo, se acude al notario en la práctica totalidad de los
casos, por motivos distintos a la validez de la enajenación: en particular porque la
financiación del precio que debe pagar el comprador se lleva a cabo generalmen-
te mediante créditos hipotecarios, que exigen su inscripción registral, dado el
carácter constitutivo de la inscripción del derecho real de hipoteca; y también por
las garantías que otorga al adquirente la inscripción en el Registro de la
Propiedad, en el que no pueden inscribirse los documentos privados.
Importa aquí recordar que en nuestro Código civil los contratos se perfeccionan
por el mero consentimiento, según el principio espiritualista, cuyos orígenes se remon-
tan al Ordenamiento de Alcalá, y así lo proclama el inicio del art. 1.258 CC., sien-
do desde entonces obligatorios para quienes los celebraron, entre los que tienen
fuerza de ley (art. 1.091 CC.), sin que su validez y cumplimiento pueda quedar al
arbitrio de una sola de las partes (art. 1.256 CC.). En suma, en contra del creer
profano, un contrato no es un documento, sino algo tan inmaterial como un
acuerdo de voluntades y desde que existe tal acuerdo hay contrato perfecto, irre-
vocable por la sola voluntad de una de las partes y obligatorio para ambas.
Que, por el hecho de no existir un documento que acredite la celebración
del contrato sea difícil –o, a veces, imposible– probar su existencia si uno de los
contratantes la niega, no desvirtúa las anteriores conclusiones.
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Antes del otorgamiento de la escri-
tura de compraventa ante Notario existe
siempre un periodo de negociaciones
en el que, con intervención de los
mediadores que nos ocupan, se alcan-
zan acuerdos que, lejos de constituir
una situación provisional y unilateral-
mente revocable, implican en la mayoría
de los casos la perfección del contrato
en un momento anterior al otorgamien-
to de la escritura pública, de modo que
los acuerdos alcanzados en esta fase
resultan trascendentes, especialmente
cuando la operación se frustra y no llega
finalmente a consumarse.
La profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria estuvo regulada en
nuestro Ordenamiento por Decreto de 4 de diciembre de 1.969 y más tarde por
Real Decreto 1.613/81, declarado nulo por sentencia de 22 de diciembre de 1983,
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo. Sin embargo, sus disposiciones pueden
resultar útiles como criterio orientador acerca de sus funciones.
Decían aquellas normas legales que estos profesionales desempeñan funcio-
nes de mediación, tramitación, informe y consejo en la compraventa de toda clase
de bienes inmuebles, con la obligación de actuar con “eficacia, ética, decoro profesio-
nal, reserva y legalidad”. 
Los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria se relacionan con los clientes que
acuden a ellos y les contratan, mayoritariamente con quienes desean vender una
vivienda, aunque también pueden acudir a ellos quien desea comprarla; pero de
hecho, inicie la relación uno u otro, más que ponerles en relación, suelen ser los
mediadores quienes se relacionan con ellos por separado de suerte que, general-
mente, el comprador sabe que hay vendedor y el vendedor que hay comprador,
pero ninguno de ellos conoce la identidad del otro.
Tanto la doctrina como las sentencias de los Tribunales, entienden que la
relación del mediador inmobiliario con el cliente que le contrata, constituye una
figura contractual atípica que carece de regulación legal específica, estando pró-
xima a dos relaciones típicas: el mandato y el arrendamiento de servicios. 
De este modo, en cuanto arrendamiento de servicios, el agente viene obliga-
do a utilizar todos los medios a su alcance para el buen éxito de la gestión enco-
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mendada; y en cuanto mandatario, debe acomodarse a las instrucciones del man-
dante, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 1.719 CC., debe darle cuenta de sus
operaciones, y abonarle cuanto haya recibido en virtud del mandato, a tenor de
lo dispuesto en el art. 1.720 CC.
Según esta configuración, la actuación de los Agentes de la Propiedad
Inmobiliaria en el terreno que les es propio excluye una serie de actividades
que, sin embargo, realizan en ocasiones, como representar a ambas partes,  per-
cibir retribución de comprador y vendedor, o mediar en la operación en pro-
pio nombre, comprando al vendedor y vendiendo al comprador, beneficiándo-
se de la diferencia de precio, entre el que percibe el vendedor y el que paga el
comprador.
La entrega de cantidades en concepto de señal o arras, figura jurídicamente
problemática en muchos casos (pues hay que distinguir entre tres clases de arras
confirmatorias, penales y penitenciales, lo que no siempre es fácil) se complica
cuando intervienen los agentes mediadores, que reciben del potencial comprador
un dinero al que adjudican diversos nombres, como el de señal, o pago en con-
cepto de reserva, depósito a cuenta... etc.
Un precepto específico del régimen legal de la compraventa, el del art. 1.454
CC., establece la facultad del comprador de allanarse a perder la suma entregada
en concepto de arras, o el vendedor a devolverla duplicada, en caso de que uno u
otro deseen desistir del contrato; aunque la Jurisprudencia ha señalado con reite-
ración que a este tipo de arras, que reciben el nombre de penitenciales, le debe
ser asignado por las partes esta función con toda claridad, pues en otro caso las
sumas entregadas a cuenta no son sino pago adelantado de parte del precio, que
confirma la existencia del contrato (es decir, las llamadas arras confirmatorias),
las cuales no constituyen un medio de separarse lícitamente del contrato perdién-
dolas, porque los contratos tienen fuerza de ley entre las partes y su validez no
puede quedar a la exclusiva voluntad de una de ellas.
En la práctica, cuando median arras penitenciales, a consecuencia de la inco-
municación a que antes nos referimos, suele ser el mediador quien recibe la suma
del comprador, aunque sea su cliente el vendedor quien luego opte por no ven-
der, quedando obligado a devolver el doble de una suma que él personalmente no
recibió. En estrictos principios, si existe un mandato o encargo del vendedor al
agente autorizándole a recibir arras penitenciales en su nombre, el vendedor
queda afectado por las consecuencias del régimen de pérdida o devolución  dupli-
cada antedicho; mientras que si el agente recibe las arras extralimitándose con
ello en el mandato, será el propio agente quien queda personalmente obligado en
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caso de que el vendedor no ratifique su actuación. Sin embargo, en estos casos al
comprador se le suele plantear el problema práctico de determinar a quien recla-
mar, porque raras veces conocerá con la precisión necesaria las relaciones entre
el vendedor y el agente que, sin embargo, a estos efectos le afectan.
Los Tribunales han declarado que la función de mediación en estas opera-
ciones no corresponde en exclusiva a los agentes de la propiedad inmobiliaria,
por lo que cabe que se dedique a ella cualquier persona que, con la misma liber-
tad de actuación, puede decidir llevar a cabo su intervención en el negocio com-
prando y luego revendiendo con lucro lo comprado. Sin embargo, ésta no es la
típica función de mediación que nos ocupa y, en tal caso, nos encontramos nece-
sariamente con dos compraventas en las que el sedicente mediador es parte, en
una como comprador y en la segunda como vendedor, como ocurre habitualmen-
te en la mayoría de las actividades comerciales. Cada uno de los contratos deven-
garían el Impuesto de transmisiones patrimoniales, sin existir de derecho relación
directa alguna entre el primer vendedor y el comprador final. 
En todos los casos en que el intermediario no compre en nombre propio
para luego vender a otro, llevando a cabo dos compraventas, cualquier aumento
de precio que pueda conseguir como consecuencia de su intervención no le per-
tenece a él, sino a su cliente y mandante, el vendedor, toda vez que el art. 1.720
CC impone al mandatario la obligación de entregarle todo cuanto haya recibido
como consecuencia del mandato, aunque no le fuera debido.
Los servicios del mediador pueden prestarse al vendedor,  esto es, a quien
busca un comprador porque desea vender, o bien al potencial comprador que
le encarga la búsqueda de una vivienda para comprarla –lo que en la práctica
es menos frecuente– pero uno solo de ellos será su cliente, pese a que sea prác-
tica habitual en el sector el cobro de honorarios por el agente mediador tanto
al vendedor como al comprador. Ni ética ni legalmente puede justificarse un
supuesto doble servicio simultáneo con devengo de honorarios a cargo de las
dos partes, al ser esencialmente incompatible el asesoramiento a quienes tie-
nen intereses contrapuestos en un asunto (del propio modo que sucede con los
abogados). En el caso más frecuente, el servicio presta al vendedor que desea
enajenar la vivienda de su propiedad, en tanto que el comprador responde a la
oferta o anuncio de la pretendida venta, por lo que el mediador no le presta
ningún servicio, pese a que en ocasiones le haga suscribir algún documento
que intente justificarlo.
La Sección 4ª de la Audiencia Provincial de Barcelona, en su sentencia de 12
de abril de 2000, es concluyente al entender que si el agente “recibió un encargo de
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venta por parte de la propiedad de la finca, y en cumplimiento de ese encargo encontró un
comprador para la misma, la configuración de un segundo apoderamiento por parte del com-
prador implica el conflicto de intereses porque ese segundo apoderamiento es fraudulento y no
tiene más sentido que crear una apariencia jurídica que justifique el devengo de unos hono-
rarios injustificados”.
Fuera de actuaciones más o menos regulares –aunque algunas de ellas legal-
mente objetables– desgraciadamente la práctica nos muestra también otras que son
indiscutiblemente abusivas, como la de cobrar al comprador por indicarle o presen-
tarle a una entidad bancaria para que le conceda el crédito hipotecario para finan-
ciar la compra; lo que resulta mucho más reprobable cuando en términos estadísti-
cos se advierte que tales cobros se hacen casi siempre a compradores pertenecien-
tes a los segmentos de población más desfavorecidos y en no pocas ocasiones a los
inmigrantesen quienes se enfrentan en estos casos a un proceso kafkiano, como des-
conocedores de las prácticas, leyes y costumbres de un país que no es el suyo.
Cabe finalmente reiterar que estas prácticas no son, ni mucho menos, las de
todos los agentes mediadores, pero tampoco producto de una imaginación calen-
turienta, pues los casos que se plantean ante los Tribunales y las consultas de las
oficinas de consumo, ponen de manifiesto su existencia.
Las características del sistema con arreglo al cual organiza el ordenamiento
jurídico español lo que podría denominarse el estatuto de la propiedad inmobiliaria,
dan lugar a que las enajenaciones o transmisión de bienes inmuebles, se trate de
viviendas o de otra clase de ellos,  se documenta en la inmensa mayoría de los casos
en escritura pública, tanto porque al ser la única clase de documento inscribible en
el Registro de la Propiedad, según dispone el art. 3 de la Ley hipotecaria, no es posi-
ble alcanzar de otro modo las garantías que se derivan para el adquirente de la ins-
cripción registral, como porque la financiación de la compra se suele realizar
mediante crédito con garantía hipotecaria, que exige la previa inscripción del
inmueble gravado con la hipoteca, dado el carácter constitutivo de la inscripción
registral de este derecho real de garantía. 
Sin embargo, al otorgamiento de escritura notarial de compraventa precede
siempre una fase de negociaciones, que es la que culmina con el acuerdo de lle-
var a cabo la compraventa, de suerte que el contrato, entendido como acuerdo de
voluntades, es anterior a la escritura, y ésta únicamente la constatación formal de
aquél. En no pocos casos intervienen en esta fase previa terceras personas, entre
las que tienen un relieve especial los agentes de la propiedad inmobiliaria, cuya
labor resulta en ocasiones compleja, ya que pueden desempeñar funciones muy
variadas, según los casos.
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Es esencial poner de manifiesto en este punto que el sistema contractual que
regula el Código civil español, acoge el principio espiritualista, que los autores
suelen remontar en cuanto a su manifestación en el derecho positivo castellano al
Ordenamiento de Alcalá,y a tenor de él, según recoge textualmente su art. 1.258,
los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde que esta perfección se
produce, son obligatorios para las partes que los celebraron, añadiendo otros pre-
ceptos del propio Código civil que tienen fuerza de ley entre las partes (art. 1.091 CC.),
así como que su validez y cumplimiento no pueda quedar al arbitrio de una sola
de ellas (art. 1.256 CC.); y es por ello que los acuerdos alcanzados por los contra-
tantes antes del otorgamiento de la escritura pública de compraventa, lejos de
constituir una situación provisional y revocable unilateralmente, entrañan de
ordinario la perfección del contrato, cuyas obligaciones a cargo de las partes son
ya exigibles, salvo previsión expresa en contrario.
En contra de la creencia del profano, un contrato no es un documento, sino
un acuerdo de voluntades; no es un papel, sino algo inmaterial. Desde que existe
tal acuerdo sobre la intención de los contratantes de llevar a cabo la compraven-
ta, quedando determinados la cosa y el precio, existe un contrato perfecto que es
obligatorio e irrevocable por la sola voluntad de una de las partes; de ello se sigue
que si alguno de los interesados se retracta de lo acordado, su actuación no queda
simplemente en un acto poco serio, sino en un auténtico incumplimiento contrac-
tual frente al que la otra parte contratante puede ejercitar las acciones que le con-
cede el ordenamiento jurídico. Es ciertamente posible que si no existe un docu-
mento que acredite la celebración del contrato resulte difícil, y en ocasiones
imposible, probar la existencia del contrato si uno de los contratantes lo niega,
pero no por ello quedan desvirtuadas las anteriores conclusiones, ya que lo único
que sucede es que carece de un elemento de prueba.
LA ADQUISICIÓN DE VIVIENDAS NUEVAS
Aunque no existe diferencia esencial entre la compraventa de la vivienda de
nueva construcción y usadas, lo cierto es que en la práctica uno y otro caso suelen
presentar diferencias muy notables, como seguidamente veremos, en la fase ante-
rior al otorgamiento de la escritura notarial de venta, que aquí nos ocupa.
En la compraventa de vivienda nueva es muy frecuente que el contrato pri-
vado se celebre cuando la obra no está concluida –en ocasiones ni siquiera inicia-
da– comprometiéndose el comprador a pagar cantidades antes de la construcción
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del inmueble, con los riesgos inherentes de que la obra no llegue a terminarse, no
se respete el plazo pactado o el resultado de la construcción presente característi-
cas distintas a las previstas en el contrato de compraventa.
En principio, la compraventa de una vivienda aún no construida es un con-
trato totalmente regular, dado que se trata de un supuesto de contratación sobre
cosa futura que el párrafo primero in fine del art. 1.271 CC. admite como objeto
válido de los contratos. Del mismo modo, no obsta a la validez del negocio el
hecho de que la cosa vendida no sea propiedad del vendedor al tiempo de cele-
brarse el contrato pues, siendo la compraventa obligacional en nuestro derecho,
por la perfección del contrato no se opera la adquisición de la propiedad de la
cosa vendida por parte del comprador –como sucede en otros ordenamientos,
como el francés o el italiano– sino que del contrato deriva la obligación del ven-
dedor de entregar la cosa vendida, que deberá pertenecerle al tiempo de cumplir
dicha obligación, pero no necesariamente en el de la perfección del contrato,
cuando es anterior. Realmente, en estos casos no se trata de un supuesto de venta
de cosa ajena pues, al no estar construida la vivienda, no pertenece a nadie por-
que aún no existe; ello no obstante, está generalmente aceptada la venta de una
cosa cuya existencia no sea actual, pero sí posible, siempre que quede claramente
determinada en el contrato, dado que el art. 1.445 CC exige expresamente la
determinación de la cosa, siguiendo en relación con ella el mismo criterio que
aplica al precio, que el citado artículo exige que sea cierto.
El apartado a) del art. 9.2 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de
Ordenación de la Edificación, exige que el promotor sea titular de un derecho
sobre el solar que le faculte para construir en él.
La correlativa obligación principal que pesa sobre el comprador de pagar el
precio convenido puede pactarse que se cumpla simultáneamente a la entrega de
la cosa –el habitualmente denominado pago al contado–, posteriormente a dicha
entrega o, como queda dicho, es frecuente en las viviendas de nueva construcción,
se pague una parte de él antes de la entrega por el vendedor.
Llegó a crearse alarma social por reiterados casos de incumplimiento, por
parte de los promotores inmobiliarios, de concluir la edificación de edificios
sobre los cuales habían percibido cantidades a cuenta de la venta de las viviendas
proyectadas. La exposición de motivos de la Ley 57/1968, de 27 de julio describía
el problema en los siguientes términos: 
“Es frecuente en los contratos de cesión de viviendas que la oferta se realice en condicio-
nes especiales, obligando a los cesionarios por el estado de necesidad de alojamiento familiar en
que se encuentran a la entrega de cantidades antes de iniciarse la construcción o durante ella.
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La justificada alarma que en la opinión pública ha producido la reiterada comisión de
abusos, que, de una parte, constituyen grave alteración de la convivencia social, y de otra, evi-
dentes hechos delictivos, ocasionando además perjuicios irreparables a quienes confiados y de
buena fe aceptan sin reparo alguno aquellos ofrecimientos, obliga a establecer con carácter gene-
ral normas preventivas que garanticen tanto la aplicación real y efectiva de los medios económi-
cos anticipados por los adquirentes y futuros usuarios a la construcción de su vivienda como su
devolución en el supuesto de que ésta no se lleve a efecto.”
Esta Ley ha sido parcialmente modificada por la disposición adicional prime-
ra de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, sobre Ordenación de la Edificación, de
la que resulta un régimen legal que, partiendo del carácter irrenunciable de los
derechos que concede al comprador, era aplicable únicamente en la primitiva
redacción a las personas físicas y jurídicas que promuevan la construcción de
viviendas destinadas a domicilio o residencia familiar, con carácter permanente o
a residencia de temporada, accidental o circunstancial, y hoy también a las promo-
ciones que se realicen en régimen de comunidad de propietarios o sociedad coo-
perativa, siempre que pretendan obtener de los compradores o destinatarios de las
viviendas entregas de dinero antes de iniciar la construcción o durante la misma.
Los promotores o gestores, en estos casos, deberán garantizar mediante con-
trato de seguro o aval solidario la devolución de las cantidades entregadas más un
interés que inicialmente era el 6% y, tras la reforma de 1999, el interés legal del
dinero, para el caso de que la construcción no se inicie o por cualquier causa no
llegue a buen fin en el plazo convenido; debiendo  percibir las cantidades antici-
padas,  tanto en efectivo como  mediante cualquier efecto cambiario, a través de
Banco o Caja de Ahorros en una cuenta especial, para cuya apertura la Entidad
exigirá al promotor, bajo su responsabilidad, la garantía citada.
Establece la Ley la obligación de que en los contratos en que se pacte la
entrega al promotor de cantidades anticipadas deberá hacerse constar expresa-
mente la obligación asegurada de devolver las cantidades percibidas y el interés
citado si la construcción no se inicia o termina en el plazo convenido en el con-
trato, o no se obtenga la cédula de habitabilidad; la identificación del seguro o
aval y de la entidad que asegura o avala y la entidad bancaria y cuenta en la que
deberán ingresarse la sumas adelantadas. 
En el momento del otorgamiento del contrato el vendedor deberá entregar
al comprador el documento que acredite la garantía de las cantidades anticipadas
en los términos citados.
Los requisitos exigidos por la Ley citada han de cumplirse al tiempo de cele-
brarse el contrato en el que concurran las circunstancias previstas, pero conforme
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a lo dispuesto en el art. 5º, la publicidad de la promoción, caso de percibirse can-
tidades anticipadas, exige que se haga constar que el promotor ajustará su actua-
ción y contratación al cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley
57/1968, de 27 de julio; haciendo mención expresa de la entidad garante y del
Banco o Caja de Ahorros en que se ingresarán las cantidades anticipadas.
Cumplidas las obligaciones del vendedor, y obtenida la Cédula de habitabili-
dad, se cancelará el aval o póliza de seguro. Si se produce el supuesto de incum-
plimiento amparado por aquéllos, el comprador podrá optar por exigir la devolu-
ción de las cantidades entregadas a cuenta, más los intereses devengados, o con-
ceder una prórroga al vendedor, haciéndolo constar en una cláusula adicional del
contrato, en la que se especificará la nueva fecha de terminación de la construc-
ción y entrega de la vivienda.
La Ley de 1968 atribuía carácter ejecutivo al contrato de seguro o el aval
junto al documento fehaciente acreditativo de la no iniciación de las obras o
entrega de la vivienda, en los términos prevenidos en el Título XV del Libro II de
la Ley de enjuiciamiento civil entonces vigente, para exigir al asegurador o avalis-
ta las cantidades a que el cesionario tuviera derecho; derogada la Ley de enjuicia-
miento civil de 1881, el apartado 9º del art. 517 de la actualmente vigente permi-
te considerar que dichos documentos llevan aparejada ejecución.
El incumplimiento por el promotor de estas garantías, exista o no perjuicio
para el comprador, se sancionaba en la Ley de 1968 con una multa por cada infrac-
ción, para cuya imposición se remitía a la hoy derogada Ley de Orden Público; la
reforma operada por la promulgación de la Ley de Ordenación de la Edificación
establece en el 25 por 100 de las cantidades cuya devolución debiera haberse ase-
gurado, salvo que la normativa propia de las Comunidades Autónomas, a las que
atribuye la competencia para imponer las sanciones, disponga otra cosa.
La falta de devolución de la totalidad de las cantidades anticipadas quedaba
tipificada como estafa en la Ley 57/1968, con remisión a los artículos del Código
penal entonces vigente, cuyas penas disponía su imposición en grado máximo. El
art. 6 de la citada Ley, que establecía el régimen sancionador, ha sido expresamen-
te derogado por el vigente Código penal de 1995, si bien la falta de devolución de
las sumas percibidas puede considerarse penado en su artículo 250.1.1º al dispo-
ner que “el delito de estafa será castigado con las penas de prisión de uno a seis años y
multa de seis a doce meses, cuando... recaiga sobre cosas de primera necesidad, viviendas u
otros bienes de reconocida utilidad social.”.
Importa resaltar que la obligación de someter al régimen descrito afecta a la
totalidad de las sumas anticipadas percibidas en virtud del contrato, es decir, tam-
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bién a la primera entrega que se suele realizar al tiempo de firmarlo y no sólo a
las mensualidades que de ordinario se establecen a partir de ese momento.
LAS GARANTÍAS DE LA LEY DE ORDENACIÓN DE LA EDIFICACIÓN
Aunque la responsabilidad por los defectos y carencias que puedan presentar
los edificios de nueva construcción se extienden en el tiempo durante todo el perio-
do establecido en la Ley y, por ello, pueden beneficiar a los segundos o ulteriores
adquirentes de las viviendas que formen parte de ellos mientras estos plazos no
hayan transcurrido, resulta adecuado exponer esta materia dentro del apartado
dedicado a las viviendas de nueva construcción, ya que es a partir de la recepción
de la obra cuando, salvo pacto en contrario, comienzan a contarse dichos plazos.
Hasta la promulgación de la Ley de Ordenación de la Edificación, de 5 de
noviembre de 1999, la responsabilidad por vicios en la edificación se regía exclusi-
vamente por lo dispuesto en el art. 1.591 cc., que extendía por el plazo de diez años
la del constructor y arquitecto, cuando aparecían vicios denominados ruinógenos.
Frente a los dos únicos sujetos contemplados en el art. 1.591 CC, la nueva
Ley regula la responsabilidad de los distintos agentes intervinientes en la edifica-
ción, entre los que se encuentran: el promotor, el constructor, el proyectista, el
director de la obra, el director de ejecución de la obra, los laboratorios de control
de calidad y los suministradores de productos.
La responsabilidad derivada de la intervención en la edificación se establece
en tres tipos de incidencias sujetas a plazos de uno, tres y diez años, que no son
precisamente de prescripción, sino establecidos en función del momento en el
que aparezca el vicio o defecto determinante de la responsabilidad, prescribiendo
las acciones en el plazo de dos años desde su aparición.
La recepción de la obra, que deberá documentarse por escrito, es el momen-
to inicial para el cómputo de los plazos durante los cuales se extiende la respon-
sabilidad, que debe quedar garantizada mediante un seguro, por los importes
mínimos que la Ley señala para cada caso, debiendo estar satisfecha la prima en
el momento de la recepción de la obra, siendo asegurados o beneficiarios del
mismo el promotor y los sucesivos adquirentes de la obra o parte de ella.
El art. 20 de la Ley establece cautelas notariales y registrales al disponer que
“no se autorizarán ni se inscribirán en el Registro de la Propiedad escrituras públicas de
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declaración de obra nueva de edificaciones a las que sea de aplicación esta Ley, sin que se
acredite y testimonie la constitución de las garantías a que se refiere el art. 19” y, para evi-
tar la desaparición del promotor, ya que en la práctica es habitual que se constitu-
yan sociedades con el único y específico objeto de llevar a cabo la construcción de
un edificio determinado, dispone el número 2 del citado artículo que “cuando no
hayan transcurrido los plazos de prescripción de las acciones a que se refiere el art. 18, no se
cerrará en el Registro Mercantil la hoja abierta al promotor individual ni se inscribirá la
liquidación de las sociedades promotoras sin que se acredite previamente al Registrador la
constitución de las garantías establecidas por esta Ley, en relación con todas y cada una de
las edificaciones que hubieran promovido.”.
Por disposición expresa de la Ley, las garantías que regula no sustituyen el
régimen de la responsabilidad contractual regido por las normas del Código civil,
sino adicionales a ellas.
LA INTERVENCIÓN DE AGENTES DE LA PROPIEDAD INMOBILIARIA
Resulta muy frecuente en los contratos de compraventa de viviendas, espe-
cialmente de viviendas usadas, la intervención de Agencias de la Propiedad
Inmobiliaria.
Esta profesión estuvo regulada por el Decreto de 4 de diciembre de 1969, y
después por el Real Decreto 1.613/81, que fue declarado nulo por sentencia de la
Sala Cuarta del Tribunal Supremo de 22 de diciembre de 1983. Sin embargo, sus
disposiciones se han entendido útiles como criterio orientador acerca de las fun-
ciones de los Agentes de la propiedad inmobiliaria.
A tenor de ellas, estos profesionales desempeñan funciones de mediación, tra-
mitación, informe y consejo en la compraventa de toda clase de bienes inmuebles,
con la obligación de actuar con “eficacia, ética, decoro profesional, reserva y legalidad”. 
La relación con el cliente que les contrata, estiman los Tribunales que inte-
gra una figura contractual atípica, carente de regulación legal específica, próxima
al mandato y al arrendamiento de servicios: como arrendamiento de servicios, el
agente viene obligado a utilizar todos los medios a su alcance para el logro de la
gestión encomendada; y como mandato, debe acomodarse a las instrucciones del
mandante de acuerdo con lo dispuesto en el art. 1.719 CC., darle cuenta de sus
operaciones, y abonarle al mandante cuanto haya recibido en virtud del manda-
to, a tenor de lo dispuesto en el art. 1.720 CC.
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De acuerdo con ello, la intervención de los Agentes de la propiedad inmobi-
liaria en el terreno que les es propio excluye una serie de actividades que en oca-
siones realizan en la práctica –y de ello son prueba los litigios suscitados, que se
reflejan en las sentencias– como la de representar a ambas partes, comprador y
vendedor, percibiendo retribución de ambos; o incrementar el precio de venta,
reteniendo en su beneficio la diferencia, entre el que percibe el vendedor y el
pagado por el comprador.
Otra de las cuestiones en que la intervención de los Agentes mediadores
plantea en la práctica problemas especiales, deriva de la entrega de cantidades a
cuenta, como señal o arras, que,  aunque éstas suelen realizarse también cuando
contratan directamente vendedor y comprador, suscitan especiales problemas
cuando las recibe y retiene el agente mediador.
Ciertamente, habiendo declarado los Tribunales que no corresponde a los
Agentes de la propiedad inmobiliaria el ejercicio de la mediación en el tráfico
inmobiliario con carácter exclusivo, cualquier persona puede intervenir en estas
operaciones comprando y luego revendiendo con lucro lo comprado; pero ésta
no es la típica función de mediación y, en tal caso, nos encontraríamos con dos
compraventas en las que el sedicente mediador sería parte, en una como compra-
dor y en la segunda como vendedor, según sucede habitualmente en las activida-
des comerciales típicas. Ello supondría que ambos contratos devengarían dos
liquidaciones del Impuesto de Transmisiones Patrimoniales, y no que existiría
relación directa alguna entre el primer vendedor y el comprador final, porque
ambos contratan con el intermediario pero no entre sí.
Si, como queda dicho, la función de los mediadores consiste esencialmente
en poner en contacto a vendedor y comprador, su cometido es de todo punto
incompatible por definición con el secretismo que frecuentemente preside estas
relaciones, cuando los mediadores intentan que vendedor y comprador no se
conozcan.
Los servicios del mediador pueden prestarse al vendedor, en cuyo caso se
trata de buscar un comprador del inmueble que desea enajenar; o al comprador
que le encarga localizar y mediar en la adquisición de una vivienda que precisa
comprar. Lo que no puede justificarse es el –en ocasiones pretendido– doble ser-
vicio simultáneo con devengo de honorarios a cargo de ambas partes, que es esen-
cialmente incompatible con el asesoramiento que debe prestarles, siendo sus inte-
reses contrapuestos (así ocurre con los abogados). 
En términos estadísticos, el servicio se presta la mayoría de las veces a un ven-
dedor que pone en venta la vivienda, y es de ordinario el comprador quien res-
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ponde a una oferta o anuncio del ofrecimiento de venta, lo que implica que a éste
no se le presta ningún servicio. No responden a un servicio solicitado, ni implican
propiamente un servicio, conceptos que a veces se pretende que retribuya el com-
prador, como gestionar en las entidades financieras la obtención del crédito hipo-
tecario, que nunca se concederá en función de la gestión sino de la solvencia y
garantías ofrecidas por el prestatario.
La sentencia de la Sección 4ª de la Audiencia Provincial de Barcelona, de 12
de abril de 2000, indica que si el Agente “recibió un encargo de venta por parte de la pro-
piedad de la finca, y en cumplimiento de ese encargo encontró un comprador para la misma,
la configuración de un segundo apoderamiento por parte del comprador implica el conflicto
de intereses porque ese segundo apoderamiento es fraudulento y no tiene más sentido que crear
una apariencia jurídica que justifique el devengo de unos honorarios injustificados”.
Por lo que atañe a las arras, aunque el art. 1.454 CC dispone que el compra-
dor puede allanarse a perderlas o el vendedor a devolverlas duplicadas en caso de
desistir del contrato, la Jurisprudencia señala con reiteración que este tipo de
arras, que reciben el nombre de penitenciales, tienen que ser expresamente con-
figuradas por las partes con esta función, pues en otro caso las sumas entregadas
a cuenta son parte adelantada del precio que confirma la existencia del contrato,
pero que no constituyen un medio de separarse de él perdiéndolas, porque los
contratos tienen fuerza de ley entre las partes y su validez no puede quedar a la
exclusiva voluntad de una de ellas.
Salvo que exista un mandato del vendedor al Agente que le autorice para
recibir arras penitenciales en su nombre, con tal carácter, en cuyo caso queda
aquél afectado por ellas, si el Agente las recibe extralimitándose en el cumpli-
miento del mandato, es el propio Agente quien queda personalmente obligado en
caso de que el vendedor no ratifique su actuación.
De otra parte, los aumentos de precio que –especulativamente– pueda obte-
ner el Agente en la gestión compraventa nunca pertenecen al mismo, ya que debe
responder de ellos a su mandante, pues el art. 1.720 CC le impone la obligación
de entregarle todo lo que haya recibido como consecuencia del mandato, aunque
no le fuera debido, y ello no obstante la obligación de atenerse a las instrucciones
del mandante –en este caso, obtener por la venta el precio fijado por el vendedor–
que impone al mandatario el art. 1.719 CC., pues es generalmente admitido que
no se contraviene la voluntad del mandante, ni se infringe el precepto, si el nego-
cio se concluye en condiciones más favorables para el mandante que las que resul-
tan de sus instrucciones.
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LAS JUNTAS ARBITRALES 
DEL TRANSPORTE COMO VÍA 
DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS 
CON LOS CONSUMIDORES
Las Juntas Arbitrales del Transporte fueron creados por la Ley 16/1987, de
30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres (en adelante LOTT)
como un instrumento de protección y defensa de las partes intervinientes en el
transporte, a tenor de lo dispuesto en el artículo 37 de la mencionada ley, tenien-
do la naturaleza jurídica, según la opinión general, de Órganos Colegiados de la
Administración Pública, de participación social, equiparables a los órganos cole-
giados previstos en el artículo 22 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Común. Naturaleza
que también parece inferirse de lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 6/1997, de
14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del
Estado, al dictar, en el ejercicio de sus funciones, resoluciones que contienen efec-
tos jurídicos frente a terceros.
Entre las funciones que tienen atribuidas las Juntas Arbitrales del
Transporte, (en adelante JAT) una de la más importante, que no la única, es la de
resolver las controversias surgidas en relación con el cumplimiento de los contra-
tos de transporte terrestre y de los demás contratos celebrados por empresas auxi-
liares del transporte. Es decir, solventar litigios entre particulares, que deriven del
contrato de transporte. 
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En este quehacer de resolver controversias, el objeto de las Juntas del
Transporte coincide con el de otros arbitrajes tutelados por la Administración y
consiguientemente, en tanto en cuanto tienen una finalidad común, tienen tam-
bién muchas concomitancias entre sí, pero, obviamente, también tienen sus pecu-
liaridades y características propias.
Pues bien, refiriéndome a esas particularidades que en mi opinión tienen las
JAT, la primera de ellas deriva de su competencia objetiva por razón de la mate-
ria, limitada al contrato de transporte o actividades auxiliares y complementarias
del mismo.
En efecto, la LOTT, en el párrafo primero del punto 1, del artículo 38, esta-
blece que son competentes para resolver las controversias de carácter mercantil
surgidas en relación con el cumplimiento de los contratos de transporte terrestre.
Lo que quiere decir que ha de tratarse de transportes terrestres, tanto en vehícu-
lo automóvil como en ferrocarril, así como también los teleféricos u otros medios
en que la tracción se haga por cable. Además, pueden ser tanto internos como
internacionales, así como intermodales cuando se efectúen en virtud de un único
contrato y uno de los modos sea terrestre. Y desde luego, la controversia ha de
tener carácter mercantil, lo que excluye el conocimiento de reclamaciones por
daños extracontractuales.
En el párrafo segundo, se establece que les corresponderá a las JAT resolver
en idénticos términos a los anteriormente previstos, las controversias surgidas en
relación con los demás contratos celebrados por empresas transportistas y de acti-
vidades auxiliares y complementarias del transporte cuyo objeto esté directamen-
te relacionado con la prestación por cuenta ajena de los servicios y actividades
que, conforme a lo previsto en la LOTT, se encuentran comprendidos en el ámbi-
to de su actuación empresarial.
De acuerdo con la LOTT, las actividades auxiliares y complementarias del
transporte las Agencias del transporte, transitarios, centros de información y dis-
tribución de carga, almacenaje y distribución y arrendamiento e vehículos.
En segundo lugar, refiriéndome a la competencia objetiva por razón de la
cuantía, existe también una considerable diferencia.
Con carácter general, las JAT son competentes para conocer y resolver cual-
quier controversia que tratándose de alguna de las materias antes expuestas sea
sometida, por mutuo acuerdo de las partes, a su conocimiento.
Sin embargo y de hecho, la competencia de las JAT adquiere unas caracterís-
ticas muy distintas según la cuantía de la controversia supere o no los seis mil
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euros, al existir una presunción legal de
aceptación del convenio arbitral.
En primer lugar, veamos que ocurre
cuando la cuantía de la controversia no
excede de 6.000,00 euros. 
El artículo 38 de la LOTT, en el
párrafo tercero del punto 1, dice que “Se
presumirá que existe el referido acuerdo de
sometimiento al arbitraje de las Juntas siem-
pre que la cuantía de la controversia no exce-
da de 6.000 euros y ninguna de las partes
intervinientes en el contrato hubiera manifes-
tado expresamente a la otra su voluntad en
contra antes del momento en que se inicie o
debería haberse iniciado la realización del ser-
vicio o actividad contratado”.
Así, de conformidad con esta pres-
cripción, las Juntas son, en principio, los
únicos órganos encargados de resolver las
controversias que sean inferiores a seis mil euros, salvo que alguna de las partes
en conflicto hubiera manifestado en tiempo y forma su voluntad en contra del
arbitraje. De este modo, faltando la manifestación en contra del sometimiento al
arbitraje de las Juntas, éstas podrán resolver las controversias por la sola voluntad
de una de las partes que se sometan a su conocimiento, al existir, por efecto de la
presunción legal establecida en el precepto indicado, acuerdo arbitral.
A diferencia del arbitraje en general y de los otros arbitrajes tutelados por la
Administración, en el transporte terrestre no se deja a la voluntad de las partes el
sometimiento al arbitraje, sino que se presume por la Ley. Razón por la que el
mismo precepto prevé su exclusión. Exclusión que habrá de haberse manifestado
antes de que surja la controversia, concretamente, antes del momento en que se ini-
cie o debería haberse iniciado la realización del servicio o actividad contratado.
Esta manifestación en contra del arbitraje habrá de ser expresa, y a quien le
interese le corresponderá la carga de la prueba de su existencia por cualquiera de
los medios admitidos en Derecho.
Veamos ahora esta cuestión de la competencia de las JAT sobre controversias
que superen los seis mil euros.
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En este caso las Juntas son competentes para resolver las controversias cuan-
do de común acuerdo sean sometidas a su conocimiento por las partes en conflic-
to. Aunque cabría pensar que no es indispensable que conste por escrito dirigido
a la Junta tal voluntad, pudiendo desprenderse de otros datos o documentos, lo
cierto es que se exige el que conste por escrito y sin lugar a dudas.
En tercer lugar, me parece también oportuno señalar la diferencia que supo-
ne la distinta regulación de las normas aplicables al fondo de la controversia según
se trate de las Juntas del Transporte o de las de Consumo, pues mientras en éstas se
resuelve, en principio, en equidad, en las JAT se resuelve, en principio, en derecho.
En efecto, el artículo 34, punto 1, de la nueva Ley de Arbitraje, Ley 60/2003,
de 23 de diciembre, establece que los árbitros solo decidirán en equidad si las par-
tes les han autorizado expresamente para ello, de donde se deduce, a “sensu con-
trario”, que en todos los demás casos habrá de resolverse con arreglo a derecho. 
Por ello y como quiera que lo habitual es que las partes no se pronuncien al
respecto y no soliciten de forma expresa que el arbitraje se rija por una u otra
modalidad, lo más frecuente es y presumiblemente seguirá siendo, que hayamos de
efectuarlo de conformidad con lo dispuesto en la Ley con carácter general y con-
siguientemente, las JAT debemos resolver las controversias conforme a derecho. 
A este respecto conviene señalar que con independencia del concreto con-
tenido del precepto legal vigente, lo cierto es que con mayor o menor motivación
jurídica, desde un principio y en la practica totalidad de las ocasiones, las JAT han
venido resolviendo las controversias conforme a derecho, recurriendo tan solo a
la equidad en casos muy contados o para cuestiones que, en cierto modo, han de
estimarse accesorias, como lo puede ser la concreta fijación del importe de una
indemnización a percibir, pero no la razón en sí misma a percibirla. 
Quizás sea preciso recordar, respecto a como se ha venido actuando, que las
Juntas Arbitrales del Transporte, como herederas, de alguna manera, de las anti-
guas Juntas de Detasas de 1932, tienen un cierto espíritu de tribunal profesional,
de tribunal compuesto por los que saben y entienden del transporte y, al fin y al
cabo, en una gran medida, entender y saber de esta disciplina es estar al corrien-
te de la legislación que la regula. En nuestro caso, no sólo de los concretos y tasa-
dos preceptos del Código de Comercio, sino también de todas las disposiciones de
mucho menor rango que vienen a reglamentar toda la materia a un nivel mucho
más inmediato. 
Esta obligación de sujetarnos a derecho, si la ponemos en relación con la
presunción de sumisión cuando la cuantía de la controversia no supera los seis
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mil euros, hemos de entenderla beneficiosa para las partes implicadas en las con-
troversias que se someten a nuestro arbitraje, transportistas, cargadores y usua-
rios, ya que podrán confiar y ello pese a los errores que puntualmente podamos
cometer, en que desde las Juntas se les intenta proporcionar una adecuada segu-
ridad jurídica, seguridad que, por sí sola, no siempre facilita la equidad, pero sí
el derecho.
En segundo lugar, y refiriéndome al trabajo concreto que desarrollamos
desde las JAT, es obvio que en una parte del proceso siempre tendremos a una
empresa de transporte o de actividades auxiliares y en la otra o un cargador o un
usuario. Pues bien, por lo que respecta a Aragón y refiriéndome a los usuarios
como “consumidores finales”, en contraposición al término “comerciante”, apro-
ximadamente en un treinta por ciento de las demandas que tramitamos se
encuentra implicados los usuarios. En el setenta por ciento restante no intervie-
nen los usuarios, se trata de litigios exclusivamente entre comerciantes, bien per-
sonas físicas o jurídicas. 
Por lo que respecta al transporte de viajeros, la practica totalidad de las recla-
maciones ante las JAT las interponen los usuarios, es decir, los pasajeros que se
consideran perjudicados o con sus derechos vulnerados por algún incumplimien-
to o cumplimiento defectuoso del transportista, siendo preciso, para que las
Juntas Arbitrales del Transporte puedan entrar a conocer, que el medio de trans-
porte utilizado sea terrestre, es decir, ferrocarril, carretera o de tracción por cable
(teleféricos y funiculares), pudiendo ser tanto urbano (autobús, taxi, tranvía, funi-
cular, etc.) como interurbano (autocar, taxi, ferrocarril, etc.), careciendo de com-
petencia objetiva por razón de la materia para resolver sobre cualquier otro medio
de transporte. 
En cuanto a las causas o motivos más frecuentes de las reclamaciones que se
interponen, cabe citar la aplicación incorrecta de tarifas, la inaplicación de los
descuentos legalmente previstos, la modificación unilateral de alguna de las con-
diciones del transporte (categoría del vehículo, lugar de llegada, hora de salida,
etc.), los retrasos, la no realización del servicio y el extravío de equipajes, autenti-
co quebradero de cabeza en los servicios regulares de viajeros por carretera. 
También, dentro de este apartado del transporte de viajeros, es preciso seña-
lar que los consumidores o usuarios, como arrendatarios, han de acudir al arbitra-
je de transportes por los problemas surgidos en la relación con los contratos de
alquiler de vehículos sin conductor.
En el transporte de mercancías, por el contrario, las reclamaciones de los usua-
rios tienen una menor incidencia, tanto por el número de asuntos como por la cuan-
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tía económica, aunque en algunas modalidades de transporte, como por ejemplo los
servicios de transporte de muebles y enseres, las comúnmente llamadas “mudanzas”,
nos encontremos siempre que una de las partes es un usuario, que o bien reclama al
transportista por las averías sufridas en el mobiliario que le han transportado, o es a
quien le reclaman porque no ha abonado los portes del servicio. 
Así mismo, en los denominados transportes de carga fraccionada (paquete-
ría, servicios urgentes, courier, etc.), es frecuente encontrarse con que una de las
partes es un usuario y los motivos que originan la reclamación pueden ser, entre
otros, la pérdida, extravío o robo del envío, las averías o daños en los mismos, los
perjuicios causados por los retrasos en la entrega, el incumplimiento de las tarifas
contratadas o el cálculo incorrecto del peso o del volumen. 
La competencia de las Juntas para realizar estas funciones, según dispone el
artículo 7, 2 del Reglamento de la LOTT, viene determinada por el origen o el
destino del transporte o por el lugar de celebración del contrato, a elección del
peticionario o demandante, salvo que expresamente se haya pactado en el contra-
to la sumisión a una Junta concreta.
Por último, en cuanto al procedimiento, la LOTT establece que éste se desa-
rrollará con arreglo a los principios de simplificación de trámites y la no exigencia
de formalidades especiales, (Artículo 38, punto 2) no siendo precisa la intervención
de Abogado ni Procurador. (artículo 9, punto 6 del Reglamento de la LOTT).
Para determinadas cuestiones de trámite, como por ejemplo las notificacio-
nes a las partes, las reglas establecidas son la del procedimiento administrativo
común, por lo demás, existe una remisión a la Ley de Arbitraje y a la Ley de
Enjuiciamiento Civil.
El procedimiento ante las JAT se inicia mediante una solicitud presentada por
escrito con expresión, conforme establece el artículo 9, punto 2 del Reglamento
de la LOTT, de los siguientes extremos:
• Nombre y domicilio del reclamante y de la persona contra quien se pre-
senta la demanda.
• Exposición de los fundamentos de hecho y de derecho en los que se basa
la reclamación.
• Petición concreta (económica).
• Proposición de las pruebas que se estimen convenientes.
• Firma del demandante o su representante.
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Tras examinar el escrito y comprobar que no existen problemas de compe-
tencia, se admite la demanda y, señalando día y hora para la vista, se cita a deman-
dante y demandado, dándole traslado a éste del escrito inicial así como de los
documentos acompañados. (Artículo 9, punto 3 del ROTT).
En el acto de la vista se concentran todos los trámites conducentes para la
resolución de la controversia. El reclamante o demandante ha de asistir necesaria-
mente, en persona o representado, pues de no hacerlo y por imperativo legal, se
le tendrá por desistido de su reclamación (Artículo 9, punto 5 del ROTT). Por el
contrario, la inasistencia del demandado no impedirá que se celebre la vista y que,
consiguientemente, se dicte el laudo correspondiente.
Abierto el acto y tras exhortar a las partes, más por estilo que por imperati-
vo legal, a que lleguen a un acuerdo transaccional, se le concede la palabra al
reclamante para que efectúe las alegaciones que considere conveniente. A conti-
nuación ha de aportar las pruebas de que intente valerse o proponer las mismas,
que se practicarán, a poder ser, en el mismo acto. Después se concede la palabra
al demandado, quien también alega cuanto estima oportuno en defensa de sus
intereses y solicita la práctica de las pruebas que le interesan. Se practican las
pruebas propuestas y normalmente admitidas sin reservas por la Junta y se da un
último turno a las partes para conclusiones, levantando acta el Secretario de todo
lo actuado.
Al igual que en cualquier otro procedimiento arbitral, en el de las JAT lo nor-
mal es que finalice con la emisión del laudo correspondiente. El laudo es en con-
secuencia el acto último y fundamental que supone la decisión de los árbitros que
pone fin al litigio y sus efectos, una vez transcurrido el plazo para solicitar su anu-
lación, son los de la “cosa juzgada”.
La decisión deberá adoptarse por mayoría simple, dirimiendo los empates el
voto de calidad del Presidente, existiendo incluso la posibilidad, según establece
el Reglamento de la LOTT, de que sea dictado en exclusiva por éste ante la inasis-
tencia de los vocales. (Artículo 9, punto 7, del ROTT).
El laudo habrá de dictarse siempre por escrito y en el mismo se hará constar:
• La identificación de los sujetos intervinientes en el procedimiento, tanto
de las partes como de los árbitros. 
• El lugar en que se dicta. 
• La cuestión concreta sometida al arbitraje. 
• Una sucinta relación de las pruebas practicadas. 
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• Las alegaciones de las partes, incluyendo las motivaciones fácticas y jurí-
dicas correspondientes. 
• La decisión arbitral. 
• El pronunciamiento en cuanto a las costas. 
• La firma de los árbitros. 
• Los posibles recursos contra el laudo.
El laudo ha de notificarse a las partes de forma fehaciente, siendo esta fecha
fundamental para una iniciar una posible acción de anulación, instar un recurso
extraordinario de revisión o para solicitar la ejecución definitiva o provisional del
mismo.
En todo caso y a tenor de la modificación llevada a cabo en la Ley Orgánica
8/2003, de 9 de julio, para la Reforma Concursal, por la que se modifica la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, la ejecución, incluso la provi-
sional, de los laudos dictados por las JAT, deberá instarse ante los Juzgados de lo
Mercantil del lugar donde ha sido emitido.
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Pablo Martínez Royo
Presidente de la Junta Arbitral de Consumo de Aragón
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LA PARTICIPACIÓN DE LOS MUNICIPIOS
EN EL SISTEMA ARBITRAL 
DE CONSUMO
PRELIMINAR
En el programa de estas Jornadas que viene desarrollando la Federación
Aragonesa de Municipios, Comarcas y Provincias con la colaboración del
Departamento de Salud y Consumo del Gobierno de Aragón, ponentes muy cua-
lificados ya han expuesto y clarificado el tema de las competencias de las adminis-
traciones locales en materia de Consumo y sus relaciones con las competencias
autonómicas y estatales en la materia. Por otro lado, en ediciones anteriores, ya
pudimos abordar el tema del estado actual del Arbitraje de Consumo (Jaca, 2002)
y sus perspectivas de futuro (Daroca, 2003). Para abordar ahora el tema, por
tanto, sólo procede una muy breve introducción en ambos conceptos (competencias
municipales y arbitraje de consumo).
El Sistema Arbitral de Consumo es bien conocido de todas las personas par-
ticipantes, por su condición de profesionales y agentes activos de Consumo de las
administraciones y las organizaciones de consumidores y usuarios. De la misma
manera es conocido el procedimiento que establece el Real Decreto 636/1993, de
3 de mayo, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo, así como los
caracteres y vigencia de este sistema extrajudicial de resolución de conflictos que
vino a responder al mandato constitucional a los poderes públicos de garantizar la
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defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la
seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. (Artículo 51 C.E.).
No obstante, la mejor definición del Arbitraje de Consumo la seguimos
teniendo en el precepto que le da origen normativo, el artículo 31 de la Ley
26/1984, de 29 de julio, general para la Defensa de los Consumidores y Usuarios
(LGDCU):
1. Previa audiencia de los sectores interesados y de las asociaciones de consumidores
y usuarios, el Gobierno establecerá un sistema arbitral que, sin formalidades espe-
ciales atienda y resuelva, con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes,
las quejas o reclamaciones de los consumidores o usuarios, siempre que no concu-
rra intoxicación, lesión o muerte, ni existan indicios racionales de delito, todo ello
sin perjuicio de la protección administrativa y de la judicial, de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 24 de la Constitución.
2. El sometimiento de las partes al Sistema Arbitral de Consumo será voluntario y
deberá constar expresamente por escrito.
3. Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de los sectores intere-
sados, de las organizaciones de consumidores y usuarios y de las Administraciones
Públicas dentro del ámbito de sus competencias.
También, en lo que se refiere a las competencias de la administración local
en materia de Consumo, tenemos el referente en la misma LGDCU, que en su
artículo 41 encomienda a los ayuntamientos el promover y desarrollar la protec-
ción y defensa de los consumidores, en los siguientes aspectos:
• Información y educación de los consumidores, mediante el estableci-
miento de OMIC.
• Inspección de productos y servicios, para comprobar su origen e identi-
dad, cumplimiento de la normativa de precios, etiquetado, publicidad,
higiene, sanidad y seguridad.
• Inspección técnica o técnico sanitaria, controles y análisis en la medida
de los medios con que cuenten.
• Apoyar y fomentar las asociaciones de consumidores.
• Ejercer cierta potestad sancionadora, en el marco de las leyes.
La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local
(LRBRL), en su artículo 25.2.g.) atribuye a los municipios el ejercicio de compe-
tencias, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades
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Autónomas en materia de: abastos, mataderos, ferias, mercados y defensa de usuarios y
consumidores. A su vez, la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de
Aragón atribuye esta misma competencia.
LAS OFICINAS DE INFORMACIÓN AL CONSUMIDOR 
DE TITULARIDAD PÚBLICA Y SU COLABORACIÓN 
CON EL SISTEMA ARBITRAL DE CONSUMO
En general, y como un término acuñado en el sistema de protección al con-
sumidor, nos referimos a las “OMIC”, y nos referiremos sin ánimo excluyente con
este término, pero no por ello obviamos que en el mismo ámbito existen oficinas
que son dependientes de mancomunidades y comarcas, con las mismas funciones.
No obstante, la característica esencial de estos órganos es su titularidad pública, y
como tales deben ser servicios accesibles, gratuitos, especializados y eficaces en el
ámbito de la administración más próxima a los ciudadanos, en su condición de
adquirentes de bienes o usuarios de servicios.
Refiriéndonos de nuevo a la LGDCU, en su artículo 14 se definen las funcio-
nes de estas OMIC que podemos sintetizar en tres:
• La información, orientación y asesoramiento de los consumidores y usua-
rios, en términos generales,
• La tramitación de reclamacio-
nes y denuncias, y
• Ser sede del Sistema Arbitral
de Consumo.
Las funciones que desempeñan
las OMIC están comúnmente defini-
das en las leyes autonómicas de pro-
tección de los consumidores o
Estatutos del Consumidor de las CCAA;
con grandes similitudes y algunas
coincidencias casi literales. 
En lo que se refiere a la participa-
ción de las OMIC en el Sistema
Arbitral de Consumo, y a la coopera-
ción de las mismas con las Juntas
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Arbitrales de Consumo de sus respectivos ámbitos territoriales, me parece oportu-
no hacer un somero repaso a las referencias que contienen cuatro leyes autonó-
micas de Consumo de última generación. De estos textos normativos podemos
obtener la relación más amplia de funciones y actuaciones de cooperación, no
sólo previstas sino también establecidas legalmente.
Asturias. Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de los consumidores y usuarios:
En su artículo 21.1.c) relaciona entre las funciones de las oficinas de
información al consumidor y usuario establecidas en el Principado de
Asturias, el fomento y divulgación del sistema arbitral de consumo y sistemas de reso-
lución voluntaria de reclamaciones.
Canarias. Ley 2/2003, de 12 de febrero, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios
de la Comunidad Autónoma de Canarias:
El artículo 16.2 se refiere a las oficinas de información al consumidor y
las funciones a desarrollar por éstas, entre las que se establece, entre otras,
propiciar sistemas de resolución voluntaria de las reclamaciones. Y más en concre-
to, en el párrafo 3 de este artículo, declara que en el desarrollo de sus funciones,
las oficinas de información al consumidor fomentarán y divulgarán el Sistema
Arbitral de Consumo, sirviendo de sede cuando sea necesario para el desarrollo de las
actividades de la Junta Arbitral de Consumo de Canarias.
Andalucía. Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los
Consumidores y Usuarios de Andalucía.
El artículo 20 define las Oficinas de Información al Consumidor de titu-
laridad pública, como órganos de información, orientación y asesoramiento a los con-
sumidores. En su apartado 3 al señalar las funciones de estas oficinas, contem-
pla: b) la recepción, registro y acuse de recibo de denuncias, reclamaciones y solicitu-
des de arbitraje de los consumidores, y su remisión a las entidades y órganos correspon-
dientes; y c) servir de cauce de mediación voluntaria en conflictos. 
Y también sobre el fomento del Sistema Arbitral de Consumo, el artícu-
lo 15, encomienda a las Administraciones Públicas de Andalucía la dotación
de medios humanos y materiales necesarios, y establece que, en el ámbito de sus
competencias, propiciarán que las entidades o empresas públicas que dependen de
ellas y las entidades o empresas privadas que gestionen servicios públicos y de interés
general se adhieran al Sistema Arbitral de Consumo.
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Resulta preciso hacer referencia a este contenido plural y genérico de las
Administraciones Públicas de Andalucía, territorio en el que existen, y superpo-
nen sus ámbitos de actuación, además de la Junta Arbitral de Consumo de ámbi-
to autonómico, ocho Juntas Arbitrales, dependientes de las Diputaciones
Provinciales y Municipales en 11 ayuntamientos.
País Vasco. Ley 6/2003, del Estatuto de las Personas Consumidoras y Usuarias.
En la misma línea que el Estatuto del Consumidor y Usuario Aragonés,
encomienda a las Oficinas de Información al Consumidor entre sus funcio-
nes (art. 21. I) que en los municipios donde no exista Junta Arbitral de Consumo,
elevar, a instancia de las partes interesadas, solicitud de arbitraje a la Junta Arbitral
de Consumo de Euskadi. 
Pero va más allá, abriendo un modelo descentralizado de Junta Arbitral
de ámbito autonómico, en su artículo 13, previendo que el Gobierno Vasco
impulsará la firma de convenios para el establecimiento de colegios arbitrales, depen-
dientes de la Junta Arbitral de Consumo de Euskadi, en aquellos municipios o manco-
munidades que, debido a su población o solicitudes de arbitraje, así lo soliciten.
Aragón. Ley 8/1997, de 30 de octubre, del Estatuto del Consumidor y Usuario de la
Comunidad Autónoma de Aragón.
La cooperación de las entidades locales en el Arbitraje de Consumo
viene concretada entre las funciones de las OMIC relacionadas en el artícu-
lo 27: en los municipios donde no exista Junta Arbitral de Consumo, elevar, a instan-
cia de las partes interesadas, solicitud de arbitraje a la Junta Arbitral de Consumo de
la Comunidad Autónoma de Aragón. 
De las leyes autonómicas a las que hemos hecho referencia, pero también
del funcionamiento cotidiano de los servicios de atención al consumidor de la
Comunidad Autónoma, se desprende un papel y una participación esencial de
las OMIC en el Arbitraje de Consumo, que va más allá de una simple interven-
ción administrativa “de trámite” o como meros agentes de registro de entrada
y de salida de reclamaciones. Y va más allá, por cuanto son un canal privilegia-
do en la información al consumidor sobre el Sistema Arbitral, sus posibilidades,
y su procedimiento, facilitando la relación entre el ciudadano y la Junta
Arbitral.
No abordaré en esta exposición la singularidad de las competencias de los
entes locales en materia de Consumo, en relación con la participación en el
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Sistema Arbitral de Consumo de los municipios que cuentan en su estructura
administrativa con una Junta Arbitral de Consumo propia, como es el caso del
Ayuntamiento de Zaragoza, sino que me referiré al resto de los ayuntamientos y
su relación con el órgano autonómico del Arbitraje de Consumo.
Resumiendo, es pauta común en las leyes autonómicas de Consumo incardi-
nar a los servicios municipales, generalmente organizados en OMIC, como agen-
tes activos del Sistema Arbitral, siendo órganos cooperadores, no instructores ni
decisorios, en relación a dos cometidos esenciales:
a) La información sobre el Arbitraje de Consumo y la canalización de las
solicitudes de arbitraje, y
b) El fomento y divulgación del Sistema Arbitral de Consumo.
ATENCIÓN AL CONSUMIDOR. INFORMACIÓN Y TRAMITACIÓN 
DE SOLICITUDES DE ARBITRAJE POR LAS OMIC
En las reclamaciones de consumo prima el principio de unidireccionalidad,
esto es, las reclamaciones por conflictos de consumo sólo van a ser ejercitadas por
consumidores, o destinatarios finales contra quienes suministran o prestan bienes
o servicios. La reclamación tendrá como origen la conclusión de disconformidad
por parte de consumidor o usuario, ya porque el bien o servicio no sea conforme
con el contrato o bien porque exista:
• Disconformidad en relación al bien que ha adquirido, en sus cualidades,
aptitud o prestaciones.
• Disconformidad en cuanto al servicio requerido, en términos de calidad,
tanto en su prestación como en su resultado.
• Disconformidad en cuanto a las formalidades, condiciones y garantías en
las que ha de suministrarse el bien o prestarse el servicio.
La reclamación conlleva, además de la manifestación de disconformidad, la
petición de un resarcimiento del consumidor, que puede obtenerlo en procedi-
mientos voluntarios, o reclamarlo en vía judicial. Consiste en la puesta en conoci-
miento de una vulneración del Derecho Privado y de sus particulares intereses
económicos e implica una petición de cumplimento, restitución o resarcimiento
por parte del consumidor frente al empresario o profesional reclamado.
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Así, en los manuales operativos de las OMIC y en el protocolo de Atención
al Consumidor se contempla, como primera intervención ante cada una de las
demandas de información, su calificación como queja, consulta o reclamación.
Sólo serán susceptibles de Arbitraje de Consumo aquellas demandas del consumi-
dor en las que, además de existir una disconformidad, ésta no sólo es subjetiva
sino que ha supuesto un perjuicio, valorable económicamente y por el cual se pide
un resarcimiento o compensación.
Además de ello, por el referido principio de unidireccionalidad, no podrán
ser objeto de Arbitraje de Consumo las reclamaciones planteadas por quienes
no tengan la condición de consumidor final en los términos de la LGDCU.
Tampoco podrán serlo aquellas materias que están expresamente excluidas del
mismo, esto es, las contempladas en el artículo 2.2. del Real Decreto 636/1993,
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de 3 de mayo por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo (cuestiones
sobre las que haya recaído resolución firme; materias sobre las cuales no tengan las partes
poder de disposición; cuestiones en las que tenga que intervenir el Ministerio Fiscal y aqué-
llas en las que concurra lesión, muerte, intoxicación o existan indicios racionales de deli-
to). En el lenguaje de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, sólo es
arbitrable lo disponible.
Es de gran importancia, para el buen funcionamiento del sistema y para el
eficaz ejercicio de los derechos de los consumidores, la función que desarrollan
las OMIC en cuanto a la información a aportar al consumidor, el apoyo a sus trá-
mites y la colaboración con la Junta Arbitral, ya que constituyen el primer y más
cercano referente en los servicios de atención al consumidor de la Comunidad
Autónoma. Hay que destacar que el más del 58 % de las Solicitudes de Arbitraje
recibidas en el conjunto del Estado en 2004 fueron presentadas a través de OMIC
y otros organismos públicos.
Insistiendo en la necesidad de que el consumidor que insta la iniciación del
procedimiento arbitral de consumo conozca básicamente en qué consiste el
mismo, cuál es su verdadero propósito y cuáles van a ser los trámites que se van a
ir sucediendo, trataré de precisar las acciones de información, asesoramiento y
apoyo administrativo que corresponden a las OMIC:
• Debe ser pauta común en las reclamaciones de consumo, que sean diri-
gidas en primer lugar a la empresa, establecimiento o profesional recla-
mado, ya porque hagan posible una solución amistosa o porque sea pre-
ceptiva esta primera reclamación directa para emprender acciones pos-
teriores. Además, esa primera carta de reclamación podrá servir, como
relato de los hechos y petición, para las posteriores actuaciones, si son
necesarias.
• Dar referencia de las diferentes vías de reclamación, y valorar, en cada
caso, cuál puede resultar más adecuada y más eficaz, atendiendo a los
hechos, a la pretensión y a la materia sobre la que versa la reclamación. 
Debe valorarse, con carácter previo, si es admisible en Arbitraje y prever
la eficacia de esta vía para, en caso contrario, considerar la reclamación
en otra instancia (por ejemplo, la de la Secretaría de Estado de
Telecomunicaciones; los Servicios de Atención al Cliente de algunas com-
pañías; los Defensores del Cliente bancario o de seguros; los
Comisionados en materia de banca, inversión, seguros y planes de pensio-
nes; otros órganos y departamentos de las administraciones; la Junta
Arbitral del Transporte; órganos de Consumo de otras Comunidades
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Autónomas; los Centros Europeos del Consumidor, etc.), y todo ello sin
perjuicio de poder acudir a la vía judicial.
• En el caso de elegir el Arbitraje de Consumo, como la vía que se conside-
ra más adecuada, es necesario dar una información básica sobre el
mismo, sobre su finalidad y procedimiento. Insistir en este punto en las
características ya conocidas del sistema: voluntariedad, gratuidad, carác-
ter vinculante y ejecutivo, simplicidad e igualdad entre las partes.
• Dar una información clara distinguiendo si la empresa está adherida o
no, lo cual cambiará mucho el desarrollo del proceso. El hecho de que
no esté adherida no debe ser disuasorio, pero hay que advertir siempre
de la voluntariedad del sistema.
• Los servicios municipales prestarán también su función de registro de
entrada y salida con validez administrativa. Pero además de ello es muy
importante, en su función como organismos tramitadores, la colabora-
ción para que los escritos de reclamación, solicitud de arbitraje, alegacio-
nes, comparecencias, prueba, aportación de documentos, acuerdos
entre las partes, desistimientos, etc., se presenten bien cumplimentados,
sean claros y estén documentados. Conviene informar al reclamante
que, en la Solicitud de Arbitraje es tan importante la descripción de los
hechos como la petición precisa que formule, ya que sólo sobre esos
hechos y reclamación concreta (de hacer, no hacer o pagar) se pronun-
ciará el laudo. 
• El artículo 27. C) de la Ley 8/1997, de 30 de octubre, del Estatuto del
Consumidor y Usuario de la Comunidad Autónoma de Aragón enco-
mienda a las OMIC la función de elevar, a instancia de las partes interesadas,
solicitud de arbitraje al órgano correspondiente, acompañando a la citada solici-
tud información completa y detallada de la cuestión, de ahí, la petición que
hace en cada caso la Junta Arbitral de Consumo a las OMIC para que
aporten al expediente un breve informe sobre sus actuaciones previas o
de mediación, para el mejor conocimiento del mismo.
• Prestar especial cuidado en la identificación del reclamante (puede,
por ejemplo, no ser el titular del contrato por el que se reclama) y que
sus circunstancias en cuanto al objeto de la reclamación y la representa-
ción con la que actúa estén bien definidas. De la misma manera en la
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• La OMIC podrá tener información de la Junta Arbitral, en cuanto al
expediente y recibirá información sobre la admisión a trámite, y sobre la
finalización del procedimiento, ya sea por mediación, por archivo al no
aceptarse el arbitraje o por laudo, incluyendo el sentido del mismo.
• En los casos de archivo por la no aceptación del Arbitraje por parte del
reclamado, o en los casos de inadmisión a trámite de la Solicitud de
Arbitraje, la OMIC deberá estar también en condiciones de informar a la
parte consumidora si es oportuno acudir a otras vías para la resolución
del conflicto, o acudir directamente a la vía judicial.
EL FOMENTO DEL SISTEMA ARBITRAL DE CONSUMO 
DESDE LOS MUNICIPIOS. LAS CAMPAÑAS DE ADHESIÓN
Vista la importante tarea que corresponde a los municipios en su faceta de
atención al consumidor, no es menos importante la que nos referimos, y refieren
las normas citadas al principio, como fomento del Sistema Arbitral de Consumo,
esto es, propiciar mecanismos para difundirlo y favorecer la adhesión de organi-
zaciones empresariales, empresas y profesionales formulando ofertas públicas de
sometimiento al mismo.
Por ello, desde la Dirección General de Consumo del Gobierno de Aragón
venimos propiciando la realización de campañas y otras acciones en las que los
municipios, y especialmente las OMIC desplieguen su función de fomento, con
tres objetivos prioritarios: 
1. Que el Sistema Arbitral de Consumo sea bien conocido en el ámbito
local, tanto por los ciudadanos como por los empresarios, profesionales y
comerciantes y sus organizaciones; y, junto a ello, que sea presentado a
otros agentes sociales, profesionales e instituciones de los municipios y
comarcas.
2. Consolidar la participación eficaz de las OMIC en el Sistema Arbitral de
Consumo, en el ejercicio de sus funciones, en aras a facilitar la accesibili-
dad al mismo de consumidores y empresas, mejorando la calidad y efica-
cia como servicio público.
3. Fomentar la adhesión al Sistema Arbitral de Consumo de empresarios,
comerciantes, profesionales y de sus organizaciones empresariales de
ámbito local y comarcal, creciendo no sólo en número de adheridos sino
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además, en la calidad y efectividad de estas adhesiones por su adecuado
conocimiento y participación en el mismo.
Con estos objetivos es especialmente interesante que las campañas a desarro-
llar por las OMIC tengan como punto de partida el acuerdo del órgano munici-
pal o comarcal para su eficaz desarrollo, ello implicará algo tan importante como
el conocimiento y compromiso de los responsables de las corporaciones.
En las acciones del Plan de Formación Continua para el personal de las
OMIC 2005, y en aras a armonizar el desarrollo de estas campañas, con la partici-
pación de 19 profesionales de las OMIC aragonesas, concretamos los elementos
básicos en la planificación de estas campañas: a) ámbito territorial; b) estrategia y
sectores preferentes; c) participantes y colaboradores; d) medios y recursos; e)
acciones y calendario; f) resultados y evaluación.
Lógicamente, la diversidad de los municipios y su realidad socio económi-
ca debe propiciar diferentes modelos, tanto de desarrollo de estas campañas de
divulgación, como en resultados de nuevos adheridos. Así, las peculiaridades
de cada zona, y los sectores significativos de su actividad económica pueden
orientar actuaciones sectoriales o especializadas, por ejemplo, en el ámbito de
la hostelería y servicios turísticos; los recursos culturales o la artesanía de la
zona; la producción agroalimentaria, etc., sirviendo como un medio más para
su promoción.
Con estas premisas consideramos que las actuaciones de promoción deben
servir, además, para dar a conocer la OMIC y los servicios que prestan sus profe-
sionales; dinamizar el asociacionismo de comerciantes y consumidores y promo-
ver el encuentro de empresarios y consumidores en ámbito local.
Las campañas de difusión del Sistema Arbitral de Consumo pueden plan-
tearse en el contexto de la actividad de fomento económico y empresarial del
municipio, sobre la base de la consideración de la adhesión al arbitraje como un
distintivo de calidad. De la misma manera, censos de empresas adheridas en el
ámbito comarcal o local servirán para difundir y publicitar los recursos comer-
ciales y empresariales de los municipios y su ámbito de influencia. Por ello, es
esencial en el diseño de estas campañas, contar desde el primer momento con
la implicación de las organizaciones de empresarios y comerciantes de ámbito
local y comarcal.
Finalmente, tanto las jornadas de divulgación como los actos de entrega de
diplomas a las empresas adheridas en los diferentes municipios servirán, sin duda,
para atraer la atención de los medios de comunicación locales, multiplicando el
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esfuerzo de las OMIC en su faceta de promoción del Sistema Arbitral y de la infor-
mación a los consumidores.
LA ADHESIÓN DE EMPRESAS PRESTADORAS DE SERVICIOS PÚBLICOS
Si es cuestión importante para el Sistema Arbitral de Consumo crecer en
número de empresas, establecimientos y profesionales adheridos, refiriéndonos al
ámbito privado de la adquisición de bienes y prestación de servicios, tanto o más
lo es incorporar o adherir a las entidades que sean prestadoras de servicios públi-
cos y servicios de interés general.
En la Comunidad Autónoma de Aragón, un reglamento dictado en desarro-
llo de la Ley de Administración Local de Aragón, va más allá de la implicación de
los ayuntamientos en la tramitación de solicitudes de arbitraje, ya que comprome-
te a las entidades locales de manera efectiva en el fomento del Sistema Arbitral.
El artículo 211 del Decreto 347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de
Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y
Obras de las Entidades Locales de Aragón, establece:
Las entidades locales procurarán que las entidades o empresas privadas de ellas depen-
dientes, que gestionen servicios públicos, así como los concesionarios de los mismos, se adhieran
a los sistemas de arbitraje establecidos para resolver los conflictos y reclamaciones que puedan
plantear los usuarios en relación con la prestación del servicio o actividad. 
En los mismos términos, aunque con fórmula diferente, el artículo 20 de la
Ley 8/1997, de 30 de octubre, del Estatuto del Consumidor y Usuario de la
Comunidad Autónoma de Aragón, ya venía a establecer que las administraciones
públicas de la Comunidad Autónoma de Aragón, potenciarán, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, que las entidades o empresas privadas que gestionen servicios públicos
establezcan en los contratos con los usuarios cláusulas de sometimiento al sistema arbitral,
para la resolución de los conflictos y reclamaciones derivados de la prestación de los mencio-
nados servicios. (Artículo 20, Fomento del Sistema Arbitral de Consumo).
Estos preceptos, si bien no pueden ser imperativos –procurarán, potenciarán–
dada la naturaleza voluntaria del arbitraje, suponen un avance en la consideración
de los derechos de los usuarios de servicios públicos, por encima de la condición
de administrado y van más allá del sistema de indemnizaciones por responsabili-
dad patrimonial de la Administración.
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No cabe duda que los servicios de interés general tienen la consideración de
servicios de uso o consumo común, ordinario y generalizado, en los términos del artícu-
lo 2 de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (LGCU),
sobre los que se encomienda a los poderes públicos una protección prioritaria.
Esta prioridad debe traducirse en dotar de un nivel de protección mayor
para compensar la situación de inferioridad más acentuada en que se encuentra
el consumidor o usuario de estos bienes o servicios; y a su vez, establecer los meca-
nismos técnicos que instrumentan esa mejor protección. Por ello, los prestadores
de servicios municipales a usuarios finales, están especialmente llamados a adhe-
rirse y participar en el Sistema Arbitral de Consumo.
El Real Decreto 1507/2000, de 1 de septiembre, por el que se actualiza el
catálogo de productos y servicios de uso o consumo común, ordinario y generali-
zado a los efectos previstos en el artículo 2.2 de la LGDCU, incluye, entre otros,
una serie de servicios cuya prestación corresponde, o puede corresponder a los
municipios, como son:
• Servicios de suministros de agua.
• Servicios de residencia y atención a personas mayores o con minusvalía.
• Servicios de atención a la infancia y guarderías.
• Transporte de servicio público.
• Servicios culturales.
• Servicios de esparcimiento y deportes.
• Servicios de limpieza y de recogida de basuras.
Esta relación no es cerrada, por cuanto es cada vez mayor la prestación de
servicios y promoción de actividades por parte de los ayuntamientos en la que
deben considerarse los derechos de los usuarios, y junto a ello, la previsión de sis-
temas extrajudiciales para la resolución de los conflictos que puedan surgir.
PABLO MARTÍNEZ ROYO
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Ángel Luis Monge Gil
Director General de Consumo del Gobierno de Aragón
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En Zaragoza, 4 de noviembre de 2005.
Buenos días…
En primer lugar, y en este marco incomparable sede del conservatorio esta-
tal de la música dedicado a Raquel Meller, deseo manifestar mi agradecimiento a
los ponentes y a todos los participantes de esta IV Jornada de Información sobre
Consumo en los Municipios.
Esta Jornada constituye, nada más y nada menos, que la continuación en el
camino para conseguir la máxima defensa de los derechos de los consumidores y
usuarios de nuestra Comunidad Autónoma.
La protección de los consumidores es un principio constitucional en nuestro
ordenamiento jurídico y, por tanto, de atención especial en las actuaciones de los
poderes públicos. 
Durante estas Jornadas hemos comprobado cómo desde las Administraciones
Públicas aragonesas podemos escuchar, comunicar y actuar a escala local siguien-
do el plan de acción de la Comisión Europea tal y como la Directora del Centro
Europeo del Consumidor nos ha explicado acerca del tratamiento que reciben las
reclamaciones transfronterizas.
Hemos profundizado en aspectos de gran importancia, como, por ejem-
plo, los servicios de telefonía y ADSL y la adquisición de vivienda e intermedia-
ción inmobiliaria. Dichos aspectos son de gran preocupación para los consumi-
dores, como se demuestra en las estadísticas
de reclamaciones hasta la fecha presentadas.
El estudio realizado por la Dirección
General sobre las consultas recibidas en las
OMIC, en relación a estos dos temas, ocupan
un gran porcentaje, por ejemplo: el 10,81% en
incumplimiento de contrato, el 2,19% en frau-
de de calidad ó el 2,01% en condiciones de
venta.
En el estudio llevado a cabo por sectores
durante este primer semestre, se puede apre-
ciar un mayor número de demandas en el sec-
tor de telecomunicaciones, seguido por el sec-
tor vivienda y existiendo un relativo equilibrio
en el resto de sectores.
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Estos datos ya han sido transmitidos por nuestros ponentes que acertada-
mente nos han dado las posibles vías de solución a los problemas que se plantean.
Por este motivo tengo que decir que me ha parecido muy acertada la inter-
vención de nuestros ponentes en la mesa redonda de arbitraje como posible vía
de resolución de estos conflictos.
Somos conscientes de que queda un largo camino por recorrer. Lo impor-
tante ahora es sumar experiencias, adquirir conocimientos e ir avanzando en la
máxima protección de los derechos.
Estoy seguro de que las Jornadas que ahora clausuramos han contribuido
poderosamente al logro de ese objetivo central de nuestra política de consumo a
través de la cual buscamos una mejora de la calidad de vida.
Muchas gracias.
ÁNGEL LUIS MONGE GIL
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